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PRESENTACIÓN
Es un privilegio presentar la Revista “Tribuna Jurídica” de la Facultad de 
Ciencias Jurídicas y Políticas de la Universidad Autónoma Juan Misael 
Saracho de Tarija Bolivia, en su primera edición de la gestión 2021.  La 
aparición del COVID-19 y las medidas de distanciamiento social impuestas 
para proteger a la población, con efectos en la salud, el empleo, la produc-
tividad y las posibilidades de participación cívica, social y política, también 
tuvo sus efectos en el ámbito de la educación; el impacto producido por el 
brusco cambio de la docencia presencial a la docencia no presencial, media-
da por las tecnologías, ha constituido un reto que tuvimos que enfrentar, 
continuando con las actividades académicas de manera virtual, así como 
también retomamos el proceso de evaluación y acreditación de nuestra Ca-
rrera de Derecho, donde se pudo detectar que una de nuestras debilidades 
es la investigación. 

La revista “Tribuna Jurídica” tiene prevista una publicación semestral que 
contribuya a la investigación jurídica, que es tan necesaria para entender 
de mejor manera a la compleja ciencia del derecho, y para la búsqueda de 
nuevos conocimientos con la finalidad de solucionar problemas que se pre-
sentan en la sociedad, satisfaciendo la necesidad general de justicia.

La investigación es uno de los pilares de la educación superior, que  tiene 
por misión la formación integral de recursos humanos con alta calificación 
y competencia profesional, así como desarrollar procesos de investigación 
científica para resolver problemas de la base productiva y de su entorno 
social entre otros, conforme lo establece la norma suprema de nuestro orde-
namiento jurídico; y, asimismo, el Estatuto Orgánico de la Universidad Au-
tónoma Juan Misael Saracho establece como su misión formar profesionales 
integrales, con valores éticos y morales; capaces de generar conocimiento, 
con el fin de contribuir al desarrollo humano sostenible de la sociedad y 
de la región mediante la investigación científico-tecnológica y la extensión 
universitaria, vinculadas a las demandas y expectativas del entorno social; 
en este sentido vemos que el fortalecer la investigación en nuestra superior 
casa de estudios y en la Carrera de Derecho, no es solo una aspiración, sino 
un deber que nos impone nuestra norma suprema y estatuto orgánico; en 
este transitar hacia una mejora en la investigación jurídica, nos sentimos 
orgullosos y satisfechos con la participación de nuestros docentes en esta 
edición de la revista “Tribuna Jurídica”, donde además participan juristas 
de reconocido prestigio del interior del país. 

Agradecemos a los profesionales que aportan con sus valiosos artículos en 
esta publicación, e invitamos a la comunidad universitaria, académica y 
científica del ámbito local, nacional e internacional, a escribir en la siguien-
te edición de la revista “Tribuna Jurídica”, y ser parte de este reto, que es 
el posicionar a nuestra revista en el ámbito nacional e internacional.

MSc. Abog. Edgar Ortíz 
Caso

Decano de la Carrera de  
Derecho (a.i.)  

Facultad de Ciencias  
Jurídicas y Políticas



EDITORIAL
Tribuna Jurídica, es una revista de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas de la Universidad 
Autónoma “Juan Misael Saracho” de la ciudad de Tarija-Bolivia, reconocida como Órgano de Investi-
gación Científico-cultural en las áreas jurídica, política y social, mediante Resolución de H. Consejo 
Facultativo 016/01 del 5 de diciembre de 2001, homologada por la Resolución del H. Consejo Univer-
sitario 024/02 del 24 de febrero de 2002.

Esta Revista surgió en 1999, producto de la iniciativa de un grupo de docentes y estudiantes de esta 
Unidad Académica, para promover la investigación científica y la producción literaria jurídica, el 
desarrollo del análisis crítico de las problemáticas jurídicas imbricadas en el desarrollo social, político 
y económico de los pueblos que conforman la comunidad internacional.  

Sin embargo, en su inicio y desarrollo estas publicaciones no fueron reguladas por normas reglamen-
tarias propias de la jerarquía y rigor académico, sino estuvieron libradas a la formación y prestigio 
de los distinguidos juristas que nos honraron con sus producciones.

Hoy la exigencia es mayor, debido a la normativa de publicaciones académicas internacionales y de 
este modo, se ha iniciado la primera publicación en el segundo semestre de la gestión 2019, con el 
concurso de seis comprometidos y respetables docentes de esta Casa de Estudios Jurídicos.

En esta publicación contamos con las contribuciones de conocidos juristas paceños, que al igual de 
los locales, aportan en temáticas de actualidad que responden a sustentar paradigmas, que no dejan 
de inquietar a los ciudadanos en su cotidiano quehacer.

Esp. Abog. Eduardo Alberto López Centellas

DOCENTE CARRERA DERECHO

FACULTAD DE CIENCIAS JURÍDICAS Y POLÍTICAS
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LA SUCESIÓN PRESIDENCIAL  
EN BOLIVIA

Goitia Caballero Carlos Albertoa*

Resumen:
Suele calificarse como una persona importante 
y con poder a aquella que ocupa la presidencia 
del Órgano Ejecutivo.  Compleja percepción, 
por varios factores, entendible a partir de tener 
en mente que la historia de Bolivia se caracte-
riza, entre otros aspectos, por haber adoptado 
tempranamente un sistema de corte presiden-
cialista.  Ello da lugar a comprender por qué es 
común en los textos constitucionales que tuvie-
ron vigencia en Bolivia identificar normas que 
detallan el ingreso, la permanencia y la salida 
de esos personajes de ese cargo  procurando ase-
gurar apego a postulados democráticos básicos.  
También,  otras que evidencian preocupación 
por la sucesión presidencial por el acaecimiento 
de situaciones excepcionales en las que se llega 
a ver comprometida la existencia del Estado.  
Resultan previsiones fundamentales para impe-
dir, en esos casos, que la fuerza o la violencia 
sean las que imperen.  Es un tema de vieja data 
pero de permanente actualidad y relevancia que 
motiva abordarlo en el presente trabajo para 
alimentar su debate. 
Por ello nos fijamos como objetivo general ana-
lizar el diseño normativo para la sucesión del 
Presidente o de la Presidenta del Órgano Ejecu-
tivo previsto en la Constitución Política del Es-
tado boliviano.  A fin de alcanzarlo aplicamos el 
método jurídico empleando técnicas de revisión 
documental que permiten desplegar precisiones 
conceptuales, acompañarlas del estudio exegéti-
co de lo establecido en el texto constitucional vi-
gente y sustentar, de esa forma, el carácter ipso 
facto de la sucesión presidencial en situaciones 
extremas como las que experimentamos las boli-
vianas y los bolivianos a fines del año 2019.  

UAJMS UNIVERSIDAD AUTÓNOMA
JUAN MISAEL SARACHO

a  Profesor de Derecho Constitucional , Universidad Privada Boliviana,  La Paz, Bolivia.

*  Correspondencia del autor: carlosalbertogoitiacaballero@gmail.com

DICYT DEPARTAMENTO DE INVESTIGACIÓN
CIENCIA Y TECNOLOGÍA

Abstract
The person who holds the presidency of the 
Executive Branch is usually rated as impor-
tant and powerful. Complex perception, due to 
various factors, understandable from bearing 
in mind that the history of Bolivia is charac-
terized, among other aspects, by having ear-
ly adopted a presidential system. This gives 
rise to understanding why it is common in the 
constitutional texts that were in force in Bo-
livia to identify norms that detail the entry, 
permanence and exit of that position, trying to 
ensure democracy. Also, others that show con-
cern for the presidential succession due to the 
occurrence of exceptional situations in which 
the existence of the State is compromised. 
They are fundamental provisions to prevent, 
in those cases, that force or violence prevail. 
It is a subject of old date but of permanent 
relevance that motivates addressing it in the 
present work to feed its debate.
For this reason, we set as a general objective 
to analyze the regulatory design for the succes-
sion of the President of the Executive Branch 
provided for in the Political Constitution of 
the Bolivian State. In order to achieve this, 
we apply the legal method using documentary 
review techniques that allow us to deploy con-
ceptual clarifications, accompany them with 
the exegetical study of what is established in 
the current constitutional text and support, in 
this way, the ipso facto nature of the presiden-
tial succession in extreme situations such as 
those that we Bolivians and Bolivians expe-
rienced at the end of 2019.

Palabras clave: Presidencialismo. Sucesión 
constitucional. Ipso facto. Democracia. Bolivia.

Keywords: Presidential system. Constitutional 
succession. Ipso facto. Democracy. Bolivia.
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1. Planteamiento: 
El estudio del Derecho Constitucional es, simple-
mente, apasionante.  Así lo evidencia el haberse 
forjado frases célebres de quienes, inmersos en él, 
las acuñaron y proyectaron en el tiempo por su 
profundidad y apertura a debates que trascien-
den generaciones.  Una de éstas es la que Ma-
dison nos dejó cuando explicaba la conveniencia 
de adoptar, en el texto constitucional del emer-
gente Estados Unidos de América, un diseño ins-
titucional de gobierno caracterizado por pesos y 
contrapesos fundamentando que la ambición era 
aquella que debía emplearse para contrarrestar a 
la propia ambición, ello, a partir de un argumen-
to sencillo:

El interés humano debe entrelazarse con 
los derechos constitucionales del puesto.  
Quizás pueda reprochársele a la natu-
raleza del hombre el que sea necesario 

todo esto para reprimir los abusos del gobierno.  
¿Pero qué es el gobierno sino el mayor de los re-
proches a la naturaleza humana?  Si lo hombres 
fuesen ángeles, el gobierno no sería necesario.  Si 
los ángeles gobernaran a los hombres, saldrían 
sobrando lo mismo las contralorías externas que 
las internas del gobierno1. 

Argumento que resulta oportuno para el desa-
rrollo del tema que abordamos porque permite 
reafirmar aquello que suele perderse de vista 
por obvio y es que las personas que se desem-
peñan como servidoras y servidores públicos son 
seres humanos que, si se nos permite la expre-
sión, no pueden eludir la llegada de la fecha de 
vencimiento para la experiencia de vida terrenal, 
precisamente, porque no son ángeles.  Por lo mis-
mo no son inmunes a enfermedades, dolencias o 
padecimientos de diverso grado o intensidad que 
puedan generar impedimentos temporales o defi-

1   N. A.: Resaltado en cursivas añadido. Hamilton, A.; Ma-
dison, J.; y, Jay J., (2004), El Federalista. Fondo de Cultura 
Económica, 1ª reimpresión de la 2ª edición en español, traduc-
ción de por Gustavo R. Velasco, México, p. 220.

nitivos para desempeñar las tareas propias de los 
cargos que ocupan en la administración pública.  
Las servidoras y los servidores públicos son, ade-
más, sujetos que pueden llegar a experimentar 
las consecuencias negativas de actos, actuacio-
nes, situaciones o sucesos propios de la vida en 
sociedad y del marco jurídico imperante que aca-
rreen efectos impeditivos para ejercer sus cargos.

Si los hombres fuesen ángeles… tampoco se reque-
ría prever mecanismos de sucesión, entendiendo 
por ésta “Sustitución de alguien en un lugar o en 
el desempeño de una función.2”   Improvisar, en 
ambos supuestos, no es recomendable.  No solo 
porque el servicio público implica ejercicio de po-
der público, sino por el fundamento ontológico 
de éste es el respeto y protección a la libertad y 
dignidad de los seres humanos.  No cabe acudir, 
por lo tanto, a la fuerza o la violencia para esos 
casos en un Estado constitucional3.   La necesi-
dad es mayor, por cierto, en los cargos más altos 
de la jerarquía administrativa. Es un tema jurídi-
co-político que fundamente ser abordad en el tex-
to constitucional, más aun en Estados como los 
latinoamericanos y, como pate de éstos, Bolivia, 
en los que es descollante la figura de la persona 
que asume el cargo de Presidente o Presidenta 
del Órgano Ejecutivo.  

Así lo evidenciamos los bolivianos y las bolivia-
nas cuando la vacancia de quienes podían su-
ceder a un presidente que se ausentó  del país, 
obteniendo asilo en otro, derivó en que active la 
sucesión constitucional que lamentablemente da 
lugar a cuestionamientos y acciones de orden ju-

2   Real Academia Española, (2001), Diccionario de la Lengua 
Española, 23ª ed., [versión 23.4 en línea]. Fecha de consulta 16 
junio 2021. Disponible en: https://dle.rae.es
3   De acuerdo a Häberle “El Estado constitucional de cuño 
común europeo y atlántico se caracteriza por la dignidad hu-
mana como premisa antropológico-cultural por la soberanía 
popular y la división de poderes, por los derechos fundamen-
tales y la tolerancia, por la pluralidad de los partidos y la 
independencia de los tribunales”.  Häberle, P., (2003), El Esta-
do Constitucional. Universidad Nacional Autónoma de México 
– Instituto de Investigaciones Jurídicas, traducción de Héctor 
Fix-Fierro, México, p. 3.
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risdiccional que se proyectan hasta el presente.

Por su importancia, actualidad y complejidad 
abordamos ese tema.  Al efecto nos fijamos como 
objetivo general analizar el diseño normativo 
para la sucesión del Presidente o de la Presidenta 
del Órgano Ejecutivo previsto en la Constitución 
Política del Estado boliviano.

2. El presidencialismo en Boli-
via.

Uno de los temas centrales en el estudio del De-
recho Constitucional es el referente a la organi-
zación del gobierno del Estado. Marco en el que, 
como señalan Caballero Sierra y Anzola Gil, la 
separación o división de los poderes ha llega-
do a ser considerada como “patrimonio común 
de todos los pueblos civilizados”.4 Íntimamente 
ligado a ello, en lo referente a la titularidad y 
el ejercicio de la función estatal, tenemos que 
Vergottini destaca que se tendría por superada 
aquella distinción entre monarquía y república, 
como formas de gobierno, que se caracterizaba 
por emplear como criterio diferenciador principal 
“la elección organizativa relativa al jefe de Esta-
do, en cuanto titular del poder soberano, en un 
caso hereditario, en el otro electivo.”5 La razón, 
advierte el profesor, es que giraba en torno a dos 
concepciones de Estado antagónicas, “por una 
parte, aquella en la que el jefe de Estado heredi-
tario concentraba, al mismo tiempo, en sí mismo 
el poder soberano; por consiguiente, el principio 
monárquico caracterizaba a la forma de Estado y 
no solo a la de gobierno.  Con la consolidación del 
constitucionalismo y posteriormente de la forma 
de Estado liberal se limitaron progresivamente 
los poderes del monarca hasta volver, en ciertos 
casos, irrelevante la vieja contraposición”.6 Cri-

4   Ídem, p. 205.
5   Vergottini, G. de,  (2005), Derecho Constitucional Com-
parado. Editorial Universidad, traducción de la 6ª edición, 
traducción de Claudia Herrera, Argentina, p. 113.
6   Ídem. 

terio similar es expuesto por Bobbio al abordar 
esa contraposición entre monarquía y república.7

Desde nuestro punto de vista resultaría insosteni-
ble en la actualidad que la organización del poder 
público de un Estado lo concentre en un órgano.  
Por otra parte, también resulta difícil encontrar 
fundamento para que, en la actualidad, sea admi-
sible que una persona pueda terminar confundida 
con el Estado a partir de concentrarse en esta el 
poder público que, por lo mismo, dejaría de ser 
tal. Ello no quiere decir, en todo caso, que los 
riesgos de retroceso a esos escenarios seas imposi-
bles. Buen ejemplo de ello es Bolivia donde suele 
exponerse como contrapuestos los conceptos de 
república y plurinacionalidad; algo que no tiene 
sentido. Al mismo tiempo, en más de una opor-
tunidad, apreciamos que ciertos actores políticos 
llevan a cabo actuaciones que rayan en afanes 
monárquicos presentándose como insustituibles e 
irremplazables con aires de divinidad. Al respec-
to resulta orientador el trabajo de Niño Buitrago 
y Barrientos Martínez que versa sobre diversas 
experiencias en varios países latinoamericanos 
que  siguieron, en términos generales, senderos 
así peligrosos.8 

Pero evitando desviar nuestra atención retome-
mos el sendero que transitamos recordando que 
en el marco de la relaciones entre órganos consti-
tucionales estatales, como explica Molas, existen 
dos grandes modelos de sistema político demo-
crático, a saber, el presidencial y el parlamen-
tario. El primero, nos dice, “se basa en la sepa-
ración rígida de poderes (en los que no tienen 
lugar unas relaciones intensas entre ellos, puesto 
que cada uno realiza la tarea constitucional en-

7   Bobbio, N., (1996), Estado, Gobierno y Sociedad. Por una 
Teoría General de la Política. Fondo de Cultura Económica, 4ª 
reimpresión de la 1ª edición en español, traducción de José F. 
Fernández Santillán, México, pp. 147 - 152
8   Niño Buitrago, R.D. y Barrientos Martínez, B. Concentra-
ción del Poder Presidencial y Crisis Institucional: Un Análisis 
de los Gobiernos de Fujimori, Menem y Uribe. Revista IURIS. 
[En línea]. Julio – Diciembre 2017. Nº 23 (pp. 0 – 36). Fecha 
de consulta 12 junio 2021. Disponible en http://www.redalyc.
org/articulo.oa?id=273957284007
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comendada de manera diferenciada: el poder de 
hacer las leyes, y el poder de hacerlas ejecutar y 
gobernar)”;9 el segundo, en cambio, se basa “en la 
separación flexible de poderes o colaboración de 
poderes (los poderes, separados, mantienen unas 
permanentes relaciones entre ellos, que les condu-
cen a depender unos de otros para el cumplimien-
to de las funciones respectivas).”10 Añadamos a 
ello que resulta complejo que uno u otro sistema 
se presente en forma pura siendo posible idear 
combinaciones de uno con otro en diverso grado 
o medida sin que pierdan identidad. 

En lo que al parlamentarismo se refiere, Lleixá 
expone con claridad la contraposición entre lo 
que denomina “principio electivo” y “principio 
monárquico” y su traducción en monarquías 
constitucionales y monarquías parlamentarias.11   
Cabe recordar que desde el feudalismo europeo se 
había desarrollado una tradición que identificaba 
al monarca como sujeto que no era responsable 

9   Molas, I. (2008). Derecho Constitucional. Editorial Tecnos. 
4ª ed. España, España, p. 111.
Sobre las diferencias entre parlamentarismo y presidencialismo 
resulta ilustrativa la explicación que nos brinda Carpizo cuan-
do, luego de destacar diversos esfuerzos desplegados al efecto 
por destacados estudiosos de la materia, afirma que: “El siste-
ma presidencial, en contraste, con el parlamentario, presenta 
tres características esenciales: a) La separación de poderes en-
tre el legislativo y el ejecutivo es nítida sólo desde el punto de 
vista que cada uno de ellos es electo por el voto popular, origen 
de su legitimidad. Es decir, el Congreso, como regla general, no 
designa, directa o indirectamente, al presidente. Ni la original 
Constitución de Estados Unidos intentó una división tajante 
de poderes. Al respecto, existen múltiples ejemplos como la in-
tervención del ejecutivo en el procedimiento de elaboración de 
la ley con su facultad de veto. b) Los períodos para los cuales 
son electos, tanto el ejecutivo como el legislativo, son fijos y, en 
principio, uno de ellos no puede modificar el período del otro. 
c) Existen entre esos dos poderes controles mutuos, los que son 
diversos de aquellos que se dan en un sistema parlamentario.” 
Carpizo, J. Características Esenciales del Sistema Presidencial 
e Influencias para su Instauración en América Latina, Boletín 
Mexicano de Derecho Comparado. [En línea]. Enero – Abril 
2006. Vol. 39. Nº 115. Fecha de la consulta 17 junio 2021. 
Disponible en: http://www.scielo.org.mx/scielo.php?script=s-
ci_arttext&pid=S0041-86332006000100002&lng=es&tlng=es.

10   Molas, I. Op. Cit., p. 111.
11   Lleixá, J., (1999). El Gobierno. En Caminal Badia, M. 
(ed.) Manual de Ciencia Política. (pp. 427 – 444). Editorial 
Tecnos, España, p. 433.

por sus actos ante el parlamento al ser legítimo 
juez supremo, legislador y máxima autoridad del 
aparato burocrático, del ejército e, incluso, en al-
gunos casos, de la religión imperante en el reino.  
Consecuentemente, transitar a rendir cuentas al 
parlamento significaba una evidente merma de 
poder tan compleja como la adopción de los pos-
tulados de separación de poderes o el estableci-
miento de pesos o contrapesos en el diseño del 
poder público.  

Por otra parte, en lo referente a los orígenes del 
presidencialismo, tomando nuevamente las pala-
bras de Lleixá, éstos se remontan a la revolución 
liberal norteamericana y, en ese contexto, al texto 
constitucional de Filadelfia de 1787 en el que, 
señala, se incorporó:

una suerte de monarquía constitucional electiva, 
aunque sin corona.  Una república, por tanto.  Su 
presidente era elegible por sufragio popular –para 
un período preciso y fijo de cuatro años- y no era 
políticamente responsable ante las cámaras del 
parlamento norteamericano, el Congreso.  Se con-
figuraba de este modo un subsistema de gobierno 
asentado en esta contraposición, una rígida bipo-
laridad presidente-congreso que, con el tiempo, 
daría lugar al actual gobierno presidencialista.12 

Diseño para el gobierno de un emergente Estado 
diferente al imperante en los Estado absolutistas 
europeos que desde tiempo antes lidiaban, como 
señalamos, con un complejo proceso de tránsi-
to de Estados absolutistas a Estados modernos.  
Por otra parte el desplazamiento de la monarquía 
o su desaparición en el sistema presidencialista, 
además de los mecanismos de control o distan-
ciamiento del Legislativo, adquiere peculiar tras-
cendencia la determinación de las atribuciones 
del Ejecutivo. Por mucho esfuerzo que se haga, 
resulta inevitable concluir que no podían ser muy 
diferentes a las que en su momento encarnaba el 
monarca.13

12   Ídem
13   Ciertamente, no fue el único problema a resolverse en 
esos tiempos pero procurar detallarlos en su integridad en esta 
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En ese marco tenemos que los emergentes Es-
tados en América Latina, ante las opciones que 
representaban la dinámica estadounidense y las 
europeas, en general se decantaron para la or-
ganización del poder público por la primera, es 
decir, la adopción del sistema presidencialista 
tal como lo destaca Nohlen: “El presidencialismo 
aparece en América Latina en un momento en 
que se establece un sistema de separación de po-
deres conjuntamente con la formación del Estado 
nacional.”14   

En lo que a Bolivia se refiere suele eludirse que 
antes de su emergencia como Estado su población 
y territorio fue, por varios siglos, parte del reino 
de las Españas y había, por lo tanto, un monarca 
que gobernaba. También, que en la elaboración 
de la Constitución española de 1812 uno de los 
temas centrales de discusión fue la organización 
del Ejecutivo bajo la presencia de un rey.15 Ese 
texto constitucional llegó a impactar en el terri-
torio y sobre la población de la que trece años 
después se convertiría en lo que hoy es Bolivia y, 
por lo tanto, resultara irreal asumir que no influ-
yó en su primer texto constitucional.16   

En todo caso corresponde tomar en cuenta que 

oportunidad nos alejaría del objetivo que tenemos identifica-
do, por ello, resulta prudente recomendar al lector acudir a 
Gargarella, R. (2014). La Sala de Máquinas de la Constitu-
ción.  Dos Siglos de Constitucionalismo en América Latina 
(1810 – 2010). Katz Editores.  Argentina, pp. 13 -89.
14   Nohlen, D. El Presidencialismo Comparado. Revista Insti-
tuto de Altos Estudios Europeos. [En línea]. Nº 1. Mayo 2013. 
Fecha de consulta 16 junio 2021. Disponible en: https://www.
iaee.eu/riaee/num1/riaee1art1.pdf
15   Sobre ese debate, puede verse Martínez Sospedra, M. El 
Rey como Poder Ejecutivo.  La Posición del Rey en la Consti-
tución de 1812. Anuario de Derecho Parlamentario. [En línea]. 
Nº 26. 2012 (pp. 71 – 111), Fecha de consulta 21  junio 2021. 
Disponible en: https://dialnet.unirioja.es/servlet/articulo?co-
digo=3927430
16   Sobre la influencia de la Constitución de 1812 en el desa-
rrollo del emergente constitucionalismo boliviano se tiene una 
interesante explicación en Barragán, R. y Urcullo, A. (2015). 
La Construcción Jurídico-Legal. En Barragán Romano, R.; 
Lema Garrett, A. M.; y, Mendieta Parada, P. (Coordinado-
ras).  Bolivia.  Su Historia. Plural Editores (pp. 85 – 86). 
Bolivia, tomo IV Los Primeros cien Años de la República, 
1825 – 1925.

esa influencia no significó adoptarla como propia, 
ya que al constituirse en Estado, optó por acoger 
otro, cercano al novedoso sistema presidencialis-
ta norteamericano combinado con la experiencia 
haitiana tal como lo expresara Simón Bolívar en 
el mensaje que envió al Congreso Constituyente 
con motivo de la presentación del proyecto de 
texto constitucional que se le había encomenda-
do redactar. Bolívar destacaba haber tomado en 
cuenta, para cumplir su tarea, aquello que en ese 
tiempo era considerado lo más avanzado “sobre el 
modo de manejar hombres libres, por los princi-
pios adoptados entre los pueblos cultos”, pero al 
mismo tiempo, advertía haber llevado a cabo una 
valoración sobre experiencias negativas.17 En su 
mensaje exponía las ventajas de un diseño insti-
tucional que partía de la adopción de postulados 
ligados a la separación de poderes políticos, ex-
presando entre otros aspectos fundamentales que 
el Presidente de la República debía ser vitalicio 
para así ser garantía de orden y, describiendo las 
referencias que empleó, señalaba expresamente: 
“El Presidente de Bolivia participa de las faculta-
des del Ejecutivo americano, pero con restriccio-
nes favorables al pueblo. Su duración es la de los 
presidentes de Haití. Yo he tomado para Bolivia 
el Ejecutivo de la república más democrático del 
mundo”.18 Luego se explayaba justificando y expli-
cando a lo largo de varios párrafos la convenien-
cia y urgencia de optar por ese tipo de Presidente 
esgrimiendo como exitosa la experiencia haitiana.  
No menos importante es destacar que en el diseño 
propuesto por Bolívar adquiría singular protago-
nismo el Vicepresidente, que terminaba por ser 
quien efectivamente desplegaba tareas ejecutivas 
en procura de materializar lo sentado en las le-
yes aprobadas por el Legislativo; también, que el 
cargo del Presidente de República no era vitalicio 
tornándose innecesaria la elección popular ya que 
la sucesión operaría, luego de la primera elección, 

17   Jordán de Albarracín, B. (1978). Documentos para la His-
toria del Derecho Constitucional Boliviano. Talleres Gráficos 
San Antonio. Bolivia, p. 33.
18   Ídem, p. 36.
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asumiendo ese cargo el Vicepresidente electo por 
el primero.19 

Complejo planteamiento que, pese a las explica-
ciones y fundamentosde Bolívar, dejaban clara 
evidencia de una concepción del Presidente de 
la República cercana a la de un monarca aunque 
con limitaciones importantes en lo que al ejercicio 
del poder ser refiere, más aun, por el carácter vi-
talicio que se le atribuía. Salamanca T.20 describe 
lo intenso del debate y cómo es que, al final, el 
artículo 77 del texto constitucional de 1826 se 
consolidó con el siguiente texto: “El ejercicio del 
Poder ejecutivo reside en un Presidente vitalicio, 
un Vicepresidente y tres Ministros de Estado.”21 
Diseño que Dermizaky Peredo describió como 
“una rara mezcla de monarquía constitucional y 
democracia que Bolívar soñó aplicar en la época 
de transición que seguía a la independencia”.22   Y 
es que era, verdaderamente, una transición de go-
bierno monárquico a República.  

Expresión de un presidencialismo que marcó, sin 
lugar a dudas, la evolución del constitucionalismo 
boliviano siendo perceptible hasta el presente la 
vigorosa presencia de la presidencia del Órgano 
Ejecutivo. Ello, pese a diversas modificaciones, 
partiendo por fijar un período constitucional 
para el ejercicio de ese cargo así como admitién-
dose o negando la posibilidad de reelección.  Otra 
de las modificaciones que evidencian los textos 
constitucionales que sucedieron al de 1826 en lo 
que al Ejecutivo se refiere, que aportan a afirmar 
la adopción de un sistema presidencialista, fue 
la forma de elección (v. gr.: pasando “por las-
juntas electorales de parroquia”, “el voto directo 

19   Ídem
20   Salamanca T., D. (2005). La Entecada Arquitectura de las 
18 Constituciones de Bolivia.  De la Asamblea Constituyente 
Originaria a la Asamblea Constituyente Constitucional. Edito-
rial Gráfica JIREH, Bolivia, pp. 282 – 297.
21Galindo de Ugarte, M. (1991). Constituciones Bolivianas 
Comparadas 1826 – 1967. Editorial Los Amigos del Libro, Bo-
livia, p. 303.
22   Dermizaky Peredo, P. (2002). Derecho Constitucional. 
Editorial Alexander. 6ª edición. Bolivia, p. 407.

de los ciudadanos con derecho de sufragio”, “por 
los pueblos”, “por sufragio directo y secreto de 
los ciudadanos en ejercicio”, “por sufragio direc-
to”, “por sufragio universal directo”, “por sufragio 
universal, obligatorio, directo, libre y secreto”).23 
En todos los casos, la fuente de legitimación de 
acceso al poder público era y es el pueblo, en ini-
cio en un marco de democracia censitaria y luego 
universal. Una modificación que cabe destacar 
se la identifica en el texto constitucional de 1831 
que estableció la posibilidad de que sea el Con-
greso quien elija al Presidente cuando ninguno de 
los candidatos hubiese obtenido “las dos terceras 
partes de votos de los electores que sufragaren 
en las juntas”.24 Sistema que se mantuvo hasta el 
texto constitucional de 2005 lo que dio lugar, por 
largo tiempo, a afirmarse que éste rasgo determi-
naba que Bolivia hubiese adoptado un sistema 
semi-presidencialista.25 En el texto constitucional 
de 2009 se retomó el diseño de elección directa 
del presidente del Ejecutivo, ya sea en primera 
vuelta o a través del que se conoce como ballot-
tage boliviano.26 

En síntesis, podemos afirmar que Bolivia tiene 
adoptado un sistema presidencialista y, como 
consecuencia de ello, la figura de la persona que 
asume el cargo de Presidente o Presidenta del 
Órgano Ejecutivo adquiere una particular impor-
tancia para la vida política del y en el Estado.

23   Galindo de Ugarte, M. Op. Cit., p. 307.
24   Salinas Mariaca, R. (1989). Las Constituciones de Bolivia. 
Talleres – Escuela de Artes Gráficas del Colegio Don Bosco.  
Bolivia, p. 46.
25   En una posición contraria, véase Rivera S., J. A.; Jost, 
S.; Molina Rivero, G; y, Cajías, H. (2005). La Constitución 
Política del Estado. Comentario Crítico.  Fundación Konrad 
Adenauer, 3ª edición. Bolivia, p. 237.
26   Confrontar el artículo 166 de la Constitución Política del 
Estado. Bolivia (2009). Constitución Política del Estado. 7 
de febrero de 2009. Disponible en: https://www.lexivox.org/
norms/BO-CPE-20090207.html 
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3. Denominación y atribuciones 
del Presidente o Presidenta 
del Órgano Ejecutivo.

En la lógica de separación o división de pode-
res así como en la de pesos y contrapesos, uno 
de los órganos que se identifica invariablemente 
es el que se denomina Ejecutivo.  Como señala 
Dermizaky “se llama así porque es el encargado 
de ´ejecutar´ (hacer cumplir) las leyes y las sen-
tencias emitidas por los otros órganos del Esta-
do (legislativo y judicial, respectivamente).  Se 
lo llama también gobierno porque administra la 
cosa pública, conduce y dirige los negocios de 
la Administración; es decir, gobierna”.27   Desde 
nuestro punto de vista la primera denominación 
es la correcta.  Se trata de un ente que forma 
parte de una estructura administrativa mayor 
diseñada constitucionalmente para llevar a cabo 
tareas ejecutivas que involucra a un conjunto de 
actores que no son ajenas a límites y presupues-
tos como el de encontrar el fundamento de su 
competencia y actos en el texto constitucional y 
las leyes en sentido formal y material.  La segun-
da denominación a la que hace referencia Der-
mizaky, en cambio, termina por abarcar un uni-
verso considerablemente amplio que conlleva un 
particular riesgo: reducir el Estado a un órgano.

En ese mismo sentido se tiene que el Órgano Eje-
cutivo, en un sistema presidencialista, encuentra 
en la persona que asume el cargo de Presidente 
o Presidenta una figura descollante.  Pero ¿por 
qué se la denomina Presidente o Presidenta? 
Acudiendo al diccionario identificamos como 
primera acepción del término “presidente” la si-
guiente: “Que preside” y, como segunda, “Persona 
que preside un gobierno, consejo, tribunal, jun-
ta, sociedad, acto, etc.”28  Ahora, crucemos esas 
acepciones con las que se presentan en el mismo 

27   Demizaky Peredo, P. Op, Cit., p. 403.
28   Real Academia Española, (2001), Diccionario de la Len-
gua Española, 23ª ed., [versión 23.4 en línea]. Fecha de consul-
ta 16 junio 2021. Disponible en: https://dle.rae.es

diccionario sobre la palabra “presidir”. Si denomi-
namos al órgano que nos ocupa como Ejecutivo, 
porque señalamos, ejecuta, el presidir no será sino 
“Tener el primer puesto o lugar más importante o 
de más autoridad en una asamblea, corporación, 
junta, tribunal, acto, empresa, etc.”29 Entonces, 
la denominación será la de Presidente o Presiden-
ta del Órgano Ejecutivo porque es una persona 
que ocupa la más alta posición en una estructura 
administrativa caracterizada por la fuerte presen-
cia de jerarquías.  En cambio, si la denominación 
de Ejecutivo estuviese ligada con gobierno, como 
advertimos anteriormente, el escenario giraría en 
torno a un universo que raya en la unificación 
del todo y, en ese sentido, el presidir, como ver-
bo transitorio, guardaría relación con la segun-
da acepción que encontramos en el diccionario 
para esa palabra, es decir, “Dicho de una cosa: 
Ocupar el lugar más importante o destacado”.30 
Presidente del Gobierno terminaría por ser la de-
nominación que se corresponde con ésta visión, lo 
que equivaldría a sostener que todo lo que hace 
a la estructura institucional del Estado a título 
de gobierno es lo que determina el Ejecutivo y, 
específicamente, quien lo preside. 

La revisión de los textos constitucionales que al-
canzaron vigencia en Bolivia evidencia que  desde 
el de 1826 a la fecha se empleó la denominación 
de Presidente de la República.  La excepción vie-
ne dada por el texto constitucional de 2009 que 
utiliza “Presidenta o Presidente” por una parte y, 
por otra, que ese Presidente o esa Presidenta lo es, 
en algunas partes, “de la República” (v. gr.: art. 
202, núm. 1) y, en otras, “del Estado” (v. gr.: art. 
166.I). Sobre lo primero consideramos que resul-
tará conveniente aquella denominación que per-
mita transmitir el mensaje político constitucional 
de igualdad y superación de invisibilización. El 
conflicto radica en una dinámica negadora de una 
realidad y es que Bolivia es una república como 
se aprecia al llevar revisar los contenidos norma-

29   Ídem
30   Ídem
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tivos constitucionales. La República aparece en 
nombre y substancia. Conspira contra ello el afir-
marse, en el preámbulo, lo siguiente: “Dejamos 
en el pasado el Estado colonial, republicano y 
neoliberal.”31 No es un escollo mayor porque es 
traducción de una concepción sociológica discur-
siva de lo que por república se entiende que no 
trasciende a lo jurídico ni a lo político. Pero la re-
pública supone no acumular en un órgano o per-
sona el poder público y, por lo tanto, es impropia 
la denominación de Presiente o Presidenta de la 
República no guarda coherencia. Por otra parte 
también es errada la denominación de Presidente 
o Presidenta del Estado porque si éste encarna 
una división o separación del poder público, o un 
diseño de pesos y contrapesos, no cabe que recai-
ga solo en el Ejecutivo y, menos, en quien ocupa 
el cargo de presidente de éste Órgano. Aporta a 
ello la explicación que nos brinda Següés al dife-
renciar el sistema parlamentarista del presiden-
cialista, señalando que “Al contario, en los países 
parlamentaristas, el poder ejecutivo se fracciona 
entre un “jefe de Estado” (presidente, rey) y un 
“jefe de Gobierno”, premier o primer ministro, 
que preside el gabinete o ministerio, designado y 
removible por el parlamento mediante los “votos 
de censura”.” Podríamos decir, entonces, que la 
denominación de Presidente de Estado que en-
contramos en el texto constitucional boliviano es 
el producto de una mala adaptación de la deno-
minación que, en el sistema parlamentarista, se 
le da al jefe de Estado.

El único fundamento para optar por esa deno-
minaciones y, en particular la segunda, es el de 
agrandar la figura de la persona que ocupa un 
cargo en el Ejecutivo en un sistema presidencia-
lista. He ahí su falencia. Son denominaciones, 
diríamos, pintorescas, acuñadas por largo tiem-
po que encierran un error conceptual que no es 
intrascendente. No cabe ignorar la presencia de 
otros tres órganos de poder público en el diseño 
constitucional boliviano. Por lo tanto, quien pre-

31   Constitución Política del Estado. Bolivia (2009). Op. Cit.

side el Ejecutivo no lo es del Estado, no lo es de 
la República; lo es, simplemente, de ese órgano 
de poder público y son tan presidentes o pre-
sidentas del Estado boliviano quienes presiden 
el Órgano Electoral, el Órgano Legislativo y el 
Órgano Judicial.

Es interesante, además, rescatar las palabras de 
Sagüés cuando analizando el texto constitucional 
de la República Argentina advierte que “En la 
práctica periodística a menudo se alude a él [re-
firiéndose al presidente de la Nación Argentina] 
como presidente de los argentinos”, calificación 
incorrecta, ya que no es presidente de personas 
individuales, sino de la persona jurídica Estado, 
donde hay nacionales y extranjeros”. 32Discrepan-
do en lo que a presidir el Estado se refiere, coin-
cidimos plenamente en que sería errado emplear 
la denominación de presidente o presidenta de los 
bolivianos.

Consideramos que la denominación correcta es la 
de Presidente o Presidenta del Órgano Ejecutivo 
para quien ocupa el lugar más importante dentro 
de uno de los diversos órganos del Estado en los 
que se ejerce poder público.33   

Ahora, en lo que a sus atribuciones del Órgano 
Ejecutivo se refiere, éstas guardan relación con 
esa esencia. En el desarrollo de los textos cons-
titucionales bolivianos experimentaron notables 
variaciones pero manteniéndose en todos y por 
encima de la redacción algunas que, en su tiem-
po, las ejercían los monarcas, por ejemplo, las 
de conducir las relaciones exteriores del Estado; 
administrar las rentas nacionales; hacer cumplir 
las sentencias de los tribunales; nombrar a los 

32   Sagüés, N. P. (2001). Elementos de Derecho Constitu-
cional. Editorial Astrea, 3ª edición, 1ª reimpresión.  Buenos 
Aires, Argentina,  Tomo I,  p. 542.
33   Para apreciar las diversas denominaciones que se emplean 
en los textos constitucionales resulta ilustrativo el Estudio 
Constitucional Comparado elaborado por la Universidad de 
Georgetown, en la que se aprecia que en Latinoamérica resulta 
ser común la de Presidente de la República. Disponible en: 
https://pdba.georgetown.edu/Comp/Ejecutivo/Presidencia/
composicion.html



TJ 9

― Goitia Caballero, Carlos Alberto 

Tribuna Jurídica Revista Científica, Vol.2  Nro.2, agosto 2021, ISSN: 2707 - 4153

1 2 3 4 5  6 7 8

empleados de la administración; conservar y de-
fender el orden interno y la seguridad exterior.

En ello radica un elemento que, también, suele 
pasarse por alto. Tal como lo señalaba el artículo 
85 del texto constitucional de 2004 “El Poder Eje-
cutivo se ejerce por el Presidente de la República 
conjuntamente con los Ministros de Estado”, lo 
que daba lugar a que se entienda, como lo ad-
vertían Rivera, Jost, Molina y Cajías, a que las 
atribuciones que se destallaban en el artículo 96 
como “atribuciones del Presidente de la Repúbli-
ca” sean entendidas como propiamente “del Poder 
Ejecutivo, por cuanto las tareas y funciones enu-
meradas en el artículo, las ejercen el Presidente 
de la República juntamente con los Ministros de 
Estado que según el Art. 85º de la Constitución, 
constituyen el Poder ejecutivo.”34 En cambio, en 
el texto constitucional de 2009 se tiene que el ar-
tículo 165 señala, en su parágrafo I, que: “El Ór-
gano Ejecutivo está compuesto por la Presidenta 
o el Presidente del Estado, la Vicepresidenta o el 
Vicepresidente del Estado, y las Ministras y los 
Ministros de Estado.”35 Por ello, las atribuciones 
que se detallan en el artículo 172 “de la Presiden-
ta o del Presidente del Estado, además de las que 
establece esta Constitución y la ley”36 pueden lle-
var a identificar en la persona y no en el órgano, 
quién debe ejercerlas. Son ilustrativas las pala-
bras de Vergottini cuando advierte que las consti-
tuciones iberoamericanas que siguieron el modelo 
norteamericano implementaron un Ejecutivo mo-
nista que “se funda o centra en el presidente de 
quien dependen los ministros, nombrados y revo-
cados a su discreción. Por lo regular, falta la figu-
ra del presidente del colegio ministerial, distinta 
a la del jefe de Estado; es el mismo presidente de 
la República, como en los Estados Unidos, quien 
preside las reuniones del gobierno”. 37

34   Rivera S., J. A.; Jost, S.; Molina Rivero, G; y, Cajías, H. 
Op. Cit., p. 255.
35   Constitución Política del Estado. Bolivia (2009). Op. Cit.
36   Ídem
37   Vergottini, G. de,  Op. Cit., p. 469.

Al mismo tiempo se tiene que el estudio de las 
atribuciones desarrolladas en ese artículo 172 
permiten adecuarlas a la clasificación que em-
pleaba Dermizaky ya en el texto constitucional 
de 2004 cuando señalaba que: “básicamente, el 
Poder Ejecutivo tiene dos clases de atribuciones: 
políticas o de gobierno y administrativas.”38 A 
partir de esa base tenemos que el Órgano Ejecu-
tivo, más que quien ocupa el cargo de Presidente 
o Presidenta de éste, tiene asignadas atribucio-
nes propiamente ejecutivas o administrativas, de 
control y fiscalización, normativas, judiciales, de 
dirección suprema del uso de la fuerza policial y 
militar y de integración de otros órganos o pode-
res del Estado.39  

Finalicemos rescatando las palabras de Sagüés, 
aplicables desde nuestro punto de vista al caso 
boliviano: “Latinoamérica, en general, y la Ar-
gentina, en particular, han hipertrofiado al Poder 
Ejecutivo, a quien se lo puede calificar como un 
César republicano. Las razones de ese desmesura-
do crecimiento son tanto normativas (imputables 
a la Constitución) como sociológicas.”40   

4. La vicepresidencia del Órga-
no Ejecutivo.

Además de la persona que preside el Órgano 
Ejecutivo generalmente se prevé, en los textos 
constitucionales, la figura del Vicepresidente o 
la Vicepresidenta. No existe regla para el diseño 
constitucional que establezca que deba ser una 
vicepresidencia o un catálogo de atribuciones que 
deban asignársele en los textos constitucionales.  
Lo que no varía, en general y en los sistemas 
presidencialistas es que tiene por fin y función 
suceder al Presidente o a la Presidenta del Órga-
no Ejecutivo en casos diversos a la de finalización 
del período constitucional.  Así se lo aprecia, con 
más o menos matices, desde el texto constitucio-

38   Dermizaky Peredo, P. Op. Cit., p. 413.
39   Constitución Política del Estado. Bolivia (2009). Op. Cit.
40   Sagüés, N. P. Op. Cit., p. 540.
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nal boliviano de 1826 hasta el actualmente vi-
gente.41 

Es, en nuestro país, un cargo electivo indirecto 
al formar parte de un binomio en la candidatura 
presidencial al Órgano Ejecutivo; se lo ejerce por 
cinco años, contados desde el momento en el que 
asume el cargo prestando juramento en la Asam-
blea Legislativa Plurinacional y, como como se 
establece expresamente en el artículo 165 del tex-
to constitucional boliviano,42 la vicepresidencia 
forma parte del Órgano Ejecutivo. Si se produce 
una acefalía o vacancia del cargo, no se prevé que 
opere su reemplazo.  

Por otra parte, el 153 del texto constitucional 
prevé que “La Vicepresidenta o el Vicepresiden-
te del Estado presidirá la Asamblea Legislativa 
Plurinacional”.43 Se trata de una figura que des-
de nuestro punto de vista solo logra explicarse 
a partir de la hipertrofia del sistema presiden-
cialista toda vez que dista del fundamento que, 
por ejemplo, expone Sagüés al analizar el caso 
argentino cuyo texto constitucional prevé que el 
Vicepresidente preside la Cámara de Senadores y 
señala: “La Constitución argentina siguió aquí el 
esquema estadounidense: el desempeño del vice-
presidente en el Senado tiene por fin darle algu-
nas tareas, y evitar que en la Cámara alta una 
provincia pudiese perder un voto, si un senador 
de ella fuese electo presidente de tal cuerpo.”44 
Solo en esa condición opera una sucesión. 

El artículo 158, parágrafo II, del texto constitu-
cional señala que “La organización y las funciones 
de la Asamblea Legislativa Plurinacional se regu-
lará por el Reglamento de la Cámara de Diputa-

41   Sobre la biografía de la Vicepresidencia en Bolivia puede 
verse https://www.vicepresidencia.gob.bo/spip.php?page=ex-
positor&id_expositor=12
42   Constitución Política del Estado. Bolivia (2009). Op. Cit.
43   Ídem
44   Sagüés, N. P. Op. Cit., p. 563.

dos”45 dicho reglamento prevé en su artículo 4 que 
la suplencia del Vicepresidente o la Vicepresiden-
ta en el ejercicio de esa presidencia “la ejercerán 
la Presidenta o el Presidente de la Cámara de 
Senadores y la Presidenta o el Presidente de la 
Cámara de Diputados en estricta prelación.”46 

Por eso reafirmamos la hipertrofia del Ejecutivo 
al ser una misma persona la que ejerce el cargo de 
Vicepresidente o Vicepresidenta en éste órgano y 
preside la Asamblea Legislativa Plurinacional; y, 
porque no hay quién suceda a esa persona dentro 
del propio Ejecutivo, pero si en el Legislativo.

5. Sucesión en la presidencia 
del Órgano Ejecutivo al cul-
minar el período. 

Partamos compartiendo las palabras de Nohlen 
al ser aplicables al caso boliviano cuando luego 
de describir el debate en América Latina entre 
mantener el presidencialismo u optar por parla-
mentarismo, señala que: “las razones para man-
tener el presidencialismo radican en la cultura 
política, la tradición, la experiencia histórica y la 
estructura política latinoamericana”.47   

Sumemos a ello que, como tenemos explicado, 
en el sistema presidencialista adquiere relevan-
cia la figura de la persona que asume el cargo 
de Presidente o Presidenta del Órgano Ejecuti-
vo.  También, que Bolivia está próxima a celebrar 
doscientos años de existencia sin que ser humano 
hubiese ocupado aquél cargo por igual tiempo.  
Consecuentemente, partiendo de la premisa de 
que solo puede operar la sucesión presidencial 
cuando existe a quien suceder, puede deducirse 
con sencillez que Bolivia experimentó más de una 
sucesión presidencial.  Más aun cuando se tiene 
en mente que una de las características del siste-

45   Constitución Política del Estado. Bolivia (2009). Op. Cit
46   Cámara de Diputados. Reglamento General de la Cámara 
de Diputados. Disponible en: http://www.diputados.bo/sites/
default/files/reglamentogral.pdf
47   Nohlen, D. Op. Cit.



TJ 11

― Goitia Caballero, Carlos Alberto 

Tribuna Jurídica Revista Científica, Vol.2  Nro.2, agosto 2021, ISSN: 2707 - 4153

1 2 3 4 5  6 7 8

ma presidencialista es que el cargo de Presidente 
o Presidenta del Ejecutivo se lo ejerce por un 
período de tiempo determinado.  

Conviene, en todo caso, diferenciar dos palabras 
que, en el escenario local, suelen emplearse como 
sinónimos: “período” y “mandato”.  El diccionario 
de la Real Academia Española y la Asociación de 
Academias de la Lengua Española prevé diversas 
acepción de “período” de las que, en el marco de 
la materia que ocupar éste trabajo, dos son las 
que rescatamos: “1. m. Tiempo que algo tarda 
en volver al estado o posición que tenía al prin-
cipio.”; y, “2. m. Espacio de tiempo que incluye 
toda la duración de algo”.48 El componente cen-
tral radica, como se puede apreciar, en el tiempo.  
En cambio, el mismo diccionario permite iden-
tificar diversas acepciones de “mandato” de las 
que cabe destacar las siguientes en el marco del 
presente trabajo: “1. m. Orden o precepto que el 
superior da a los súbditos”; “3. m. Encargo o re-
presentación que por la elección se confiere a los 
diputados, concejales, etc.”; “4. m. Período en que 
alguien actúa como mandatario de alto rango”.49 
El componente central radica, por lo tanto, en 
la tarea comprometida o la actuación ordenada, 
no en el tiempo. Tal vez la última acepción de 
esta palabra puede dar lugar confusión, razón por 
la cual, conviene acudir una vez más al mismo 
diccionario a fin de aclarar lo que por “mandata-
rio” encontrando que presenta dos acepciones, la 
primera “m. y f. Persona que ocupa por elección 
un cargo muy relevante en la gobernación y re-
presentación del Estado, y, por ext., quien ocupa 
este cargo sin haber sido elegido”. Precisión que 
nos permite reafirmar que, a diferencia de “pe-
ríodo”, esta palabra no gira en torno al elemento 
temporal.

Sobre esa base se tiene que los Estados que optan 

48   Real Academia Española, (2001), Diccionario de la Lengua 
Española, 23ª ed., [versión 23.4 en línea]. Fecha de consulta 16 
junio 2021. Disponible en: https://dle.rae.es
49   Ídem

por un sistema presidencialista incorporan en sus 
textos constitucionales ese “período” para que, 
concluido, quien ocupa la presidencia el Ejecutivo 
deje el cargo dando lugar a la sucesión, es decir, 
al ingreso de otra persona electa. Excepcional-
mente, en aquellos casos en los que se prevea la 
reelección cuando ésta se concrete, se habilitará 
un nuevo “período” que, de igual forma, cumplido 
que sea dará lugar a la sucesión. Para materia-
lizar ésta operará el sistema democrático que se 
tenga diseñado.  

Esa característica opera como factor determinan-
te en la diferenciación con el sistema parlamen-
tarista en el que no suelen establecerse períodos 
fijos para la presidencia del Ejecutivo toda vez 
que adquiere mayor trascendencia para ocupar 
el cargo de Jefe de Estado o Jefe de Gobierno 
la configuración de las fuerzas parlamentarias así 
como de la confianza política que exista entre 
Legislativo y Ejecutivo.  También se constituye 
en elemento diferenciador de las monarquías en 
las que no existe un período para quien es rey o 
reina.

El “período” y la sucesión ligada a ésta es una ga-
rantía para que el Estado cumpla con su función 
ontológica de promover y proteger la libertad y la 
dignidad del ser humano al grado de no ser extra-
ño que se incluyan en los textos constitucionales 
previsiones específicas para evitar la presencia 
de “regímenes pervertidos”, es decir, aquello que 
accediendo democrática y constitucionalmente al 
ejercicio de poder público pervierten el sistema 
llevando a cabo reformas en el texto constitucio-
nal para prolongar su permanencia en el cargo.  
Son, además, cláusulas constitucionales que pro-
curan la defensa del propio texto constitucional.  
En el constitucionalismo boliviano y salvando las 
diferencias, encontramos dos llamativas excepcio-
nes a esa natural sucesión por el transcurso del 
tiempo. La primera es la explicada por el carác-
ter vitalicio que se establecía en el texto consti-
tucional de 1826 que tenemos ya expuesto y, la 
segunda, gestada por el Tribunal Constitucional 
Plurinacional al disfrazar de control de conven-
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cionalidad la supuesta calidad de Derecho Huma-
no la reelección indefinida.50 Y por supuesto que 
existieron diversos gobiernos pervertidos.  

Es importante, en ese contexto, precisar desde 
cuando se ejerce el cargo de Presidente o Presi-
denta del Órgano Ejecutivo. No basta con obte-
ner un resultado favorable en las elecciones por-
que el texto constitucional vigente establece en el 
artículo 161 que la Asamblea Legislativa Plurina-
cional debe tomar juramento de posesión a quien 
ganó la elección: “Las Cámaras se reunirán en 
Asamblea Legislativa Plurinacional para ejercer 
las siguientes funciones, además de las señaladas 
en la Constitución: (…) 2. Recibir el juramento 
de la Presidenta o del Presidente del Estado, y 
de la Vicepresidenta o del Vicepresidente del Es-
tado”.51 Es un acto posterior a la proclamación 
de los resultados electorales, que lleva a cabo el 
Órgano Electoral, que permite identificar a quien 
puede acceder a los cargos electivos.52  

Por lo tanto, entre la proclamación de los resul-
tados electorales y ese juramento existe un tiem-
po en el que pueden presentarse un sinnúmero 
de supuestos que impidan que se acceda al cargo 
de Presidente o Presidenta del Órgano Ejecuti-
vo.  Sobre el tema, por ejemplo, Sagüés analiza 
la constitución argentina en un sentido aplicable 
al caso boliviano y sostiene: “Coincidimos con 
Bidart Campos cuando apunta que el juramento 
aparece así como una condición de validez para 
desempeñar el cargo, y que un individuo no jura-

50   Ver Sentencia Constitucional Plurinacional 0084/2017, de 
28 de noviembre de 2017; Sala Plena; Magistrado Relator: Dr. 
Macario Lahor Cortez Chávez.
51   Constitución Política del Estado. Bolivia (2009). Op. Cit.
52   Cabe advertir que en el texto constitucional boliviano 
vigente hasta el 7 de febrero de 2009, se establecía que en el 
artículo 91 que “La proclamación de Presidente y Vicepresi-
dente de la República se hará mediante Ley”.  En el texto 
constitucional vigente de esa fecha, la Asamblea Legislativa 
Plurinacional no tiene ya esa atribución al habérsela asignado, 
correctamente, al Órgano Electoral, estableciendo en su artí-
culo 208, parágrafo II, que “El Tribunal Supremo Electoral es 
el responsable de organizar, administrar y ejecutar los procesos 
electorales y proclamar sus resultados”.

mentado será formalmente de facto.”53 El mismo 
profesor advierte que en el caso de operarse una 
sucesión constitucional con posterioridad no es 
exigible esa juramentación.54   

El texto constitucional boliviano vigente guarda 
silencio sobre las alternativas de solución para 
esa situación extrema. Pero se la puede identi-
ficar a partir de la premisa que expone Sagüés 
cuando señala: “El desempeño del Poder Ejecu-
tivo debe ser constante, y ello, más que regla 
del derecho constitucional, lo es del derecho de 
necesidad.”55 En ese sentido, sostenemos que en el 
supuesto de muerte, desistimiento de prestar ju-
ramento o impedimento definitivo de quien ganó 
la elección será la persona electa, conforme a los 
resultados electorales proclamados por el Órgano 
Electoral, como Vicepresidente o Vicepresidenta 
del Órgano Ejecutivo quien deberá jurar y asu-
mir la presidencia. Para ello se la eligió.56 Pero 
¿qué cómo proceder si la persona electa como 
Vicepresidente o Vicepresidenta también fallece, 
desiste, enferma gravemente o se ve impedida le-
galmente para jurar a la presidencia? La alter-
nativa de solución tampoco se la encuentra en 
el texto constitucional. Desde nuestro punto lo 
que cabe es convocar a una nueva elección lo que 
supone la prórroga del mandato del Presidente o 
la Presidenta saliente.57 En tanto cargo electivo 

53   Sagüés, N. P. Op. Cit., p. 553.
54   Ídem.
55   Ídem, p. 564.
56   El artículo 93 del texto constitucional de 2004 señalaba en 
el parágrafo I de su artículo 93 que: “En caso de impedimento 
o ausencia temporal del Presidente de la República, antes o 
después de su proclamación, lo reemplazará el Vicepresidente 
y, a falta de éste y en forma sucesiva, el Presidente del Senado, 
el de la Cámara de Diputados o el de la Corte Suprema de 
Justicia”.  En el parágrafo II preveía que “El Vicepresidente 
asumirá la Presidencia si ésta quedare vacante antes o después 
de la proclamación del Presidente Electo, y la ejercerá hasta 
la finalización del período constitucional”.
57   Cabe destacar que como lo precisó el Tribunal Constitu-
cional Plurinacional, “no es desconocida la figura excepcional 
de prórroga del mandato de autoridades constitucionalmente 
electas”, y, que delimitando esta figura que no está expresa-
mente prevista en el texto constitucional boliviano, fruto de su 
labor interpretativa, la delimitó a través de cuatro subreglas 
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será el Órgano Electoral quien deba fijar la fecha 
para esas nuevas elecciones procurando sea en 
el menor tiempo posible.  Cualquier artimaña o 
triquiñuela para prorrogar el ejercicio del poder 
público en una situación diversa implicaría estar 
ante un gobierno de facto.  

En el supuesto de que el impedimento sea tempo-
ral, por el mismo fundamento expuesto, a quien 
se eligió para la vicepresidente deberá prestarlo y 
asumir así el cargo de Presidente o Presidenta in-
terinamente, es decir, hasta que desaparezca di-
cho impedimento.  Consideramos razonable que 
si el impedimento se prolonga por más de noven-
ta días lo que corresponderá es convocar a nuevas 
elecciones.  Si el impedimento es temporal tan-
to en el presidente o presidenta electa como en 
el vicepresidente o vicepresidenta electa, resulta 
coherente prolongar el período de la Presidenta 
o del Presidente saliente hasta que se supere esa 
dificultad.  No hay cabida, desde nuestro punto 
de vista, para ante este supuesto, sea otra perso-
na quien asuma el cargo o que se deje sin efecto 
la elección llevada a cabo.

Por otra parte cabe destacar que inconstitucio-
nalmente, mediante Ley, se proclama a una u 
otra persona electa como Presidente o Presiden-
ta y Vicepresidente o Vicepresidenta del Órgano 
Ejecutivo. Quien proclama los resultados electo-
rales es el Órgano Electoral,58 correspondiendo al 

de validez: “cuyo cumplimiento es inexcusable y concurrente: 
1. Su origen excepcional. 2. La limitación en su tiempo de du-
ración. 3. Su justificación razonable, de manera que no respon-
da a un carácter discrecional o arbitrario, sino que se encuen-
tre comprendida por una situación que conlleve una fractura 
del orden constitucional y/o suponga inminencia de vacío de 
poder. 4. Únicamente debe perseguir alcanzar el fin –objeto– 
constitucional del normal funcionamiento de los Órganos del 
Poder Público, para la concreción de los principios fundantes, 
valores y fines estatales, y la protección de los derechos funda-
mentales.” Tribunal Constitucional Plurinacional. Declaración 
Constitucional Plurinacional 0001/2020, 15 de enero de 2020.  
Sala Plena. Magistrado Relator: MSc. Carlos Alberto Calde-
rón Medrano.
58   Cfr. Artículos 12, 166.I y 208.II de la Constitución Polí-
tica del Estado. Bolivia (2009). Op. Cit. A manera de ejemplo 
de estas peculiares e inconstitucionales leyes pueden revisarse 
la Ley Nº 1, de 20 de enero de 2010, disponible en https://

Legislativo, únicamente, tomar juramento.  Pero 
frente a ese patético escenario cabe sumar el su-
puesto de que el Legislativo no sancione esa Ley.  
En este caso, teniendo en cuanta lo manifestado, 
ésta se torna innecesaria.  La sucesión opera ipso 
facto desde el primer minuto del día siguiente al 
de cumplimiento del período del Presidente o la 
Presidenta del Órgano Ejecutivo saliente.

Siempre existe, además, el peligro de que el Le-
gislativo no lleve a cabo la toma de juramento 
de quienes ganaron la elección a la presidencia y 
a la vicepresidencia del Ejecutivo. Supuesto que 
nos lleva a identificar como alternativa de solu-
ción, una vez y en estricto apego a los conteni-
dos normativos constitucionales que se asumirá 
la Presidencia ipso facto el primer minuto del 
día siguiente al de cumplimiento del período del 
Presidente o la Presidenta del Órgano Ejecutivo 
saliente.

6. La sucesión constitucional 
del Presidente o la Presiden-
ta del Órgano Ejecutivo por 
vacancia.

 Acudiendo a las palabras de Ossorio tenemos 
que “Vacante” es “Puesto, cargo, empleo libre 
y sin proveer por muerte, renuncia, jubilación, 
despido, cesantía u otra causa relativa a su an-
tiguo titular”.59 Comprende, por tanto, diversos 
supuestos que, en definitiva, se traducen en un 
cargo que no está ocupado por su titular produc-
to de una decisión personal o consecuencia de un 
hecho.  Nos corresponde avocarnos a la vacancia 
en la presidencia del Órgano Ejecutivo.

www.lexivox.org/norms/BO-L-N1.html y la Ley Nº  1348, de 
25 de noviembre de 2020, de “Proclamación del Presidente y 
Vicepresidente del Estado Plurinacional de Bolivia (2020), 26 
de noviembre de 2020), disponible en: https://www.lexivox.
org/norms/BO-L-N1348.xhtml
59   Ossorio, M. (2004). Diccionario de Ciencias Jurídicas Po-
líticas y Sociales. Editorial Heliasta, 26ª edición.  Argentina, 
p. 1007.
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El supuesto más llamativo es el de muerte de la 
persona que ocupa ese cargo. Al final, siempre 
se tratará de un ser mortal, no de un ángel. Ge-
neralmente los textos constitucionales prevén la 
sucesión constitucional ante el acaecimiento de 
ésta60 lo que no supone uniformidad en quién lo 
asumirá o como operará.  Cada sociedad cons-
tituida, al constituir el Estado y dotarse de un 
texto constitucional, optará por la dinámica que 
considere o estime conveniente. Lo fundamental 
es la preservación del Estado constituido porque 
sin éste, se entiende, esa sociedad corre el riesgo 
de desaparecer.

El texto constitucional boliviano prevé en su ar-
tículo 170 que la muerte como causa para que 
cese el mandato de la Presidenta o el Presiden-
te del Ejecutivo.61 Activa, además, la sucesión.  
Pero ¿Quién? ¿Cómo? El texto constitucional no 
es lo suficientemente claro porque por analogía 
se termina acudiendo a lo previsto en el artícu-
lo 169 del mismo texto cuyo parágrafo I señala: 
“En caso de impedimento o ausencia definitiva 
de la Presidenta o del Presidente del Estado, será 
reemplazada o reemplazado en el cargo por la 
Vicepresidenta o el Vicepresidente y, a falta de 
ésta o éste, por la Presidenta o el Presidente del 
Senado, y a falta de ésta o éste por la Presidente 
o el Presidente de la Cámara de Diputados. En 
este último caso, se convocarán nuevas elecciones 
en el plazo máximo de noventa días.”62 Esa apli-
cación analógica supone, con lo riesgo que es, asi-
milar muerte o cesación a impedimento temporal 
o ausencia definitiva.

En ese sentido se aprecia lo que se denomina una 
cadena de sucesión que no está vinculada a for-
malidad alguna.  Así lo estableció, con meridiana 
claridad y total acierto el Tribunal Constitucio-

60   Pueden verse las diversas previsiones constitucionales en 
distintos textos constitucionales en el Estudio Constitucional 
Comparado desarrollado por la Universidad de Georgetown 
disponible en: https://pdba.georgetown.edu/Comp/Ejecuti-
vo/Presidencia/suplencia.html
61   Constitución Política del Estado. Bolivia (2009). Op. Cit.
62   Ídem

nal a través de la Declaración Constitucional Nº 
003/01 de 31 de julio, cuando precisó que la pro-
clamación de quien sucedía en el cargo operaba 
ipso facto: 

Consiguientemente, lo establecido en el art. 91 
[n. a.: refiriéndose a la proclamación de presiden-
te por parte del Legislativo] no es aplicable en el 
caso concreto consultado, dado que aquí se está 
frente a una sucesión presidencial, originada por 
la vacancia de la Presidencia de la República, 
ocasionada por la renuncia del Jefe de Estado y 
no a un acto de proclamación, no requiriéndose 
de Ley ni de Resolución Congresal para que el 
Vicepresidente asuma la Presidencia de la Re-
pública; si no que conforme al texto y sentido 
de la Constitución, el Vicepresidente asume ipso 
facto la Presidencia de la República hasta la fi-
nalización del período constitucional, cualquier 
entendimiento distinto podría atentar contra la 
inmediatez en la sucesión presidencial, prevista 
en el orden constitucional.63

No cabe, por lo tanto, ley, juramento u otra for-
malidad para asumir el cargo sino ejércelo. La 
sucesión operara ipso facto, tal como lo precisó el 
órgano de control constitucional y máximo intér-
prete de la Constitución. 

No hay cabida para acefalía ni vacío de poder en 
un Estado constitucional. 

En ese marco quien sucede al falleció es, en pri-
mer lugar, el Vicepresidente o la Vicepresidenta 
del Órgano Ejecutivo.  Dicha sucesión, por cier-
to, no conlleva el inicio de un nuevo período pre-
sidencial ni la ampliación o variación del manda-
to presidencial porque es parte del supuesto que 
fundamenta la existencia de la Vicepresidencia 
del Ejecutivo.

Pero puede darse el caso de que vacancia fruto 
de que el Vicepresidente o la Vicepresidenta, con 
anterior a la sucesión hubiese fallecido, renuncia-

63   Tribunal Constitucional. Declaración Constitucional Nº 
003/01, de 31 de julio de 2001. Magistrado Relator: Dr. Will-
mann Ruperto Durán Ribera.
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do, esté impedida definitivamente para ejercer el 
cargo, etc. Como señalamos, en tanto ente que in-
tegra el Ejecutivo, no hay persona que suceda al 
Vicepresidente o a la Vicepresidenta en ese cargo. 
Por lo tanto esa vacancia derivará en que asuma 
el cargo de Presidente o Presidenta del Ejecutivo 
la persona que ocupa la Presidencia de la Cámara 
de Senadores y, en caso de vacancia también éste 
cargo, quien presida la Cámara de Diputados.  

Hay dos aspectos que cabe destacar. El primero 
es la presencia de una figura que atenúa el siste-
ma presidencialista toda vez que la integración 
del Órgano Ejecutivo se lleva a cabo desde el Le-
gislativo. En contrapartida, la persona que asume 
la Presidencia del Ejecutivo pierde, ipso facto, 
su calidad de parlamentario o parlamentaria. El 
segundo es que por extraño que parezca, el pue-
blo no solo elige a quien se desempeñará como 
integrante del Legislativo, ya sea en la Cámara 
de Senadores o de Diputados, sino que lo hace 
asumiendo la potencialidad de que aquella puede 
terminar ejerciendo el cargo de Presidente o de 
Presidenta del Órgano Ejecutivo.

Adicionalmente, como lo experimentamos en no-
viembre de 2019 en Bolivia, las vacancias pue-
den llegar a situaciones límite y comprometer la 
propia existencia del Estado. La vacancia en la 
Presidencia y Vicepresidencia del Ejecutivo pue-
den verse acompañadas de la existente en las de 
Senadores y Diputados, emergiendo la duda so-
bre quién, al final, accederá a la Presidencia del 
Ejecutivo. Téngase en cuenta que las vacancias 
no están sujetas a formalidades. Se ejerce o no 
el cargo. Si no se lo hace hay vacancia, tal como 
aconteció en noviembre de 2019, por ejemplo.

En este escenario debe tenerse en cuenta que a 
diferencia de lo que acontece en el Ejecutivo, el 
Legislativo es un Órgano colegiado que cuenta 
con un diseño de gobierno específico. El artículo 
158, parágrafo II del texto constitucional esta-
blece que “La organización y las funciones de la 
Asamblea Legislativa Plurinacional se regulará 
por el Reglamento de la Cámara de Diputados.”; 

el artículo 159 que “Son atribuciones de la Cáma-
ra de Diputados, además de las que determina 
esta Constitución y la ley: 1. Elaborar y apro-
bar su Reglamento.”; y, que el artículo 160 seña-
la “Son atribuciones de la Cámara de Senadores, 
además de las que determina esta Constitución y 
la ley: 1. Elaborar y aprobar su Reglamento.” 64

Como se puede apreciar, la Asamblea Legislativa 
Plurinacional y, como parte de éstas, sus dos Cá-
maras, definen autónomamente cómo se organiza 
el gobierno del Órgano Legislativo, es decir, sin 
intervención de los otros órganos de poder públi-
co del Estado. En los reglamentos de debates de 
las Cámaras de Diputados y de Senadores vigen-
tes en Bolivia se establecen, además, mecanismos 
de sucesión en su estructura de gobierno. Prime-
ro tenemos, como señalamos anteriormente, que 
el artículo 4 del Reglamento de Debates de la 
Cámara de Diputados, es el que se emplea tam-
bién para la Asamblea Legislativa Plurinacional 
y establece como dinámica de sucesión lo siguien-
te:“La suplencia a la Presidenta o al Presidente 
de la Asamblea Legislativa, la ejercerán la Presi-
denta o el Presidente de la Cámara de Senadores 
y la Presidenta o el Presidente de la Cámara de 
Diputados en estricta prelación.”  65Luego, que 
el mismo Reglamento estructura su gobierno en 
el artículo 31 asignando al pleno de la Cámara, 
es decir, los ciento treinta diputados y diputa-
das, la condición de “nivel superior de decisión” 
tal como se lo señala en el artículo 32 y que, en 
el artículo 33, su Directiva se integrar por “una 
Presidenta o un Presidente, dos Vicepresidentas 
o dos Vicepresidentes y cuatro Secretarias o cua-
tro Secretarios.”  En ese marco, el artículo 37 
precisa las atribuciones de la Primera Vicepresi-
dencia destacando, en el marco del análisis que 
desarrollamos: “a) Reemplazar a la Presidenta o 

64   Constitución Política del Estado. Bolivia (2009). Op. Cit.
65   Cámara de Diputados. Reglamento General de la Cámara 
de Diputados. Disponible en: http://www.diputados.bo/sites/
default/files/reglamentogral.pdf
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Presidente de la Cámara de Diputados, en caso 
de ausencia o impedimento”; y, como atribución 
de la Segunda Vicepresidencia la prevista en el 
artículo 38 que señala que “Son atribuciones de 
la Segunda Vicepresidencia, además de las que 
corresponden a la Presidenta (e) o a la Primera 
Vicepresidenta o Primer Vicepresidente, cuando 
ambos se hallen ausentes por cualquier impedi-
mento: (…)”. Como se aprecia, en el gobierno de 
la Cámara de Diputados, se prevé una dinámica 
de sucesión que aporta a clarificar quién llegaría 
a asumir la presidencia el Órgano Ejecutivo en la 
situación extrema de vacancias que planteamos.66 

Lo propio acontece en el caso de la Cámara de 
Senadores. Su Reglamento de Debates reconoce 
en el artículo 34 que “El Pleno Camaral consti-
tuye el nivel máximo de decisión y deliberación”; 
en el artículo 35, parágrafo I, que “La Directiva 
Camaral está conformada por una Presidente o 
un Presidente, dos Vicepresidentas o dos Vice-
presidentes y tres Secretarías o Secretarios”. Lo 
peculiar en este Reglamento es que la Primera 
Vicepresidencia, tal como lo señala el artículo 41, 
tiene diversas atribuciones siendo la primera “a) 
reemplazar a la Presidenta o Presidente de la Cá-
mara en caso de ausencia o impedimento tempo-
ral”.  En el inciso a) del artículo 41, al detallar las 
atribuciones de la Segunda Presidencia, se preci-
sa que corresponde a la Segunda Vicepresidencia 
“Reemplazar a la Presidenta o Presidente y a la 
Primera Vicepresidencia o Primer Vicepresiden-
te, cuando ambos se hallen ausentes por cual-
quier impedimento”.67 Ambos reglamentos, como 
se aprecia, presentan una redacción idéntica a la 
presente en el Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados. En ambos, las secretarías no reemplazan a 
las presidencias.

Por lo tanto, sea cual fuere la razón para la va-
cancia en la Presidencia de la Cámara de Sena-

66   Íidem
67   Cámara de Senadores. Reglamento General de la Cáma-
ra de Senadores. Disponible en: https://web.senado.gob.bo/
file/33527/download?token=MvllKwVp

dores corresponderá que asuma la Presidencia del 
Ejecutivo, en el supuesto que analizamos, quien 
ocupe la Presidencia de Diputados. Si ésta estu-
viere vacante, le corresponderá a quien tenga el 
cargo de Primer Vicepresidente o primera Vice-
presidenta del Senado.  Y si ésta estuviera vacan-
te, a quien ocupa la primera Vicepresidencia de 
Diputados. Y si ésta estuviera vacante, a quien 
tenga esté en ejercicio de la segunda Vicepresi-
dencia del Senado. Y si ésta estuviere vacante, 
a quien ocupe la segunda Vicepresidencia de Di-
putados.

Pero el ejercicio no agota ahí. Imaginemos que 
cae una bomba en el hemiciclo en el que sesiona 
la Asamblea Legislativa Plurinacional en un acto 
que cuente con la presencia del Presidente o Pre-
sidenta del Ejecutivo y del Vicepresidente o la 
Vicepresidenta del mismo Órgano y solo algunas 
personas, que son parlamentarios o parlamenta-
rias sobreviven. Pues la solución, para determi-
nar quién asumirá la presidencia del Ejecutivo 
no se resolverá sino por un cause jurídico. Lo 
tendrá que hacer quien tenga más tiempo como 
parlamentario o parlamentaria e incluso, si ello 
no es suficiente o posible de determinar, quien 
tenga más edad. ¿Es un supuesto ajeno a toda 
posibilidad? Pues cambiemos la bomba por un 
terremoto, un derrumbe u otro fenómeno de la 
naturaleza devastador como los que suelen pre-
sentarse en nuestro planeta con más frecuencia 
de la que imaginamos. En cualquiera de éstos su-
puestos, esa sucesión, operaró ipso facto. A nadie 
se le ocurriría cursar invitaciones, preparar actos 
protocolares o planificar reuniones para alcanzar 
niveles de acuerdo o pacto sobre quién debe ac-
ceder, en la sucesión, a la Presidencia del Órgano 
Ejecutivo.  

En ese sentido, el Tribunal Constitucional Pluri-
nacional ha sostenido que:

es evidente que el Estado, principalmente por in-
termedio de los Órganos del Poder Público, tiene 
la obligación de garantizar y resguardar los dere-
chos y libertades constitucionales, su libre, pleno 
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y efectivo ejercicio ciudadano; fines esenciales 
que sólo pueden ser efectivizados y plasmados 
mediante el ejercicio de sus funciones y a través 
de un funcionamiento normal y no disfuncional 
del Estado y de todos sus Órganos de Poder Pú-
blico.68 

A ello sumó, en torno al contenido del artículo 
169, parágrafo I, del texto constitucional, que:

el art. 169 de la CPE, pone en evidencia que el 
constituyente ha establecido un mecanismo des-
tinado a garantizar que independientemente de 
las circunstancias que se presenten, existirá una 
figura presidencial. Así, es innegable que el cons-
tituyente aseguró la existencia de la máxima au-
toridad del Órgano Ejecutivo como de los demás 
Órganos del Poder Público.69

En ese marco los parlamentarios y las parlamen-
tarias deben asumir que al elegir a las personas 
que integrarán su Directiva Camaral, lo hacen 
conscientes de que podrán llegar a suplir, ipso 
facto, a quien preside el Órgano Ejecutivo.  

Avanzando en nuestro análisis, la vacancia en la 
presidencia del Órgano Ejecutivo no se da solo 
por la muerte de quien ocupa el cargo.  Los otros 
supuestos que prevé el texto constitucional boli-
viano en el citado artículo 170 la “renuncia pre-
sentada ante la Asamblea Legislativa Plurinacio-
nal; por ausencia o impedimento definitivo; por 
sentencia condenatoria ejecutoriada en materia 
penal; (…)”.70    

Al respecto resulta aplicable a éstos lo que tene-
mos expuesto.  Solo cabe hacer un par de pun-
tualizaciones.  La primera es que la renuncia a la 
que se refiere el citado artículo no está sujeta a 
su aceptación o rechazo por la Asamblea Legis-

68   Tribunal Constitucional Plurinacional. Declaración Cons-
titucional Plurinacional 0001/2020, 15 de enero de 2020.  Sala 
Plena. Magistrado Relator: MSc. Carlos Alberto Calderón 
Medrano.
69   Íbid.
70   Constitución Política del Estado. Bolivia (2009). Op. Cit.

lativa Plurinacional.  Si la renuncia está acompa-
ñada por el abandono objetivo del cargo (v. gr.: 
abandonar el país acogiéndose al asilo) se produ-
ce una vacancia.  Está es, como tenemos expues-
to, inadmisible y da lugar a la sucesión ipso facto.  
El mismo razonamiento es aplicable para aquellos 
supuestos en los que, incluso, no se presenta for-
malmente carta o documento equivalente de re-
nuncia e incluso cuando ni siquiera se la presenta 
físicamente sino que se produce de hecho.

Es diferente el supuesto de revocatoria del man-
dato toda vea que cuenta con un desarrolla nor-
mativo específico en el artículo 171 señalando que 
en caso de concretarse “la Presidenta o el Presi-
dente del Estado cesará de inmediato en sus fun-
ciones, debiendo asumir la Presidencia la persona 
que ejerza la Vicepresidencia, quien convocará de 
forma inmediata a elecciones a la Presidencia del 
Estado a realizarse en el plazo máximo de noven-
ta días.”71 

Parece ser un escenario que no presenta dificultad 
alguna.  Revocado el mandato opera la sucesión.  
Pero cabe, en todo caso, preguntarse sobre el su-
puesto en el que se encuentre vacante la Vicepre-
sidencia ya que, nuevamente, producida ésta no 
opera sucesión alguna para éste cargo dentro del 
propio Órgano Ejecutivo y no cabe que sea asu-
mida por quienes integran el Órgano Legislativo.  
Por ello, desde nuestro punto de vista, debe ser 
el Órgano Electoral por la función esencial que 
tiene constitucionalmente asignada quien deba 
convocar a elecciones en el mismo plazo, es decir, 
noventa días, y mantenerse en ejercicio del cargo 
de Presidente o Presidenta a aquella persona a la 
que se le revocó el mandato hasta que se concrete 
la sucesión en los términos que tenemos expues-
tos.

71   Constitución Política del Estado. Bolivia (2009). Op. Cit.
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7. La sucesión constitucional del Presidente o la Presidenta del Ór-
gano Ejecutivo por ausencia temporal.

Suelen establecerse, en los textos constituciona-
les, limitaciones para la ausencia temporal del 
territorio nacional de quien ejerce la Presidencia 
del Órgano Ejecutivo o, en sentido inverso, el de-
ber de obtener autorización del Legislativo para 
ausentarse de aquél mientras se ejerce el cargo.72 
No es un escenario de vacancia equiparable a los 
supuestos que analizamos en el acápite preceden-
te, pero da lugar a que opere una sucesión cons-
titucional temporal que no impide, en todo caso, 
que ante determinados supuestos, pueda termi-
nar en ser considera definitiva.  

Para comprender la trascendencia de ésta su-
cesión tomemos como ejemplo lo previsto en el 
texto constitucional de 1826 de la emergente Re-
pública de Bolivia que establecía en su artículo 
84 que: “Son restricciones del Presidente de la 
República: 5ª) No podrá ausentarse del territorio 
de la República sin permiso del Cuerpo Legislati-
vo”; o, en el texto constitucional de 1831 que mo-
dificó la redacción de esa restricción establecien-
do que la persona que presidía el Ejecutivo “No 
podrá ausentarse del territorio de la República 
y de la capital, sin permiso del Cuerpo Legis-
lativo, durante el periodo de su administración, 
ni un año después”;73 o, lo previsto en el texto 
constitucional vigente desde 2009 cuyo artículo 
173 señala que “La Presidenta o el Presidente del 
Estado podrá ausentarse del territorio boliviano 
por misión oficial, sin autorización de la Asam-
blea Legislativa Plurinacional, hasta un máximo 
de diez días.”74 

Esa ausencia temporal no implica que la persona 
que ocupa el cargo deje de ser Presidente o Pre-

72   Pueden apreciarse diversos ejemplo sobre ese tipo de 
previsiones en el en el Estudio Constitucional Comparado de-
sarrollado por la Universidad de Georgetown, disponible en: 
https://pdba.georgetown.edu/Comp/Ejecutivo/Presidencia/
permiso.html
73   Galindo de Ugarte, M. Op. Cit. P. 296.
74   Constitución Política del Estado. Bolivia (2009). Op. Cit.

sidenta, salvo el supuesto de ausentarse por un 
tiempo mayor al establecido sin la autorización 
del Legislativo porque ello implicaría la genera-
ción de una vacancia por ausencia que activa la 
sucesión definitiva al subsumirse en lo previsto 
en el parágrafo I del ya citado artículo 169 del 
texto constitucional.

Entonces, en el caso de una ausencia temporal 
alguien debe asumir interinamente la Presidencia 
por el tiempo que dure aquella, reiteramos, siem-
pre que sea temporal y se adecue a la exigencia 
constitucional correspondiente.

Lo lógico hubiese sido que para esta sucesión se 
cuente con una amplia gama de opciones. Sin 
embargo, el parágrafo II del artículo 169 señala 
que “En caso de ausencia temporal, asumirá la 
Presidencia del Estado quien ejerza la Vicepre-
sidencia, por un período que no podrá exceder 
los noventa días”.75 Ello plantea, como dificultad, 
que ante los supuestos de vacancia en la Vice-
presidencia, sea temporal o definitiva, no pueda 
activarse sucesión alguna. Téngase en cuenta que 
se trata de una cláusula cuyo contenido es, diga-
mos, cerrado. Una interpretación restrictiva da-
ría lugar a sostener que frente a ese supuesto, lo 
que correspondería es que si una persona diversa 
al Vicepresidente o Vicepresidenta asume el car-
go, se tenga un gobierno de facto. Sin embargo, 
como tenemos expuesto, nuevamente cabría dar 
aplicación analógica a la cadena de sucesión que 
presenta el parágrafo I del mismo artículo 169 
cuyo contenido detallamos anteriormente. Ello, 
porque no cabe, una vez más, vacío de poder en 
el Estado dado que ello compromete la propia 
existencia de éste.

Si corresponde advertir, que esa sucesión no está 
sujeta a desarrollar formalidad alguna de tal for-
ma que opera ipso facto siendo aplicable, una vez 

75   Ídem
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más, lo que tenemos expuesto en el acápite prece-
dente.  Se estila, sin embargo, que se lleve a cargo 
un acto formal en el que quien se ausenta entrega 
a quien lo sucederá temporalmente el bastón de 
mando.  Pero es una formalidad no esencial; tam-
poco se requerirá juramento alguno ni recompo-
sición de directivas camarales, de ser el caso, en 
el Senado o en Diputados por el fundamento que 
destacamos oportunamente.

Existen, además del viaje, otras causas que dan 
lugar a la ausencia temporal de quien ocupa el 
cargo de Presidente del Ejecutivo sin los niveles 
de precisión que serían convenientes las conse-
cuencias jurídico-políticas que se desprenden de 
lo que es o no un impedimento o ausencia tem-
poral y no definitiva. Téngase en mente que “una 
Constitución debe establecer regulaciones claras 
y transparentes, pues de presentarse [refiriéndose 
a supuestos de sucesión constitucional] se debe 
facilitar la superación de inseguridades políticas 
y de todos los inconvenientes que con ellas se ac-
cionan, para la estabilidad democrática y la ´go-
bernabilidad´ de un país.”76 

Corresponderá, por ello, diferenciar si la inhabi-
lidad, la enfermedad, la incapacidad e incluso la 
ineptitud77 son temporales o definitivas. Si es el 
segundo caso, corresponderá aplicar lo que tene-
mos explicado en los dos acápites precedentes.  
Solo precisemos que si la condición es definitiva, 
es el Órgano Legislativo al único que, en definiti-
va, puede así determinarlo. Lo propio ante esce-
narios de incertidumbre en lo temporal.

Pero si la inhabilidad o ausencia es temporal 
como las derivadas de enfermedades no motivará 
sino una sucesión temporal como señala Sagüés, 
para que la enfermedad sea impeditiva para pro-
seguir en el cargo “se debe tratar de una enferme-
dad de gravedad tal que impida el desempeño de 
las funciones presidenciales. Esta alteración de la 
salud puede ser física o mental, (…) El problema, 

76   Rivera S., J. A.; Jost, S.; Molina Rivero, G; y, Cajías, H. 
Op. Cit., p. 249.
77   Cfr. Sagüés, N. P. Op. Cit., p. 566.

aquí, es quién determina si el presidente está en-
fermo y, además, la intensidad de su dolencia”.78 
Desde nuestro punto de vista, ello lo determina 
el Legislativo. 

8. Conclusiones.
La sucesión de la Presidenta o del Presidente del 
Órgano Ejecutivo es, conforme al diseño normati-
vo constitucional boliviano, de capital importan-
cia para la existencia del Estado al haber adop-
tado un sistema presidencialista, hipertrofiado 
como hemos sostenido. Al final, lo que está en 
juego es la libertad y la dignidad de todos los 
hombres y todas las mujeres que, al final, hacen 
y dan razón a la existencia de Bolivia.

Esa sucesión, en un estricto apego democrático 
opera, en un escenario de normalidad, al finali-
zar el período que constitucionalmente se tiene 
establecido, realzándose el acto con juramentos 
solemnes próximos a escenarios de fiesta. Cabe 
festejar la paz y tranquilidad. Pero frente a cual-
quier supuesto que procura impedir esa normal 
sucesión, ésta operará ipso iure al así preverlo el 
texto constitucional boliviano.

Lo propio acontece ante la vacancia de ese cargo 
independientemente de los supuestos que puedan 
llegar a presentarse. El texto constitucional con-
templa algunos supuestos, pero no todos. Esa su-
cesión operará ipsoo iure en casos extremos. Así 
se lo evidencia por el rol descollante de la figura 
del Presidente o de la Presidenta del Órgano Eje-
cutivo.

Quienes están llamados a asumir el cargo no re-
quieren invitación, ofrecimiento u otro tipo de 
formalidad. O lo hacen o generan vacancia y con 
ello habilitan a quien se encuentre en la línea de 
sucesión. Al asumir el cargo primigenio de Vice-
presidente o Vicepresidenta del Órgano Ejecutivo 
así como de Presidente o Presidenta, Vicepresi-
denta o Vicepresidente, primera o segunda, de la 

78   Ídem, p. 564.
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Cámara de Senadores o de la Cámara de Dipu-
tados, implica también hacerlo con la madurez y 
conciencia de que puede darse el caso de que se 
tenga el deber de asumir la Presidencia del Ór-
gano Ejecutivo.

Por lo tanto, pese a las imperfecciones que pueden 
esgrimirse sobre lo previsto en el texto constitu-
cional boliviano, resulta ser suficiente para evitar 
llevar al Estado a situaciones extremas que com-
prometan su propia existencia ante la vacancia en 
los espacios de poder público. Así también lo ha 
dejado establecido el órgano de control constitu-
cional boliviano.
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Resumen:
En el debate sobre la fundamentalidad de 
los derechos constitucionales, se ha teoriza-
do por algunos el carácter no fundamental 
de los derechos sociales. Esta categorización, 
que según la doctrina se realiza a partir de 
la revisión de los textos constitucionales que 
especifican qué derechos son fundamenta-
les, es una conclusión incompleta porque no 
consulta el estatuto conceptual apropiado de 
los derechos fundamentales fijado por los tri-
bunales constitucionales. Por ejemplo, tanto 
para el Tribunal Constitucional Plurinacional 
boliviano como para la Corte Constitucional 
colombiana, todos los derechos consagrados 
en la Constitución, incluyendo los derechos 
sociales, sin que interese su ubicación o cla-
sificación en el texto constitucional, son de-
rechos fundamentales de igual jerarquía y de 
tutela judicial directa. El presente artículo, 
mediante un método exploratorio, deductivo 
y comparativo, pretende describir, de forma 
sucinta, la vigente posición jurisprudencial, 
en Bolivia y en Colombia, de la fundamenta-
lidad de los derechos, en especial los sociales.
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Abstract
In the debate on the fundamentality of cons-
titutional rights, some have theorized about 
the non-fundamental nature of social rights. 
This categorization, made on the basis of a 
review of the constitutional texts that spe-
cify which rights are fundamental, is an in-
complete conclusion. Indeed, it does not 
consult the appropriate conceptual status of 
fundamental rights set by the constitutional 
courts. For example, for both the Bolivian 
Plurinational Constitutional Court and the 
Colombian Constitutional Court, all the ri-
ghts enshrined in the Constitution, including 
social rights, are fundamental rights of equal 
hierarchy and susceptible to direct judicial 
protection. This, regardless of their location 
or classification in the constitutional text. 
This paper, by means of an exploratory, de-
ductive and comparative method, aims to 
succinctly describe the current jurispruden-
tial position, in Bolivia and Colombia, on the 
fundamentality of rights and, in particular, 
of social rights.
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1. INTRODUCCIÓN
La injusticia es el origen de la justicia, y ésta 
tiene como propósito aristotélico el bien del otro 
(Reyes, M. 2011, p. 12). Por añadidura, cuando 
se piensa en justicia, el concepto se relaciona con 
la justicia social y, dado que esta es una justicia 
distributiva, la injusticia “supone no contribuir 
a la creación del bien común” (Reyes, M. 2011, 
p. 13). De acuerdo a Stiglitz, J. (2020, p. 39), la 
verdadera riqueza de las naciones se mide “por 
su capacidad de brindar, de una forma sostenida, 
altos niveles de vida a todos sus ciudadanos”. Por 
esta razón, en contraste con la injusticia, esta 
riqueza debe ser entendida como la justicia que 
supone la contribución a instituir el bien común, 
por cuanto se apoya en las instituciones sociales 
que se han creado no sólo para que las personas 
vivan pacíficamente en sociedad, sino para que, 
precisamente, cooperen por el bien común (Sti-
glitz, J. 2020, p. 54). 

Los derechos fundamentales con sus garantías, en 
especial, la tutela judicial directa, hacen parte 
de estas instituciones sociales. En efecto, los de-
rechos fundamentales son las leyes del más débil 
para defenderse de las leyes del más fuerte (Fe-
rrajoli, L. 2004, p. 54) y la justicia “es la prime-
ra virtud de las instituciones sociales” (Rawls, 
J. 1995, p. 17). Sin embargo, se ha elaborado 
una doctrina, a partir de la revisión literal de 
las constituciones, que distingue entre derechos 
fundamentales y no fundamentales, categorizan-
do particularmente a los derechos sociales como 
no fundamentales y, por tanto, como no dere-
chos (Noguera, A. 2009, p. 118). Esta no fun-
damentalidad se relaciona con la exigibilidad o 

justiciabilidad de los derechos consagrados en 
una constitución, toda vez que un derecho cons-
titucionalizado, pero sin justiciabilidad, esto es, 
no aplicable o no aplicado por los jueces, es “un 
derecho inexistente” (Zolo, D. 1994, p. 33, como 
se cita en Ferrajoli, L. 2004, p. 44).

Ahora bien, independientemente de la verifica-
ción textual de los derechos en las constituciones 
que se pueda efectuar, es pertinente realizar una 
revisión rápida, aunque somera, de la jurispru-
dencia relativa a las Constituciones de Bolivia y 
Colombia, caracterizadas por la innovación y ori-
ginalidad del nuevo constitucionalismo (Martínez 
Dalmau, R. 2013, p. 262). Lo anterior, permitirá 
realizar una mirada sobre la posición jurídica vi-
gente de los tribunales constitucionales de esos 
dos países en relación con la fundamentalidad de 
los derechos y, en especial, de los derechos so-
ciales, reconociéndoles “un estatuto conceptual 
apropiado” en la respectiva jurisprudencia (Bal-
dasarre, A. 2001, p. 31). 

Para ello, se iniciará con una descripción general 
de la fundamentalidad de los derechos sociales 
y una breve mención del marco en el Derecho 
Internacional, especialmente el Sistema interame-
ricano. En una segunda parte, se describirá la 
jurisprudencia constitucional colombiana sobre la 
fundamentalidad de los derechos constituciona-
les, en particular los derechos sociales, para luego 
hacer lo mismo con la jurisprudencia constitu-
cional boliviana. Finalmente, a manera de con-
clusión, se realizará una breve reflexión sobre el 
tema con énfasis en el fundamento que utilizaron 
los tribunales constitucionales de Colombia y Bo-
livia en la jurisprudencia vigente.

2. LA FUNDAMENTALIDAD DE LOS DERECHOS CONSTITU-
CIONALES, EN ESPECIAL LOS DERECHOS SOCIALES

La distinción entre derechos fundamentales y no 
fundamentales (derechos y no derechos), consa-
grada en algunas constituciones (Noguera, A. 

2009, p. 118), empieza a matizarse o a desapa-
recer con el desarrollo que de la categoría de 
derechos fundamentales realizan los respectivos 
tribunales constitucionales en su jurisprudencia. 
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La razón parte de la misma diferencia entre de-
rechos humanos (sin garantías) y derechos funda-
mentales (con garantías) (Guillermo, 2012, p. 1). 
Los primeros, como simples demandas derivadas 
de la dignidad humana, hacen parte del ámbito 
de la ética y del Derecho Internacional; mientras 
que los segundos pertenecen al campo del Dere-
cho Constitucional. 

Cuando los derechos humanos se incorporan a 
la Constitución, dejan de ser meras aspiraciones 
o principios morales y se transforman en dere-
chos subjetivos protegidos por el Derecho ob-
jetivo (Guillermo, 2012, p. 6), es decir que “los 
derechos humanos se positivizan como derechos 
fundamentales” (Alexy, R. 1995, p. 65). Cuando 
la Constitución reconoce los derechos humanos, 
estos se transforman en derechos fundamentales 
al adquirir la doble garantía típica de la Cons-
titución normativa: “vinculación del legislador y 
tutela judicial directa” (Guillermo, 2012, pp. 4 y 
6). Ahora bien, la diferenciación entre derechos 
fundamentales y no fundamentales, según alguna 
doctrina, obedece a los distintos grados de pro-
tección de derechos, en  donde se clasifican los 
derechos individuales (civiles y políticos) como 
derechos fundamentales y a los derechos sociales 
como derechos no fundamentales (Noguera, 2009, 
p. 118).

Sin embargo, independientemente de la distinción 
referida, todo derecho fundamental está compues-
to por dos elementos: el elemento moral, porque 
se deriva de la dignidad de la persona y, el ele-
mento derecho, porque debe pertenecer al sistema 
normativo positivo que recepciona la pretensión 
moral (Noguera, 2009, p. 130). De manera que, 
si la dignidad de la persona es indivisible, tam-
bién lo serán los derechos fundamentales que se 
fundamentan en dicha dignidad (Noguera, 2009, 
p. 130).

Ahora bien, se ha entendido que los derechos 
fundamentales son las leyes de los más débiles y, 
los derechos sociales los derechos, o las leyes, de 
los más necesitados (Pisarello, G. 2007, p. 11). 

Por esta razón, ninguna mayoría política puede 
disponer de los derechos fundamentales, dada su 
connotación “sustancial” al Estado de derecho y a 
la democracia constitucional (Ferrajoli, L. 2004, 
p. 53). Es la única situación constitucionalizada 
a la que, en principio, se le permite democrática-
mente estar dotada de una rigidez constitucional 
absoluta. En realidad, son derechos positivos por 
cuanto están consagrados en las constituciones 
(Ferrajoli, L. 2004, p. 63). 

Estos derechos reconocidos constitucionalmente 
como enunciados de prestaciones públicas posi-
tivas (Ferrajoli, L. 2004, p. 63) y la institución 
de la organización constitucional que los asume 
como valores esenciales (Estado Social), actual-
mente origina la exigencia de “una ubicación es-
pecial en el circuito de legalidad, basada en la 
propia naturaleza de “derechos constitucionales” 
(Baldasarre, A. 2001, p. 72). Se le exige al Estado 
deberes positivos en favor de los más necesitados 
(Vázquez, 2006, p. 129). En el mismo sentido, la 
garantía jurisdiccional se transforma porque la 
función de los jueces se torna activa, operando 
dentro del equilibrio de los valores de la libertad 
y la igualdad en la que se funda el ordenamien-
to jurídico, al mediar “razonablemente” entre los 
derechos individuales (civiles y políticos) y los 
derechos sociales (Baldasarre, A. 2001, p. 72). 

De tal manera que los derechos sociales son pre-
condiciones para el goce de los derechos civiles y 
políticos (Bazán, 2015, p. 505). Incluso, se asu-
me una elevación del mínimo existencial de las 
personas que posibilita el proceso de integración 
social que la sociedad y el Estado precisan para 
subsistir (Osuna, 203, p. 509). Por esta razón, 
para el Comité de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales (1997), el “Estado y la propia comu-
nidad internacional deben hacer todo lo posible 
por proteger como mínimo el contenido esencial 
de los DESC de las personas afectadas de dicho 
Estado”. Este contenido mínimo actúa positiva-
mente, en el sentido que deben aplicarse de ma-
nera inmediata y directa y; actúa de forma nega-
tiva, en tanto no se pueden expedir regulaciones 
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que vulneren el umbral básico, relacionado con el 
principio de progresividad (i) y la prohibición de 
no regresividad (ii). En este contexto, aun si el 
Estado está en crisis, no puede derogar o reducir 
el nivel de dichos derechos y; aquel, la obligación 
de seguir progresando o, por lo menos, de mante-
ner lo logrado (Bazán, 2016, p. 590).

En relación con los tratados internacionales que 
contemplan los derechos sociales de Derecho In-
ternacional, los aplicables en Latinoamérica, en 
especial en Bolivia y Colombia son: El Pacto In-
ternacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (PIDESC), la Convención Americana 
de Derechos Humanos (CADH) y el Protocolo de 
San Salvador. Estos tratados han sido ratificados 
por estos dos Estados, luego hacen parte del blo-
que de constitucionalidad estricto sensu de con-
formidad con el artículo 410.II de la Constitución 
Política del Estado (CPE) de 2009 de Bolivia y 
el artículo 93 de la Constitución Política (CP) de 
Colombia de 1991, esto es, son normas constitu-
cionales dentro de los respectivos ordenamientos 
jurídicos en virtud del bloque de constitucionali-
dad (Cantillo Pushaina, J. 2021, p.201). Son las 
constituciones las que le dan la fuerza vinculante 
al Derecho Internacional a través del bloque.

Empero, el PIDESC es el único tratado relevante 
en materia de derechos sociales, pues en el siste-
ma interamericano la Convención Americana de 
Derechos Humanos no reconoce derechos sociales 
y el Protocolo de San Salvador es muy limitado. 
De ahí que, el Juez de la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos (CorteIDH), Manuel E. 
Ventura Robles, sobre los derechos sociales en 
el sistema interamericano ha manifestado las si-
guientes conclusiones (2004, p. 130):

“1. La razón principal de por qué no se han so-
metido a consideración de la Corte casos que in-
volucran directamente violaciones a los derechos 
económicos, sociales y culturales obedece funda-
mentalmente a que estos derechos no fueron in-
cluidos en la Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos”.

“5. El “Protocolo de San Salvador” tiene insalva-
bles limitaciones para la protección jurisdiccional 
de los derechos económicos, sociales y cultura-
les, ya que solamente dos derechos, educación y 
sindicalización tienen esa naturaleza y, hasta el 
momento, la Comisión Interamericana no ha im-
plementado un sistema de supervisión, que opere 
sobre bases regulares, de los derechos protegidos 
por el “Protocolo de San Salvador”. [Nota al pie: 
Aquí Ventura le da la categoría de social a la 
sindicalización, cuando lo cierto es que es una 
libertad, independientemente del documento in-
ternacional o nacional que lo reconozca]”.

“6. Deben establecerse criterios más desarrolla-
dos en el plano jurídico e institucional, que sien-
ten nuevos criterios sobre la posibilidad de dar 
protección jurisdiccional a las violaciones de los 
derechos económicos, sociales y culturales. Reco-
gidos convencionalmente, estos criterios permiti-
rían un desarrollo jurisprudencial directo y efec-
tivo de esos derechos”.

“7. Mientras esto no ocurra, la Corte tendrá que 
seguirse refiriendo a los derechos económicos, so-
ciales y culturales mediante sentencias u opinio-
nes consultivas que se sometan a ella alegando 
violaciones o solicitando consideraciones doc-
trinales, fundamentalmente, sobre los derechos 
civiles y políticos protegidos por la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos”.

De hecho, la Corte IDH ha asumido una actitud 
cautelosa en relación con los DESC, vinculando 
los casos a los derechos civiles y políticos me-
diante el empleo del criterio de la conexidad (Ra-
mírez, G. 2009, p 85). Se le ha criticado a la Cor-
teIDH el no aplicar directamente el artículo 26 
de la CADH para la justiciabilidad de los DESC, 
puesto que esta norma convencional reconoce los 
DESC estipulados en la Carta de la Organiza-
ción de los Estados Americanos (Bazán, 2015, p. 
532). En efecto, la falta de garantías judiciales 
en este ámbito “exige imaginar y crear instru-
mentos procesales aptos” para la justiciabilidad 
de los derechos sociales (Abramovich, 2002, p. 
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11). De acuerdo con el Comité de Derechos Eco-
nómicos, Sociales y Culturales (1998), una clasi-
ficación que ubique a los derechos sociales fuera 
del ámbito de la garantía judicial es arbitraria e 
incompatible con el PIDESC y la indivisibilidad 
e interdependencia de los derechos.

3. EL CASO COLOMBIANO
La CP de 1991 establece como principio consti-
tucional, entre los fines esenciales del Estado, el 
garantizar la efectividad de los derechos consa-
grados en el texto constitucional (Título I, art. 
2). Después, dispone tres capítulos denominados 
“De los Derechos Fundamentales”, “De los Dere-
chos Sociales, Económicos y Culturales” y “De los 
Derechos Colectivos y del Ambiente” (Título II, 
Capítulo 1, Capítulo 2 y Capítulo 3). Dentro del 
segundo capítulo, además, relaciona una lista de 
derechos de los niños categorizándolos de funda-
mentales (art. 44). Luego, en el art. 85 estatuye 
que son derechos de aplicación inmediata los con-
sagrados en los artículos 11, 12, 13, 14, 15, 16, 17, 
18, 19, 20, 21, 23, 24, 26, 27, 28, 29, 30, 31, 33, 
34, 37 y 40, y en el art. 86 instituye la acción de 
tutela (amparo) como mecanismo de protección 
judicial de los derechos constitucionales funda-
mentales.  

Posteriormente, la CP dispone que los tratados y 
convenios internacionales en materia de derechos 
humanos ratificados por Colombia prevalecen en 
el orden interno (art. 93), a partir del cual se 
desarrolló por vía jurisprudencial la noción de 
bloque de constitucionalidad (Suelt-Cock, 2016, 
p. 324), y que la enunciación de los derechos 
“contenidos en la Constitución y en los conve-
nios internacionales vigentes, no debe entenderse 
como negación de otros que, siendo inherentes a 
la persona humana, no figuren expresamente en 
ellos” (art. 94). Finalmente, se consagran algunos 
derechos en la parte orgánica de la CP, dentro de 
los que se encuentran el acceso a la administra-
ción de justicia (art. 229), la jurisdicción especial 

indígena (art. 246) y el Derecho Internacional 
Humanitario (art. 214.2). 

En este orden de ideas, en primer lugar, la CP 
en el art. 2 no discrimina qué derechos deben 
ser garantizados en su efectividad, situación que 
demuestra que el Poder Constituyente colombia-
no determinó que son todos los derechos que se 
encuentran en el texto, independientemente de 
su ubicación. Además, este principio, “en cuan-
to mandato de optimización, exige una realiza-
ción lo más completa posible, en relación con las 
posibilidades jurídicas y fácticas” (Alexy, 2010, 
p. 19). La Corte Constitucional de Colombia, de 
manera moderada y en una sentencia hito funda-
dora de línea (López, D. 2009, p. 64), señaló que 
el carácter fundamental de un derecho no radica 
en su ubicación dentro de un texto constitucional 
sino de su naturaleza inalienable e inherente a 
la persona humana (T-571/1992, 26 de octubre). 

En segundo lugar, una lectura literal y aislada de 
las disposiciones en materia de derechos de la CP, 
llevaría a pensar que sólo son derechos funda-
mentales los que aparecen en el primer capítulo, 
y de manera excepcional, por su taxatividad, los 
derechos de los niños consagrados expresamente 
como fundamentales. Aún más, la acción de tu-
tela (amparo) solo procede para reclamar ante 
los jueces la protección inmediata de los derechos 
constitucionales fundamentales, hecho que mues-
tra en el sentido literal, la existencia de derechos 
constitucionales no fundamentales. 

Sin embargo, la Corte Constitucional ha po-
sicionado a los derechos liberales y a los dere-
chos sociales en un plano de igualdad respecto 
a su fundamentalidad, producto de un tránsito 
jurisprudencial, entre los años 2002 y 2008 (T-
428/2012, 8 de junio). La Corte abandonó la 
narrativa tradicional que originalmente había 
adoptado sobre derechos humanos y derechos 
fundamentales, para incorporar la nueva dogmá-
tica sobre derechos humanos y la teoría del De-
recho Constitucional (T-428/2012, 8 de junio).  
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En un inicio, se dijo que los derechos sociales, por 
ser de naturaleza prestacional, no eran fundamen-
tales debido a que requería desarrollo legal e im-
plementación de políticas públicas (T-571/1992, 
26 de octubre; T-433/2016, 11 de septiembre). 
Posteriormente, se moderó esta tesis por la de 
los derechos fundamentales por conexidad (teo-
ría de la conexidad) (T-571/1992, 26 de octubre; 
T-433/2016, 11 de septiembre). Finalmente, se 
manifestó que todos los derechos son fundamen-
tales señalando que “Una cosa es la fundamenta-
lidad de los derechos y otra – muy distinta – la 
aptitud de hacerse efectivos tales derechos en la 
práctica o las vías que se utilicen para ese fin” 
(T-016/2007, 22 de enero).

Dijo la Corte Constitucional en 
la sentencia T-016-07:

“(…) los derechos civiles y políticos, así como los 
derechos sociales, económicos y culturales son 
derechos fundamentales que implican obligacio-
nes de carácter negativo como de índole positiva. 
El Estado ha de abstenerse de realizar acciones 
orientadas a desconocer estos derechos (deberes 
negativos del Estado) y con el fin de lograr la 
plena realización en la práctica de todos estos 
derechos – políticos, civiles, sociales, económicos 
y culturales – es preciso, también, que el Estado 
adopte un conjunto de medidas y despliegue acti-
vidades que implican exigencias de orden presta-
cional (deberes positivos del Estado). 

Según esta óptica, la implementación práctica 
de los derechos constitucionales fundamentales 
siempre dependerá de una mayor o menor eroga-
ción presupuestaria, de forma tal, que despojar a 
los derechos prestacionales – como el derecho a 
la salud, a la educación, a la vivienda, al acceso 
al agua potable entre otros - de su carácter de 
derechos fundamentales resultaría no sólo confu-
so sino contradictorio. Al respecto, se dice, debe 
repararse en que todos los derechos constitucio-
nales fundamentales – con independencia de si 
son civiles, políticos, económicos, sociales, cultu-

rales, de medio ambiente - poseen un matiz pres-
tacional de modo que, si se adopta esta tesis, de 
ninguno de los derechos, ni siquiera del derecho 
a la vida, se podría predicar la fundamentalidad. 
Restarles el carácter de derechos fundamentales 
a los derechos prestacionales, no armoniza, por lo 
demás, con las exigencias derivadas de los pactos 
internacionales sobre derechos humanos mediante 
los cuales se ha logrado superar esta diferencia-
ción artificial que hoy resulta obsoleta así sea ex-
plicable desde una perspectiva histórica”.

La Corte Constitucional colombiana acoge esta 
línea de pensamiento para señalar que la fun-
damentalidad de los derechos no depende de la 
manera como se hacen efectivos en la práctica. 
Desde entonces, cuando se presenta una acción 
de tutela (amparo), el análisis que se realiza en 
el caso concreto es sobre si la finalidad es la pro-
tección de un derecho subjetivo en cabeza del 
accionante, y no sobre el carácter fundamental 
del derecho o el uso de la teoría de la conexidad. 
Precisamente, en Colombia, el último curso rea-
lizado de formación judicial inicial de jueces y 
magistrados, en el marco del concurso de méritos 
para la provisión de cargos de funcionarios de la 
rama judicial, tuvo como objetivo, entre otros, 
la aproximación a la naturaleza y alcance de los 
procesos de positivización de los derechos huma-
nos en derechos fundamentales y su relevancia 
en la función judicial (Uprimny, R., Uprimny I y 
Parra, O. 2016, p. 19). 

4. EL CASO BOLIVIANO
La CPE de 2009, dentro los fines esenciales del 
Estado, dispone como principio constitucional, y 
adicionalmente como valor, el garantizar el cum-
plimiento de los derechos reconocidos y consa-
grados en la Constitución (art. 9.4). Luego, esta-
blece siete capítulos denominados “Disposiciones 
Generales”, “Derechos Fundamentales”, “Derechos 
Civiles y Políticos”, “Derechos de las Naciones In-
dígenas y Pueblos Indígena Originario Campesi-
nos”, “Derechos Sociales y Económicos”, “Educa-
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ción, Interculturalidad y Derechos Culturales” y 
“Comunicación Social” (Título II, Capítulos Uno 
a Séptimo).

Asimismo, la CPE dispone que los derechos re-
conocidos por la Constitución son inviolables, 
universales, interdependientes, indivisibles y 
progresivos (art. 13.I); su proclamación no será 
entendida como negación de los derechos no 
enunciados (art. 13.II); su clasificación norma-
tiva constitucional no determina jerarquía ni 
superioridad de unos derechos sobre otros (art. 
13.II) y; los tratados y convenios internacionales 
en materia de derechos humanos ratificados por 
Bolivia prevalecen en el orden interno, hacen par-
te del bloque de constitucionalidad y se aplican 
de manera preferente si declaran derechos más 
favorables a los contenidos en la Constitución 
(13.IV, 410.II y 256.I). Por otra parte, la CPE 
refuerza las garantías jurisdiccionales al señalar 
que todos los derechos constitucionales son di-
rectamente aplicables y con iguales garantías de 
protección (arts. 109.I y 115.I) y en el art. 128 
instituye la acción de amparo como mecanismo 
de protección judicial de los derechos reconoci-
dos por la Constitución y la ley. Finalmente, la 
CPE clasifica como derechos fundamentales, por 
fuera del Título II de la Primera Parte, ubicados 
en la parte orgánica, derechos como el acceso a 
las diferentes formas de energía (art. 378.I), el 
derecho a la tierra y categoriza al agua en un de-
recho fundamentalísimo para la vida (art. 373.I), 
no obstante aparecer como derecho fundamental 
expreso en el art. 16.I.

Además, el art. 9.4, la CPE de 2009 cuenta con 
salvaguardas normativas (arts. 13, 109.I, 115.I, 
128, 256.I y 410.II) que permiten concluir que 
el Poder Constituyente boliviano determinó la 
fundamentalidad de todos los derechos que se 
encuentran en la Constitución independiente-
mente de su ubicación o clasificación. En efecto, 
la acción de amparo procede para reclamar ante 
los jueces la protección inmediata de todos los 
derechos constitucionales, lo cual nos lleva a re-
afirmar que todos los derechos constitucionales 

son derechos fundamentales. Ello, a pesar de que, 
al igual que en el caso colombiano, una lectura 
literal y aislada de las disposiciones en materia 
de derechos de la CPE, conduciría a categorizar 
erróneamente como derechos fundamentales sólo 
a los contenidos en el Capítulo Segundo, Título II 
de la Primera Parte de la Carta boliviana. 

Ahora bien, la CPE establece de forma expresa, 
en el artículo 410.II, la supremacía y primacía de 
la Constitución en el ordenamiento jurídico boli-
viano. A partir de allí, el Tribunal Constitucional 
Plurinacional de Bolivia ha construido una juris-
prudencia en la que señala que el artículo 410.
II sitúa a la norma suprema en la cúspide de la 
estructura normativa, lo que implica el reconoci-
miento de su jerarquía frente a cualquier otra dis-
posición (SCP 0112/2012, SCP 0347/2013, SCP 
1136/2017-S1, SCP 0479/2018-S3). Esta cons-
trucción jurisprudencial, le ha servido para fijar 
una posición actual sobre la fundamentalidad de 
los derechos, y en especial, de los derechos socia-
les, en el mismo sentido de los citados pronuncia-
mientos de la Corte Constitucional colombiana.

Esta nueva posición consiste en la “igualdad je-
rárquica de todos los derechos fundamentales, 
incluidos claro está los derechos económicos, so-
ciales y culturales, así como su directa aplicabili-
dad y, por ende, su directa justiciabilidad” (SCP 
1112/2017-S1). Por consiguiente, a diferencia de 
la CP colombiana que no cuenta con norma cons-
titucional expresa sobre la igualdad jerárquica 
de los derechos, la CPE sí establece imperativa-
mente en el artículo 13.III que “[l]a clasificación 
de los derechos establecida en esta Constitución 
no determina jerarquía alguna ni superioridad de 
unos derechos sobre otros”, en concordancia con 
los artículos 109.I y 115.I al consagrar que “[t]
odos los derechos reconocidos en la Constitución 
son directamente aplicables y gozan de iguales 
garantías para su protección” y “toda persona 
será protegida oportuna y efectivamente por los 
jueces y tribunales en el ejercicio de sus derechos 
e intereses legítimos”. 
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El Tribunal Constitucional Plurinacional de Bo-
livia ha entendido que tales normas constitucio-
nales disponen “Igual jerarquía, directa aplica-
bilidad y directa justiciabilidad de los derechos 
fundamentales” (SCP 1112/2017-S1). De esta 
manera, para el Tribunal boliviano “las autori-
dades jurisdiccionales son las primeras garantes 
del respeto a los derechos fundamentales y deben 
aplicar directamente los derechos en el marco de 
pautas específicas de interpretación y de acuerdo 
a una coherente argumentación jurídica” (SCP 
1112/2017-S1).

Con respecto al carácter fundamentalísimo de 
un derecho en la CPE, este tiene su antecedente 
en el proyecto aprobado, en la sesión del 9 de 
diciembre de 2007, por la Asamblea Constitu-
yente, cuyo Título II se denominaba “Derechos 
Fundamentalísimos, Derechos Fundamentales 
y Garantías”, y su Capítulo Segundo “Derechos 
Fundamentalísimos” (Noguera, A. 2009, p. 138). 
Se entendía que se hacía una distinción entre de-
rechos fundamentalísimos y derechos fundamen-
tales (Noguera, A. 2019, p. 176). El propósito 
de esta diferencia no podría ser otro que la fi-
jación por el Poder Constituyente boliviano de 
un criterio de interpretación jurisdiccional para 
el caso de conflicto de derechos constitucionales 
(Noguera, A. 2019, p. 176). No obstante, en la 
CPE, el Título II quedó titulado como “Derechos 
Fundamentales y Garantías” y su Capítulo Se-
gundo “Derechos Fundamentales”, siendo que la 
única mención expresa que se hace en el texto de 
un derecho fundamentalísimo para la vida es en 
el art. 373.I el derecho al agua. 

En definitiva, los derechos fundamentales (o fun-
damentalísimos), del Capítulo Segundo del Títu-
lo II de la primera parte de la CPE, son los dere-
chos “fundamentales básicos para la preservación 
de la vida”, de sustrato plurinacional (Del Real 
Alcalá, A. 2015, p. 558). De ahí que el Tribunal 
Constitucional de Bolivia establezca que el de-
recho a la vida es un derecho fundamentalísimo 
“del cual emergen o dependen los demás dere-
chos fundamentales y garantías constitucionales” 

(SCP 0053/2019-S4; SCP 0321/2019-S4; SCP 
0457/202-24). También se ha referido al derecho 
a la libertad como un derecho fundamentalísimo 
sin el cual resulta inviable el ejercicio de otros 
derechos (SCP 0242/2018-S2; SCP 0494/2019-
S2; SCP 0079/2020-S4). Por su parte, el Tribunal 
Constitucional Plurinacional ha señalado que el 
derecho al agua tiene una doble dimensión: es un 
derecho individual fundamental y es un derecho 
colectivo comunitario fundamentalísimo (SCP 
0052/2012, SCP 0176/2012, SCP 0248/2020-S4; 
SCP 0022/2021-S3). 

5. CONCLUSIONES
A la luz de la jurisprudencia de la Corte Constitu-
cional de Colombia y del Tribunal Constitucional 
Plurinacional de Bolivia, no opera la distinción 
académica entre derechos fundamentales y dere-
chos no fundamentales que se realiza a partir de 
la revisión literal o gramatical de los textos cons-
titucionales, dado que al no consultar el estatuto 
conceptual apropiado de los derechos fundamen-
tales fijado por los respectivos tribunales cons-
titucionales, el mismo termina siendo un razo-
namiento incompleto y no correcto. Lo anterior, 
por cuanto, por ejemplo, en la CP de Colombia, 
se titula un capítulo como derechos fundamenta-
les, o qué derechos son de aplicación inmediata o 
cuáles derechos de los niños son fundamentales. 
En el caso de la CPE de Bolivia, igual ocurre con 
la titulación de un capítulo de derechos funda-
mentales o de la categorización del agua como 
derecho fundamentalísimo. Una interpretación no 
aislada, sino sistemática del articulado de los tex-
tos constitucionales, disemina la distinción que 
pueda efectuarse entre derechos fundamentales y 
derechos nos fundamentales y, por tanto, pierde 
sentido una clasificación de este tipo que no se 
apoya en la realidad judicial o práctica constitu-
cional de los Estados.  

Lo cierto es que a quienes les fue conferida la 
guarda de la integridad y supremacía de la Cons-
titución, sus interpretadores naturales, son la 
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Corte Constitucional de Colombia y el Tribunal 
Constitucional Plurinacional de Bolivia. Estos 
han definido el estatuto conceptual apropiado de 
los derechos, estableciendo que todos los dere-
chos consagrados en la Constitución, incluyendo 
los derechos sociales, sin importar su ubicación 
en el texto constitucional o clasificación, son de-
rechos fundamentales, de igual jerarquía y, por 
tanto, objeto de tutela judicial directa. El Tribu-
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Resumen:
El presente artículo realiza un estudio del 
bloque de constitucionalidad y su alcance 
normativo, a partir del análisis de la Senten-
cia 110/2010-R, toda vez que la incorporación 
del bloque de constitucionalidad en la Cons-
titución Política del Estado Plurinacional de 
Bolivia, constituye un avance fundamental 
en el Estado constitucional de derecho, a la 
luz de los dos pilares fundamentales de la 
constitución como son: el pluralismo, inter-
culturalidad, y el derecho internacional, como 
paradigmas en la interpretación, tomando en 
cuenta que a través de ellos, se insertan los 
valores plurales y principios rectores del or-
den constitucional de nuestro país y con espe-
cial énfasis a las sentencias y pronunciamien-
tos del Sistema Interamericano de Protección 
de los Derechos Humanos.
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Abstract
This article carries out a study of the cons-
titutionality block and its normative scope, 
based on the analysis of Sentence 110/2010-
R, since the incorporation of the constitutio-
nality block in the Political Constitution of 
the Plurinational State of Bolivia constitutes 
an advance fundamental in the constitutio-
nal State of law, in the light of the two fun-
damental pillars of the constitution such as: 
pluralism, interculturality, and international 
law, as paradigms in the interpretation, ta-
king into account that through them, the 
plural values and guiding principles of the 
constitutional order of our country and with 
special emphasis on the judgments and pro-
nouncements of the Inter-American System 
for the Protection of Human Rights.
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1. Introducción
La incorporación del bloque de constitucionali-
dad en el Estado Constitucional Plurinacional de 
Derechos, como el caso de Bolivia, estableció un 
nuevo marco normativo en el cual tiene gran in-
fluencia el Derecho Internacional para la toma de 
decisiones en lo que respecta a la interpretación y 
aplicabilidad de los derechos humanos, tal como 
se establece en los artículos, 4101, 2562 y 13.IV.3, 
de la Constitución Política del Estado (CPE).

La influencia del Derecho Internacional, es muy 
relevante para la ciencia jurídica, porque implica 
la superación de los moldes propios de un esta-
do monista y que debe repensarse en nuevas he-
rramientas para la adopción de medidas ya sean 
estatales y/o judiciales que estén relacionadas 
con el conocimiento del precedente en vigor y 
los estándares jurisprudenciales más altos sobre 
el tema de Derechos Humanos (DDHH). Esto, 
porque a partir de la interpretación del art. 410 
de la CPE, se debe mirar la doctrina del bloque 
de constitucionalidad, y esto implica, que ya no 
se tiene que pensar en términos de Constitución 
sino en término de los derechos desde un concep-
to del bloque de Constitucionalidad, que a su vez 
implica tomar en cuenta los dos grandes pilares 

1   La Constitución Política del Estado Plurinacional en su 
Art. 410 parágrafo II., dispone que “El bloque de constitu-
cionalidad está integrado por los Tratados y Convenios inter-
nacionales en materia de Derechos Humanos y las normas de 
Derecho Comunitario, ratificados por el país”.
2   El Art. 256 de la CPE, establece: I. Los tratados e instru-
mentos internacionales en materia de derechos humanos que 
hayan sido firmados, ratificados o a los que se hubiera adheri-
do el Estado, que declaren derechos más favorables a los con-
tenidos en la Constitución, se aplicarán de manera preferente 
sobre ésta. II. Los derechos reconocidos en la Constitución 
serán interpretados de acuerdo a los tratados internacionales 
de derechos humanos cuando éstos prevean normas más favo-
rables.
3   El Art. 13.IV. de la CPE, señala que los tratados y con-
venios internacionales ratificados por la Asamblea Legislativa 
Plurinacional, que reconocen los derechos humanos y que pro-
híben su limitación en los Estados de Excepción prevalecen en 
el orden interno. Los derechos y deberes consagrados en esta 
Constitución se interpretarán de conformidad con los tratados 
internacionales de derechos humanos ratificados por Bolivia.

en los que se sustenta como son: los principios de 
plurinacionalidad, pluralismo e interculturalidad 
y el derecho internacional. Pilares que van a ser 
esenciales para construir esa visión de la doctrina 
del estándar jurisprudencial más alto.

El Estado Plurinacional de Bolivia, forma parte 
del Sistema Interamericano de protección de los 
Derechos Humanos, como el Sistema Universal de 
protección de los Derechos Humanos, por lo que, 
el entender cómo el Estado debe cumplir sus obli-
gaciones internacionales, en respeto a los DDHH, 
es precisamente, considerando el principio de 
buena fe a la luz de un principio muy importante 
del Derecho Internacional de los DDHH, que es el 
denominado pacta sunt servanda4.

Desde la combinación de estos dos elementos que 
son por un lado, la plurinacionalidad, el pluralis-
mo, la interculturalidad y por otro, la visión del 
Derecho Internacional de los Derechos Humanos, 
genera el deber de los Estados de cumplir sus 
obligaciones internacionales de respeto y garantía 
de los Derechos Humanos y de buena fe, pues a 
la luz de estos dos elementos, se va a tener un 
primer concepto para ir comprendiendo la impor-
tancia del bloque de constitucionalidad a la hora 
de garantizar los Derechos Humanos.

En ese marco, el artículo también realiza un aná-
lisis interpretativo del bloque de constitucional, 
como elemento fundamental para la comprensión 
de las acciones que debe llevar el Estado para ga-
rantizar la aplicabilidad de los derechos humanos.

2. El Bloque de Constituciona-
lidad

Germán Bidart Campos señala que “el bloque 
de constitucionalidad, es el conjunto normativo 
que contiene disposiciones, principios o valo-
res materialmente constitucionales, fuera de la 
Constitución documental”.5Por su parte, Mónica 

5   El derecho de la Constitución y su fuerza normativa. Bue-
nos Aires, Ediar, 1995, p. 264
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Arango, sostiene que el bloque de constituciona-
lidad son “aquellas normas y principios que, sin 
aparecer formalmente en el articulado del texto 
constitucional, son utilizados como parámetros 
de control de constitucionalidad de las leyes, por 
cuanto han sido normativamente integrados a la 
Constitución, por diversas vías y por mandato de 
la propia Constitución”.6

De los conceptos expuestos, se puede señalar que 
el bloque de constitucionalidad es una figura le-
gal, establecida en el Art. 410.II., de la Constitu-
ción Política del Estado Plurinacional de Bolivia, 
que prevé que existen normas que, sin formar 
parte del texto constitucional, deben considerar-
se incorporadas al mismo, estando investidas de 
la misma jerarquía y validez que la Constitución; 
esto se debe a la importancia y dinamismo de 
esta clase de normativa, que por lo general son 
de carácter internacional. Sin este principio, la 
Constitución permanecería estática al cambio de 
paradigmas dentro del Estado y del mundo.

La Constitución boliviana de 2009, incluye en el 
Art. 410 el Bloque de Constitucionalidad y su 
estructura; entre ésta se encuentra como cúspi-
de la Constitución, seguida por los Tratados y 
Convenios ratificados por el Estado Boliviano, 
empero, en este punto se ha aperturado una cláu-
sula abierta en cuanto a la aplicación de Tra-
tados, Convenios e Instrumentos en materia de 
Derechos Humanos, bajo la condición de que és-
tos contemplen derechos más favorables que los 
contenidos en la Constitución; de igual forma, el 
enunciado que hace la Constitución al referirse a 
que los derechos que proclama la carta magna, 
no serán entendidos como la negación de otros no 
enunciados7, así se da una aplicación directa de 
normas internacionales en materia de Derechos 
Humanos, pese a no estar integradas en el texto 

6   El bloque de constitucionalidad en la jurisprudencia de la 
Corte Constitucional colombiana. Revista Precedente, 2004, 
p.1. Disponible en: http://bit.ly/imTdiw2.
7   Art. 13.II señala: Los derechos que proclama esta Consti-
tución no serán entendidos como negación de otros derechos 
no enunciados.

constitucional. Se puede señalar que, a través de 
la Constitución del 2009, se establece a la ju-
risprudencia como fuente directa del derecho en 
Bolivia.

3. Alcance de la Sentencia 
110/2010-R

Para una comprensión del bloque de constitucio-
nalidad, se parte de la doctrina del bloque de 
constitucionalidad, en la que se tiene como una 
de las sentencias con estándar jurisprudencial 
más alto del Tribunal Constitucional Plurinacio-
nal (TCP), como lo es la sentencia 110/2010-R, 
que se constituye en una de las sentencias estruc-
turantes del modelo constitucional boliviano. La 
emisión de esta sentencia, se da poco después de 
la aprobación de la Constitución de 2009, razón 
por la cual, el estándar más alto en cuanto a la 
doctrina del bloque de constitucionalidad se en-
cuentra en esta sentencia. 

Dicha sentencia en una de sus partes sobresalien-
tes establece:

“En mérito a lo expuesto, se tiene que los elemen-
tos normativos y las decisiones jurisdiccionales 
que emanen de este sistema no son aislados e in-
dependientes del sistema legal interno, de hecho, 
la efectividad en cuanto a la protección de los 
derechos fundamentales, solamente está garanti-
zada en tanto y cuanto el orden interno asuma en 
lo referente a su contenido los alcances y efectos 
de estas normas y decisiones emergentes del Sis-
tema Interamericano de Protección de Derechos 
Humanos. 

En efecto, la doctrina del bloque de constitucio-
nalidad reconocida por el art. 410 de la CPE, 
contempla como parte del mismo a los Tratados 
Internacionales referentes a Derechos Humanos, 
entre los cuales inequívocamente se encuentra el 
Pacto de San José de Costa Rica, denominado 
también Convención Interamericana de Derechos 
Humanos, ratificado por Bolivia mediante Ley 
1599 de 18 de octubre de 1994, norma que por su 
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esencia y temática se encuentra amparada por el 
principio de supremacía constitucional, postulado 
a partir del cual, se sustenta el eje estructural de 
la jerarquía normativa imperante en el Estado 
Plurinacional de Bolivia.”

Asimismo señala:

“En el marco del panorama descri-
to, se colige que inequívocamente las 
Sentencias emanadas de la CIDH, por 
su naturaleza y efectos, no se encuen-
tran por debajo ni de la Constitución 

Política del Estado tampoco de las normas jurí-
dicas infra-constitucionales, sino por el contrario, 
forman parte del bloque de constitucionalidad y 
a partir del alcance del principio de supremacía 
constitucional que alcanza a las normas que inte-
gran este bloque, son fundamentadoras e informa-
doras de todo el orden jurídico interno, debiendo 
el mismo adecuarse plenamente a su contenido 
para consagrar así la vigencia plena del “Estado 
Constitucional” enmarcado en la operatividad del 
Página 10 de 15 Sistema Interamericano de Pro-
tección a Derechos Humanos.”

La importancia de esta sentencia, es que empieza 
a motivar e introducir algunos elementos que son 
fundamentales para su análisis, como por ejemplo, 
nace la interrogante de que ¿si el Tribunal Cons-
titucional Plurinacional, puede ir más allá de la 
interpretación literal del texto constitucional?, y 
la respuesta ante esta interrogante es claramente 
positiva; es decir, que “SÍ”, pero cuya interpre-
tación no debe ser entendida bajo una lógica de 
arbitrariedad, sino todo lo contrario, debe estar 
sujeta a pautas constitucionalizadas de interpre-
tación; y un ejemplo de ello se tiene presente en 
la sentencia 110/2010-R, mencionada, en la cual 
el TCP interpretó más allá de la simple inter-
pretación literal del art. 410 de la Constitución 
boliviana, a partir de una pauta interpretativa 
que es la interpretación evolutiva8, toda vez que 

8    Guastinni Riccardo, 2017, Interpretación Evolutiva ley 
derecho.org Retrieved 06, 2021, from https://leyderecho.
org/interpretacion-evolutiva/ refiere que se llama “evolutiva” 

interpretó y le dio un alcance extensivo al art. 
410 de la Constitución, para desarrollar este gran 
concepto que es muy útil: que es el concepto del 
bloque de constitucionalidad. 

La Sentencia 110/2010-R, además, desde la mi-
rada de los pilares: la plurinacionalidad, la inter-
culturalidad el pluralismo y el Derecho interna-
cional de los Derechos Humanos, estableció que 
en el bloque de constitucionalidad está la propia 
Constitución, y además, por mandato de la pro-
pia Constitución, no es la norma suprema, y por 
eso se utiliza este concepto del bloque de consti-
tucionalidad, en el que también están los tratados 
internacionales referentes a Derechos Humanos, 
como por ejemplo, la Convención Americana de 
Derechos Humanos, llamada también Pacto de 
San José de Costa Rica, un instrumento en De-
rechos Humanos, que forma parte del bloque de 
constitucionalidad.

Ahora bien, en el sistema Universal de protec-
ción de Derechos Humanos, se tiene otros instru-
mentos importantes, como por ejemplo, el Pac-
to internacional de Derechos Civiles y Políticos, 
un instrumento en DDHH, que forma parte del 
Bloque de constitucionalidad o se tiene también, 
por ejemplo, desde los enfoques diferenciales9: la 
convención de los Derechos del Niño; la CEDAW 
(siglas en inglés), de la Convención para la eli-
minación de todas las formas de discriminación 
contra la mujer; entre otros. Por lo que se puede 

a toda interpretación que adscribe a un texto normativo un 
significado nuevo, diverso del usual o consolidado. La inter-
pretación evolutiva es producto de la adaptación de viejas, 
o relativamente viejas, leyes (o Constituciones) a situaciones 
nuevas no previstas por el legislador histórico (o por los padres 
constituyentes).
9   Es la visión de los derechos de las personas con caracte-
rísticas particulares por su edad, género, orientación sexual y 
situación de discapacidad física o mental, que lleva a tener en 
cuenta sus expectativas, sus creencias, sus capacidades, sus 
prácticas cotidianas y sus formas de comprender el mundo y 
relacionarse, a la hora de requerir atención frente a sus nece-
sidades. El enfoque también es importante porque permite el 
reconocimiento de las vulnerabilidades, riesgos e inequidades 
que afrontan estas personas o grupos. Por este motivo, para ser 
aplicado, se deben valorar las diferentes formas de relacionarse, 
ver, sentir y vivir en un determinado país.
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advertir, que esos son instrumentos internaciona-
les que también son parte del bloque de consti-
tucionalidad, pues así lo establece el tenor literal 
del artículo 410 de la CPE. 

Pero la Sentencia 110/2010-R, en esta labor de 
interpretación y de argumentación jurídica (pues 
como se vio, interpreta más allá del tenor literal 
del texto), señala que no solamente pueden for-
mar parte del bloque de constitucionalidad los 
tratados internacionales referentes a los Derechos 
Humanos, porque no son instrumentos estáticos, 
sino más bien, por el contrario, son instrumen-
tos vivos y este carácter hace que el derecho in-
ternacional de los Derechos Humanos, tenga una 
progresividad, un avance constante; es decir, que 
los derechos son y sean progresivos, y que se van 
construyendo precisamente a partir de las diver-
sas interpretaciones; como por ejemplo, las inter-
pretaciones de la Corte Interamericana de Dere-
chos Humanos.

Entonces, la Sentencia 110/2010-R, introduce un 
elemento muy valioso e importante al bloque de 
constitucionalidad, y eso hace que necesariamen-
te se empiece a manejar, los estándares jurispru-
denciales, lo que además en el Derecho Interna-
cional, se llaman, los estándares internacionales 
de protección a derechos. 

Por lo que, se entiende que, en el caso de Boli-
via, esta es una doctrina muy bien desarrollada, 
porque estos estándares van a formar parte del 
bloque de constitucionalidad y, por lo tanto, es 
importantísimo tomar en cuenta, que los están-
dares internacionales pueden emanar del Sistema 
Interamericano de Protección de Derechos Huma-
nos, o del Sistema Universal de Protección de De-
rechos Humanos y Bolivia forma parte de ambos 
sistemas.

4. El Sistema Interamericano de 
Derechos Humanos

El Sistema Interamericano de Derechos Humanos, 
es un sistema regional de promoción y protección 

de los derechos humanos y está conformado por 
dos órganos: La Comisión Interamericana de De-
rechos Humanos (CIDH o “Comisión”) y la Cor-
te Interamericana de Derechos Humanos (Corte 
IDH), los cuales monitorean el cumplimiento por 
parte de los Estados miembros de la Organización 
de los Estados Americanos (OEA) con las obliga-
ciones contraídas10. Por lo que, es un Sistema, que 
provee un recurso a los habitantes de América, 
que han sufrido violación de derechos humanos, 
por parte del Estado. 

La función de la Comisión Interamericana de De-
rechos Humanos, es promover la observancia y 
defensa de los derechos humanos en las Américas, 
ejerciendo su función a través de la realización 
de visitas a los países, actividades o iniciativas 
temáticas, la preparación de informes sobre la si-
tuación de derechos humanos en un país o sobre 
una temática particular; la adopción de medidas 
cautelares o solicitud de medidas provisionales a 
la Corte IDH, y el procesamiento y análisis de 
peticiones individuales con el objetivo de deter-
minar la responsabilidad internacional de los Es-
tados por violaciones a los derechos humanos y 
emitir las recomendaciones que considere nece-
sarias.

A partir de ese rol de promoción de los derechos 
humanos, la Comisión, también va generando es-
tándares muy importantes; por ejemplo, en tiem-
pos de pandemia, la Comisión Interamericana 
de derechos humanos, ha emitido la Resolución 
1/2020, vinculado al tema de Pandemia y dere-
chos humanos en las Américas11. Dicha Resolu-

10   Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 2012. 
CIDH, 50 años en defensa de los Derechos Humanos. Organiza-
ción de los Estados Americanos.
11   Adoptada por la CIDH el 10 de abril de 2020, que en 
resumen en su parte resolutiva establece que los gobiernos de 
los Estados miembros deben adoptar de forma inmediata, ur-
gente y con la debida diligencia, todas las medidas que sean 
adecuadas para proteger los derechos a la vida, salud e integri-
dad personal de las personas y que deben adoptar de  manera 
inmediata e interseccional el enfoque de derechos humanos en 
toda estrategia, política o medida estatal dirigida a enfrentar 
la pandemia del COVID.
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ción se ha realizado bajo la convicción de que las 
medidas adoptadas por los Estados en la aten-
ción y contención del virus deben tener como 
centro el pleno respeto de los derechos humanos. 
Esta Resolución es una aproximación integral de 
la Comisión sobre la situación de la pandemia en 
la que se recogen los estándares del Sistema Inte-
ramericano de Derechos Humanos y se formulan 
un conjunto de recomendaciones a los Estados de 
la región para abordar el enfrentamiento al CO-
VID-19 desde el enfoque de derechos humanos. 

Entonces, la Comisión Interamericana de De-
rechos Humanos, emite estas recomendaciones 
como órgano principal y autónomo de la Orga-
nización de Estados Americanos, con el mandato 
de promover la observancia y la defensa de los 
derechos humanos y en ejercicio del artículo 10612 
de la Carta de la OEA, el artículo 41.b13 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos 
y el artículo 18.b de su Estatuto, relacionado a la 
interpretación de la aplicación del Reglamento.

La Resolución 1/2020 tomada como ejemplo, 
hace un llamado a los Estados Miembros de la 
OEA a adoptar de manera inmediata y de forma 
transversal el enfoque centrado en los derechos 
humanos en toda estrategia, política o medida 
estatal dirigida a enfrentar la pandemia del CO-
VID-19 y sus consecuencias, incluyendo los pla-
nes para la recuperación social y económica que 
se formulen, los cuales deben estar apegados al 
respeto irrestricto de los estándares interameri-

12   Artículo 106 de la Carta de la OEA señala: “Habrá una 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos que tendrá, 
como función principal, la de promover la observancia y la de-
fensa de los derechos humanos y de servir como órgano consul-
tivo de la Organización en esta materia. Una convención inte-
ramericana sobre derechos humanos determinará la estructura, 
competencia y procedimiento de dicha Comisión, así como los 
de los otros órganos encargados de esa materia.”
13   El Artículo 41. B de la Convención Americana, señala: 
“formular recomendaciones cuando lo estime conveniente, a los 
gobiernos de los Estados Miembros, para que adopten medidas 
progresivas en favor de los derechos humanos dentro del marco 
de sus leyes internas y sus preceptos constitucionales, al igual 
que disposiciones apropiadas para fomentar el debido respeto 
a esos derechos”

canos e internacionales en materia de derechos 
humanos, particularmente los Derechos Económi-
cos, Sociales y Culturales (DESCA); asegurando 
el funcionamiento de los Poderes Públicos del Es-
tado. 

Asimismo, la Resolución señala que las medidas 
que resulten en restricciones de derechos o garan-
tías, deben ajustarse a los principios pro perso-
na, de proporcionalidad, temporalidad, y deben 
procurar el estricto cumplimiento de objetivos de 
salud pública y protección integral.

Es importante resaltar que un apartado especial 
de las recomendaciones se refiere a los grupos 
en especial situación de vulnerabilidad como las 
personas mayores (tercera edad), las personas 
privadas de libertad, las mujeres, los pueblos in-
dígenas, las personas en situación de movilidad 
humana, los niños, niñas y adolescentes, las per-
sonas LGBT, las personas afrodescendientes y las 
personas con discapacidad. 

En ese sentido, la Comisión destaca que al mo-
mento de emitir medidas de emergencia y con-
tención frente a la pandemia del COVID-19, los 
Estados de la región deben brindar y aplicar 
perspectivas interseccionales y prestar especial 
atención a las necesidades y al impacto diferen-
ciado de dichas medidas en los derechos humanos 
de los grupos históricamente discriminados o en 
especial vulnerabilidad.

Entonces, lo significativo de esta resolución es 
que establece interpretaciones importantes de 
cómo  abordar los DDHH en tiempos de pande-
mia, por ejemplo, en el caso cuando toque activar 
un amparo constitucional, el deber de las autori-
dades jurisdiccionales es de aplicar los enfoques 
de género, el enfoque interseccional, la protec-
ción reforzada a grupos vulnerables o de aten-
ción prioritaria, el tema del derecho a la vida, 
cómo debe protegerse en tiempos de pandemia; 
la protección reforzada a los derechos laborales, 
etc. Por lo que, es vital analizar cómo estas inter-
pretaciones de la Comisión, según la visión de la 
Sentencia 110/2010-R, forma parte del bloque de 
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constitucionalidad, lo que quiere decir, que son 
de aplicación directa en Bolivia, por lo que no 
necesitan ley de desarrollo para que los jueces o 
servidores públicos la apliquen.

Pero también en el Sistema Interamericano se tie-
ne a la Corte Interamericana de Derechos Huma-
nos, que es un tribunal regional de protección de 
los derechos humanos, Es una institución judicial 
autónoma cuyo objetivo es aplicar e interpretar 
la Convención Americana. La Corte Interameri-
cana ejerce una función contenciosa, dentro de la 
que se encuentra la resolución de casos contencio-
sos y el mecanismo de supervisión de sentencias; 
una función consultiva; y la función de dictar me-
didas provisionales.

Es importante recordar, que Bolivia, al haber ra-
tificado la Convención Americana de Derechos 
Humanos, también ha ratificado la competencia 
de la Corte Interamericana de Derechos Huma-
nos, por lo que, en el ejercicio de los roles, la 
Corte Interamericana desarrolla estándares in-
ternacionales que, en el caso de Bolivia, forman 
parte del bloque de constitucionalidad a la luz de 
la Sentencia 110/2010-R. 

Por ejemplo, en el tema de género, uno de los 
casos más emblemáticos en el tema de violencia 
en razón de género, que además se constituye en 
el antecedente de tipo penal de feminicidio más 
importante, en el caso Campo Algodonero Vs. 
México14; en este caso, que emerge del rol con-
tencioso en la Corte Interamericana de DDHH, la 
corte estableció la responsabilidad Internacional 
del Estado mexicano. Pero para establecer la res-
ponsabilidad internacional del Estado mexicano, 

14   Campo algodonero es el nombre con el que se conoce 
al caso González y otras vs México, el cual fue ventilado y 
resuelto en la Corte Interamericana de Derechos Humanos y 
cuya sentencia fue emitida el 16 de noviembre de 2009 en la 
cual se condenó al Estado mexicano como responsable por la 
desaparición y muerte de tres mujeres, dos de ellas menores de 
edad. La Corte determinó que el Estado violó los derechos a la 
vida, integridad personal y libertad personal reconocida en la 
Convención Americana, en relación con la obligación general 
de garantía contemplada en el artículo 1.1 y la obligación de 
adoptar disposiciones de derecho interno.

la Corte Interamericana interpretó varios instru-
mentos internacionales como es la convención 
Belém Do Pará, que es la convención interame-
ricana para prevenir y sancionar toda forma de 
violencia contra la mujer y desarrolló estándares 
importantísimos que forman parte del bloque de 
constitucionalidad, y que son de aplicación direc-
ta en Bolivia.

Lo que instauró la Corte en este caso, es el juzga-
miento con perspectiva de género, además esta-
bleció en todos los casos de violencia en razón de 
género, lo que se llama el deber de la debida di-
ligencia, que implica para el Estado la obligación 
de prevención, de investigación con perspectiva 
de género, de sanción y de reparación integral de 
daños. Obviamente todo este concepto no se lo va 
a encontrar en la Ley 348, o en la Ley 1173 que 
establece modificaciones, pero sí algunos elemen-
tos, pero todo este deber de la debida diligencia 
son estándares internacionales que emergen del 
rol contencioso de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, y que forman parte el bloque 
de constitucionalidad.

Pero, además, la Corte Interamericana de Dere-
chos Humanos, como se mencionó, tiene otro rol 
importantísimo, que es el rol interpretativo que, 
bajo este rol, emite las llamadas opiniones con-
sultivas, y que, a partir de ello, también se van 
generando estándares internacionales que forman 
parte del bloque de constitucionalidad.

Por ejemplo, se puede hacer referencia a una opi-
nión, que es una de las más emblemáticas de la 
Corte Interamericana, que es la opinión consul-
tiva 24/2017. Esta opinión consultiva desarrolla 
derechos a la identidad de género y a la protec-
ción jurídica de parejas del mismo sexo. De igual 
manera, estos derechos no se los va a encontrar 
en el tenor literal de la Convención Americana 
de los Derechos Humanos, pero en esta opinión 
consultiva a la luz de la garantía de prohibición 
de discriminación, la Corte Interamericana es-
tableció que estos derechos forman parte de la 
Convención Americana de Derechos Humanos, 
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entonces, por ejemplo, todo el tema del derecho 
a la identidad de género a la protección jurídica a 
parejas del mismo sexo, se encuentran protegidas 
a partir de la garantía de protección al derecho 
por orientación sexual.

Entonces, véase cómo estos estándares, estos 
avances, en la opinión consultiva contiene ya ade-
lantos en lo que son las familias diversas, cuyas 
interpretaciones forman parte del bloque de cons-
titucionalidad y también deben ser aplicadas de 
manera directa.

Lo mismo en el sistema universal, por ejemplo, se 
tiene el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos, ese pacto tiene un comité, que al igual 
que la Corte Interamericana de Derechos Huma-
nos, el comité de Derechos Humanos, con rela-
ción al cual Bolivia ha ratificado su competencia, 
tiene roles contenciosos e interpretativos, y en 
ambos roles, este comité emite estándares que 
forman parte del bloque de constitucionalidad.

Lo mismo en el sistema universal, la CEDAW, 
que como se mencionó en parágrafos anteriores, 
es la convención para todas las formas de discri-
minación contra la mujer, tiene también un comi-
té, el mismo que también tiene roles contenciosos 
e interpretativos y en sus roles interpretativos, 
la CEDAW tiene estándares importantes; por 
ejemplo, en temas de acoso y violencia política, 
la recomendación general 2315, establece están-
dares amplísimos que deben ser analizados, por 
ejemplo, a la hora de ver casos de acoso y vio-

15   Dicha recomendación general, refiere a la vida política y 
pública de las mujeres, en la que se fijan estándares que deben 
ser tomados en cuenta por los Estados parte.

lencia política contra la mujer, o la recomenda-
ción general 35 que por ejemplo, da lineamientos 
específicos en temas de medidas de protección en 
violencia en razón de género y en cuanto a la pro-
hibición de conciliación en temas de violencia en 
razón de género. De esta manera, entonces, estas 
recomendaciones generales de la CEDAW forman 
parte del bloque de constitucionalidad. 

5. Conclusiones
Del análisis realizado, lo importante que debe 
destacarse de la sentencia 110/2010-R, es que no 
solo establece la obligatoriedad de vinculación di-
recta de las sentencias y resoluciones de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, sino que 
además, estableció que en el bloque de consti-
tucionalidad están también principios y valores 
de rango constitucional; es decir, ya se empieza 
a introducir los principios de proporcionalidad, 
de razonabilidad, verdad material, etc., que hace 
que el derecho no sea entendido solamente a par-
tir de reglas sino de principios y valores que van 
a ser esenciales en el trabajo de argumentación e 
interpretación.

Esto nos vuelve la mirada a cómo se reconstru-
ye la doctrina del bloque de constitucionalidad a 
partir de dos pilares esenciales: a) la Plurinacio-
nalidad y el pluralismo y b) los derechos humanos 
a nivel internacional y a raíz de ello, los están-
dares jurisprudenciales que pueden surgir de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos y del 
Sistema Universal de Derechos Humanos a partir 
de su rol contencioso e interpretativo.
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Abstract
The Bolivian legislator in 2014 has incorpora-
ted a legal formula, without epistemological 
content, which presumes the truth of the tes-
timony of girls, boys and adolescents (article 
193.c law 548), in frank contradiction with 
the regime of free assessment of evidence (Ar-
ticle 173 of the Code of Criminal Procedure) 
and undermining the principle of presump-
tion of innocence that has been highlighted 
and protected in the constitutional text (Ar-
ticle 116 Political Constitution of the State).
This reform, beyond the contradictions with 
the criminal and constitutional procedural 
system, assumes a presumptive model that 
departs from the assumptions provided by 
the psychology of testimony, which indicates 
that we must assess the content of the testi-
mony (subject not only to the possibility of 
lie - truth, but also to sincere errors), beyond, 
the condition or personal quality of the wit-
ness.

Palabras Clave: Testimonio, presunción de ver-
dad, presunción de inocencia, Psicología del tes-
timonio, valoración de la prueba, proceso penal.

Resumen
El legislador boliviano en el año 2014 ha in-
corporado una fórmula legal, sin contenido 
epistemológico, que presume la verdad del 
testimonio de niñas, niños y adolescentes (ar-
tículo 193.c ley 548), en franca contradicción 
con el régimen de libre valoración de la prue-
ba (artículo 173 del Código de Procedimien-
to Penal) y atentando contra el principio de 
presunción de inocencia que se ha destacado 
y precautelado en el texto constitucional (ar-
tículo 116 Constitución Política del Estado).
Dicha reforma más allá de las contradiccio-
nes con el sistema procesal penal y constitu-
cional, asume un modelo presuntivista que 
se aleja de los presupuestos brindados por la 
psicología del testimonio, que nos indica que 
debemos valorar el contenido del testimonio 
(sometido no solo a la posibilidad de mentira 
– verdad, sino también a errores sinceros), 
más allá, de la condición o cualidad personal 
del testigo.

Keywords: Testimony, presumption of truth, 
presumption of innocence, Psychology of testi-
mony, evaluation of evidence, criminal process.
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1. La presunción de verdad en el Código Niña, Niño y Adolescente 
en relación al sistema procesal penal

te), se ha insertado como parte de la PROTEC-
CIÓN JURISDICCIONAL para las niñas, niños 
y adolescentes, en su Libro Segundo la disposi-
ción denominada “PRINCIPIOS PROCESALES” 
(artículo 193), entre los que llama la atención el 
enumerado y caracterizado (inciso c) como: “Pre-
sunción de verdad. Para asegurar el descubri-
miento de la verdad, todas las autoridades del 
sistema judicial deberán considerar el testimonio 
de una niña, niño o adolescente como cierto, en 
tanto no se desvirtúe objetivamente el mismo;” 
(Bolivia, 2014)

Ahora bien, antes de ingresar al análisis de esta 
norma en relación a los presupuestos epistemo-
lógicos, que desde la psicología del testimonio se 
aconsejan, para la colección, producción y funda-
mentalmente la valoración del testimonio de cual-
quier persona, y en particular, de las niñas, niños 
y adolescentes, conviene destacar que Bolivia en 
el año 1999 (ley 1970 promulgada), ha decidi-
do incorporar el sistema acusatorio como modelo 
rector del proceso penal, por el que, entre otros 
principios, en cuanto a la valoración de la prueba, 
se ha ceñido o afiliado al sistema de la sana críti-
ca razonada, conforme se colige de la lectura del 
artículo 173 del Código de Procedimiento Penal1, 
lo que además ha significado dignificar el trata-
miento de la persona sometida al poder punitivo 
del estado, reconociendo un elemental principio 
de presunción de inocencia en el artículo 62 del 

1 Artículo 173 (VALORACIÓN) El juez o tribunal asignará el 
valor correspondiente a cada uno de los elementos de prueba, 
con aplicación de las reglas de la sana crítica, justificando y 
fundamentado adecuadamente las razones por las cuales les 
otorga determinado valor, en base a la apreciación conjunta y 
armónica de toda la prueba esencial producida (Bolivia, 1999)
2 Artículo 6 (PRESUNCIÓN DE INOCENCIA) Todo impu-
tado será considerado inocente y tratado como tal en todo 
momento, mientras no se declare su culpabilidad en sentencia 
ejecutoriada. No se podrá obligar al imputado a declarar en 
contra de sí mismo y su silencio no será utilizado en su perjui-
cio. La carga de la prueba corresponde a los acusadores y se 
prohíbe toda presunción de culpabilidad. (Bolivia, 1999)

El 17 de julio de 2014 el Estado Plurinacional de 
Bolivia, ha promulgado la Ley 548, que se conoce 
como el “Código Niña, Niño y Adolescente”, esta 
disposición ha emergido con la finalidad de ga-
rantizar a la niña, niño y adolescente, el ejercicio 
pleno y efectivo de sus derechos, para su desarro-
llo integral y exigir el cumplimiento de sus debe-
res. Existe consenso en cuanto a considerar que, 
con esta norma, Bolivia culmina su proceso de 
adecuación a la Convención sobre los derechos del 
niño (de 20 de noviembre de 1989 ratificada por 
Bolivia mediante la ley 1152), dejando los resa-
bios de la doctrina de la situación irregular. Así, 
esta ley destaca los principios de: interés superior, 
prioridad absoluta, igualdad y no discriminación, 
equidad de género, participación, diversidad cul-
tural, desarrollo integral, corresponsabilidad, rol 
de la familia, ejercicio progresivo de derechos y 
especialidad.

Si bien no es objeto central del presente trabajo 
el análisis de esta normativa (en cuanto al desa-
rrollo que en materia de protección de la minori-
dad ha merecido en Bolivia) dichos antecedentes 
pueden ilustrar de alguna manera el contexto en 
el que ha emergido la norma que someto a análisis 
reflexivo bajo la luz de la psicología del testimo-
nio, puesto que conforme desarrollaré, considero 
que la incorporación de la presunción de verdad 
del testimonio de niñas, niños y adolescentes, ha 
respondido a un exceso de celo en el cumplimien-
to de los compromisos asumidos por Bolivia a 
tiempo de ratificar los postulados de la Conven-
ción sobre los derechos del Niño (ratificada por 
la Ley 1152), pues precisamente se había gene-
ralizado la idea de que el anterior y denominado 
Código del Menor promulgado en el año 1992, no 
había llegado a incorporar los principios orienta-
dores de la Convención, y que estaba pendiente la 
adecuación de la normativa interna.

Efectuadas estas consideraciones, resulta que en 
esta ley 548 (Código Niña, Niño y Adolescen-
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mismo cuerpo normativo, y que posteriormente 
fuera consagrado por la Constitución Política del 
Estado, en su artículo 1163, con lo que recogemos 
un principio estructural de todo el proceso penal, 
y que supone, siguiendo a Ramírez Ortiz, tendría 
que generar una relación entre presunción de ino-
cencia y motivación probatoria, exigiéndose más 
bien una desubjetivización del fenómeno proba-
torio. (Ramírez, 2020)  

Siendo ese el panorama contextualizado de la rea-
lidad boliviana frente a la valoración probatoria 
en el proceso penal, conviene entonces escrutar 
si la incorporación de esta presunción de verdad, 
responde de alguna manera primero al sistema 
normativo del que forma parte, y si además resul-
ta consecuente con el estado actual de la ciencia 
en cuanto a la valoración de la prueba testimo-
nial, para dicha tarea invertiré el orden de análi-
sis, partiendo de la caracterización de la prueba 
testimonial desde la psicología del testimonio, 
para concluir brevemente con el cotejo de si el 
régimen presuntivista incorporado es consecuente 
con dicha ciencia y con el sistema al que debiera 
responder.

2. La prueba testimonial desde 
la psicología del testimonio. 
Especial referencia al testi-
monio de niñas, niños y ado-
lescentes: 

La prueba testifical es la “reconstrucción históri-
ca o la representación narrada de hechos relevan-
tes para el juicio, que han ocurrido antes y que el 
testigo conoce (avvertiti) o que ha adquirido por 
sus propios sentidos”  (De Paula Ramos, 2019, 
pág. 40 y 41),

Los procesos de colección, incorporación y pos-
terior valoración de la prueba testimonial, han 

3 Se garantiza la presunción de inocencia. Durante el proceso, 
en caso de duda sobre la norma aplicable, regirá la más favora-
ble al imputado o procesado.” (BOLIVIA, 2009)

sido ampliamente debatidos y han merecido un 
desarrollo tanto normativo, como jurisprudencial, 
siendo que es común aceptar hoy en día de que 
este tipo de prueba, en cuanto al relato efectua-
do por sus actores (los testigos), está sometida 
tanto a errores de comisión como así también de 
omisión, habiéndose aportado, precisamente des-
de la psicología del testimonio el establecimiento 
de diferentes factores que pueden distorsionar los 
relatos (tiempo, la forma de colecta, la sugesti-
bilidad, los factores externos de contaminación, 
la reiteración de la evocación del recuerdo, etc.). 
Precisamente por ello es que, se han incorporado 
pautas de análisis de credibilidad del testimonio, 
que han llevado a que tengamos, primero, que 
evaluar los postulados tradicionales con relación 
a la valoración judicial subjetiva de la prueba (ej. 
Suficiencia de la inmediación), hacia otros entor-
nos dotados de mayor objetividad y en los que 
el juez cuente con el auxilio de herramientas con 
mayor grado de plausibilidad a la hora de evaluar 
el testimonio, llegando a considerarse oportuno 
en muchos casos el contar con profesionales espe-
cialistas (psicólogos forenses) a efectos de valorar 
la exactitud de los testimonios. 

Es necesario precisar todos estos extremos, ya 
que, si bien el testimonio refleja el indicio cogniti-
vo, debemos no obstante, considerar que sobre el 
mismo, influyen una serie de factores (ATENCIO-
NALES, PERCEPTIVOS Y DE LENGUAJE), y, 
además, también está sujeto a la influencia de 
otros procesos cognitivos como el pensamiento, 
la motivación y las emociones. (Manzanero, An-
tonio L., 2020), por lo que puede apreciarse con 
meridiana claridad, que el testimonio no es una 
prueba que podamos valorar apriorísticamente, 
ya que, en muchas ocasiones además de los co-
nocimientos del juez requeriremos profesionales 
en psicología forense que puedan ilustrar cómo 
funcionan los procesos atencionales, perceptivos, 
de memoria, de lenguaje y de pensamiento. 

Conforme MAZZONI, la problemática del testi-
monio es tan antigua como el hombre, lo que ha 
llevado a reflexionar acerca del testimonio, tanto 
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en cuanto a aquel que verse sobre una mentira 
intencionada, cuanto a aquel en el que se presen-
ten declaraciones inadecuadas o incorrectas, que 
además se vayan a generar de buena fe. (Mazzoni, 
2019)

La psicología del testimonio es la ciencia que esta-
blece las evidencias sobre el funcionamiento de la 
memoria de los testigos, planteando que la exac-
titud de las declaraciones depende de los factores 
que concurren en cada caso concreto. (Manzanero 
A. L., 2010) Así se ha concluido que la memoria 
puede verse afectada por una serie de factores 
tanto del testigo, como del suceso y el sistema.

En tal sentido, la valoración de esta prueba, de-
berá atender precisamente a tales circunstancias 
y considerar que dadas las características con las 
que cuenta nuestro sistema cognitivo, resulta más 
usual de lo que cotidianamente se cree que las in-
exactitudes que podamos apreciar en las declara-
ciones de los testigos se deban más a errores que 
a mentiras. (Manzanero, Antonio L. y Gonzáles, 
José Luis, 2015)

De esta manera, resulta importante, distinguir en 
el testimonio, la diferencia entre lo que significa 
la VERACIDAD y la CREDIBILIDAD, lo pri-
mero implica aquello que es contrario a la men-
tira (que resultaría bastante difícil de determi-
nar) mientras que lo segundo, tiene relación con 
la exactitud de aquello que se menciona en una 
declaración y a la ausencia de errores. En definiti-
va, dado que la prueba testimonial está sometida 
a diversos factores, que pueden afectarla, resulta 
innegable que la misma se somete a un test o 
análisis de credibilidad, sea con el auxilio de un 
profesional en psicología forense o en definitiva 
por el juez a tiempo de emitir su resolución, pero 
que no puede prescindir del cotejo y análisis de 
aquellos factores que influyen en el testimonio, 
y menos aún pretender asumir ex ante, el valor 
de una declaración sin verificar todo aquello que 
pudiera afectarla o alterarla.

En definitiva, en cuanto al testimonio de niñas, 
niños y adolescentes (como de otros que revis-

ten especial vulnerabilidad: Ej. Discapacitados) 
no es posible generalizar, y en todo caso además 
debería requerirse el auxilio de medios periciales 
los que también deben ser sometidos a escrutinio 
cuidadoso.

“La consideración de los menores como testigos 
ha ido cambiando a lo largo de la Historia. En 
algunas épocas fueron considerados testigos po-
tencialmente peligrosos ya que se les atribuía 
déficits cognitivos relacionados con su capacidad 
de memoria, su sugestibilidad, su capacidad para 
distinguir realidad de fantasía y para identificar 
a una persona no familiar. Sin embargo, en otras 
épocas han sido considerados como los testigos 
más fiables, debido a que por su supuesta inocen-
cia no se les atribuía intención de mentir. ¿Dón-
de nos encontramos hoy? A medio camino entre 
unas y otras.” (Manzanero, A.L, 2006, pág. 6)

La norma procesal boliviana, al incorporar la li-
bertad probatoria y el régimen de valoración con-
forme la sana crítica, ha reivindicado el testimo-
nio infantil, dejando atrás un largo período en el 
que personas menores de 14 años no podían con-
currir como testigos; sin embargo y en el afán de 
dar cumplimiento sobre exagerado -a mi juicio-, 
de los compromisos internacionales, en cuanto a 
la materialización del principio del interés supe-
rior del menor4, más allá de dar un cambio radical 
a la visión de la prueba testimonial aportado por 
este grupo etario, no se ha considerado que, en 
general, la prueba testimonial debe someterse a 
un examen riguroso y objetivo de aquellos as-
pectos que inciden en la memoria, por lo que en 
Bolivia, se ha generado -en cuanto a la valoración 
de este especial testimonio- el tránsito desde la 
perspectiva negacionista del valor del testimonio 

4 La Constitución Política del Estado en su artículo 60 esta-
blece: “Es deber del Estado, la sociedad y la familia garantizar 
la prioridad del interés superior de la niña, niño y adolescente, 
que comprende la preeminencia de sus derechos, la primacía 
en recibir protección y socorro en cualquier circunstancia, la 
prioridad en la atención de los servicios públicos y privados, 
y el acceso a una administración de justicia pronta, oportuna 
y con asistencia de personal especializado.” (BOLIVIA, 2009)
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de menores (anterior a la vigencia de la ley 1970) 
al de una presunción de verdad (con la incorpora-
ción de la ley 548).

La inclusión de una regla presuntiva, instituye 
un principio de tratamiento para la valoración 
de esta prueba, que se aleja de los presupuestos 
científicos que informan que, si bien no parecería 
que los niños tuvieran más dificultades que los 
adultos para por ejemplo distinguir la realidad, ni 
que sean mucho más susceptibles a la sugestión, 
no obstante se recomienda considerar la edad y 
desarrollo cognitivo de cada niño y segundo, re-
conocer que al igual que los adultos el testimo-
nio puede estar sujeto al error. (Manzanero, A.L, 
2006)

Además, si lo que ha pretendido el legislador (que 
no ha fundamentado en su expresión de motivos) 
es incorporar una máxima de la experiencia que 
sugiere que los niños no mienten, ello (más allá de 
no encontrar respaldo científico), no justifica los 
supuestos, mayoritarios de error en el testimonio.

De esta manera, cuando se ha incorporado la pre-
sunción de verdad, no se ha considerado que dé 
inicio es necesario comprender como funciona la 
memoria, y en especial que el proceso cogniti-
vo en personas en desarrollo es aún más especial 
y requiere del concurso de profesionales, tanto 
para la colecta e incorporación de los testimo-
nios, siendo que la generalización efectuada por 
la ley (548) ha obviado que la memoria (tanto 
episódica como semántica), tiene un funciona-
miento diferente en cada una de las personas, y 
que, cuando hablamos de menores ello tiene aún 
una mayor repercusión, habiéndose establecido 
que por ejemplo los menores de hasta tres años 
de edad no tienen desarrollados los tres procesos 
fundamentales de la memoria, a saber: codifica-
ción, retención y recuperación. Esto es, primero, 
poder tomar la información percibida seleccio-
nándola, dotándola de significado a través de la 
interpretación e integrándola en las estructuras 
de la memoria (codificación) (Fenoll, 2010), para 
luego reproducir esta información, por lo que en 

este proceso de retención, muchas veces se genera 
una verdadera recodificación que puede llegar a 
alterar el recuerdo y hasta generar los “falsos re-
cuerdos”, por lo que en muchas oportunidades, el 
proceso de recuperación, en cuanto al acierto en 
la búsqueda del recuerdo, implica que la persona 
sea capaz de reinstaurar la situación en que se 
produjo la codificación. (Fenoll, 2010)

Durante el despliegue de todos estos procesos 
complejos que informan a la memoria, existen 
diferentes factores que tienen trascendencia en 
cuanto a que el sujeto pueda recordar la huella, 
o genere el falso recuerdo, extremos que han sido 
observados, por lo que estos procesos en materia 
de testimonio infantil suelen además encontrar 
mayores riesgos de generación de falsos recuer-
dos por la incorrecta aplicación de protocolos de 
entrevista, por lo que en definitiva consignar pre-
sunciones con relación a su testimonio, es al me-
nos alejado de los presupuestos epistemológicos 
de la psicología del testimonio.

Asumir la presunción de verdad de un testimonio, 
pasa por alto, que la psicología del testimonio, se 
ha esforzado durante largo tiempo por estudiar 
el fenómeno del testimonio y delimitar los instru-
mentos y protocolos de actuación para la colecta, 
incorporación y posterior valoración de la prueba 
testimonial, brindando herramientas que orienten 
a los jueces y operadores del sistema (Por ejem-
plo: Entrevista Cognitiva; Protocolo del NICHD 
National Institute of Child Health and Human 
Development, entre otros (Manzanero, Antonio 
L. y Scott, M. Teresa, 2015)), además de protoco-
los para detectar la mentira a través de aspectos 
objetivos y una serie de datos a los efectos de 
practicar correctamente los reconocimientos de 
personas. (Fenoll, 2010) Instrumentos que en un 
sistema presuntivista, carecerían de motivación 
en los operadores por aplicarlos, al no requerir de 
mayores esfuerzos probatorios.

Así también y en cuanto a la valoración y aná-
lisis de las declaraciones, usualmente conocemos 
que las evaluaciones basadas en contenido (SVA/
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CBCA Análisis del contenido de las declaracio-
nes (Manzanero, Antonio L. y Scott, M. Teresa, 
2015)), si bien no son criterios de veracidad, es 
decir no van a determinar el testimonio falso, no 
obstante han constituido pautas con mayor rigor 
tendientes a aportar desde la psicología forense 
al análisis de la credibilidad, por lo que en defi-
nitiva y sin que forme parte de este breve ensayo 
el desarrollo de aquellos, es necesario, al menos 
considerarlos a efectos de evidenciar que en ma-
teria de testimonio, las declaraciones siempre se 
someterán al escrutinio y valoración para decidir 
acerca de su peso con relación a la probanza de 
las hipótesis o enunciados fácticos objeto del pro-
ceso, por lo que resulta incorrecto pretender par-
tir de apriorismos, cuya única justificación sea la 
vigencia normativa de una regla contraepistémi-
ca, cuando se ha demostrado que los testigos es-
tán sometidos a una serie de factores que pueden 
llevar  no solo a testimonios falsos por comisión 
o voluntad, sino fundamental y mayoritariamente 
a los testimonios falsos por error, por lo que la 
inclusión de una fórmula legal, que indique una 
presunción de tal entidad, va a producir que la la-
bor de los jueces se limite a aplicar la presunción 
más allá de su convicción  y de lo que el conjunto 
del material probatorio o en definitiva, la ciencia 
establezca, y, además, puede generar en jueces 
un poco más acuciosos, sesgos confirmatorios5 o 
generación de reglas heurísticas6, que los induz-
can a fallar atendiendo a la presunción legal. Ello 
porque el proceso de justicia penal es un acto 
esencialmente humano y como tal no está exento 
de sesgos (Manzanero, Antonio L. y Scott, M. Te-

5 Sesgos confirmatorios: tendencia del sujeto a filtrar una in-
formación que recibe, de manera que, de forma inconsciente, 
busca y sobrevalora las pruebas y argumentos que confirman 
su propia posición inicial, e ignora y no valora las pruebas y 
argumentos que no respaldan la misma. (Manzanero, Antonio 
L. y Scott, M. Teresa, 2015)
6 Heurísticas son aquellas reglas cognitivas que, inconsciente-
mente, todo ser humano aplica al procesar la información que 
recibe del exterior, y que permiten reducir las tareas complejas 
al asignar probabilidad y predecir valores a operaciones de 
juicio más simples (Manzanero, Antonio L. y Scott, M. Teresa, 
2015)

resa, 2015), por lo que tendríamos que reflexionar 
acerca de la inclusión de semejantes presunciones 
legales, que puedan convertirse en sustitutos del 
pensamiento y llevarnos a decisiones erróneas, 
pues en definitiva estas no responderían a razones 
basadas en evidencia sino en presunciones aprio-
rísticas.7

3. Presuntivismo: riesgos de 
valoración arbitraria de la 
prueba 

“Presumir es aceptar como verdadera una deter-
minada proposición fáctica sobre la base de cier-
tas consideraciones” (Dei Vecchi, 2020, pág. 80) 
extremo que resulta inaceptable, siendo que la 
prueba testifical, constituye una prueba que está 
sometida a diversas posibilidades de error (per-
cepción, recuperación o mentiras), y que por tan-
to tendría un grado de fiabilidad muy bajo, más 
aún cuando no merece corroboración (De Paula 
Ramos, 2019), aquella realidad desaconseja seria-
mente acoger un régimen presuntivista como el 
que se ha decidido con la incorporación del artí-
culo 193 inc. c) de la ley 548. 

Por el contrario, actualmente se pretende dotar 
al juez de herramientas para la valoración de la 
prueba, asumiendo criterios objetivos y explica-
bles, para evitar la aplicación de intuiciones ge-
nerales cubiertas del telón de la “inmediación” 
(Fenoll, 2010) En tal contexto se ha generalizado 
la necesidad de dotar en la medida de lo posible, 
respaldo científico para mejores decisiones judi-
ciales.

VITOR DE PAULA refiere que “el testimonio tie-
ne dos puntos débiles, que pueden resumirse en 
que: 1) el recuerdo puede no corresponderse con 
la realidad, y 2) la narración puede no correspon-
derse con el recuerdo.” (De Paula Ramos, 2019, 

7 “Las normas presuntivas iuris imponen a quien juzga una 
obligación de aceptar un enunciado como verdadero y emplear-
lo como premisa de ulteriores argumentos.” (Dei Vecchi, 2020, 
pág. 86)
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pág. 165) En virtud de lo que además resalta este 
autor que no solo debiera preocuparnos los su-
puestos en los que el testigo miente deliberada-
mente, sino también y sobre todo aquellos casos 
en los que un testimonio puede estar rodeado de 
numerosos errores sinceros, por lo que el esta-
blecimiento de los criterios para su valoración, 
no pasan necesaria ni preferentemente por reglas 
presuntivas, que constituyan un atajo y guíen 
equivocadamente una labor tan delicada. “La 
adopción de una versión presuntivista del testi-
monio acaba alejando al derecho de la búsqueda 
de la verdad rigurosa, pues introduce en el pro-
ceso una serie de “conocimientos” sin ninguna ca-
lidad epistémica demostrada o demostrable.” (De 
Paula Ramos, 2019, pág. 167)

Conforme ya lo estableció José Luis Ramírez. la 
ilustración promovió un sistema de valoración 
probatoria racional que debía desterrar, la po-
sibilidad de que los jueces fallaran en contra de 
su propia convicción entendida ésta como el pro-
ducto de una actividad racional. En tal sentido 
sostiene este autor que aquello exigía “descartar 
reglas de prueba legal contraepistémicas” (Ra-
mírez, 2020) 

A estas alturas, considero que puedo afirmar8 que 
la incorporación de la presunción de verdad re-
sulta una regla no justificada desde la ciencia de 
la psicología del testimonio, siendo que más bien 
se ha generalizado el entendimiento de que no 
existen métodos mágicos para averiguar la cre-
dibilidad de las personas (Fenoll, 2010) por lo 
que aquellos métodos a los que usualmente hemos 
otorgado una fiabilidad para acreditarla, son ac-
tualmente catalogados como seudo ciencias (hip-
nosis, polígrafos, etc)

A esto, sumaré una última precisión con relación 
a la falta de sistematización de la que además 
adolece esta incorporación, ya que no se ha con-
siderado, que conforme la reforma procesal gene-

8 Como refiere Diego Dei Vecchi, “las razones adecuadas para 
aceptar una proposición como verdadera son las de carácter 
epistémico, las pruebas” (Dei Vecchi, 2020, pág. 80)

rada a partir de la ley 1970 (Código de Procedi-
miento Penal), Bolivia ha adoptado un sistema 
de valoración libre o de sana crítica.

Al respecto, conviene precisar que, “los sistemas 
de valoración de la prueba son los métodos (ideal-
mente sistemáticos) cuya finalidad es determinar 
el valor que ciertos elementos tienen en sí mis-
mos y en conjunto respecto de (la aceptación de) 
un determinado enunciado fáctico”. (Dei Vecchi, 
2020)

De esa manera dependiendo a que sistema decida 
el Estado afiliarse aquello va a incidir en las ra-
zones que utilicen sus jueces para para justificar 
en sus resoluciones los enunciados fácticos. En el 
caso boliviano, la norma procesal penal, adopta 
un sistema de libre valoración, que resulta preci-
samente contradictorio con el de prueba legal, en 
el que, y siguiendo a DEI VECCHI, lo que cuenta 
como razón para la aceptación de los enunciados 
fácticos depende de los que el legislador haya dis-
puesto ex ante a este respecto. (Dei Vecchi, 2020) 
Por lo que, incorporar de manera aislada una 
norma presuntivista (artículo 193 inc. c) L. 548), 
además resulta asistemático y contradictorio, con 
la concepción de modelo de proceso penal, que ha 
adoptado como regla de valoración de la prueba, 
el de la libre valoración o sana crítica, que, si bien 
es un modelo perfectible, adopta mejores cauces 
que aquellos afiliados a la prueba legal o tasada.

Las consecuencias de una norma presuntiva, ade-
más se dimanan sobre la conculcación de una 
presunción, que constituye la esencia del juzga-
miento penal, cual es la presunción de inocencia, 
que conforme refiere el magistrado José Luis Ra-
mírez, es una regla probatoria que exigiría para 
la condena la existencia de actividad probatoria 
suficiente. De esta manera este autor llega a afir-
mar que, si la función primordial del proceso es la 
reconstrucción del pasado, tal reconstrucción solo 
puede convertirse en hecho probado si puede re-
sistir todos los intentos de refutación. (Ramírez, 
2020)
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Finalmente, como refiere Mazzoni, los sistemas 
legislativos y los procedimientos jurídicos son ne-
cesariamente el producto del pensamiento huma-
no, y, en cuanto tales, son necesariamente imper-
fectos y representan solo un intento de caminar 
hacia la justicia y la verdad (Mazzoni, 2019). Sin 
embargo, el camino adoptado, no se acerca ni en-
riquece las pautas de acercamiento a tales premi-
sas, y más aún genera un alto riesgo de que lo que 
se produzca en realidad sea un número significa-
tivo de víctimas de error judicial, que tengan que 
padecer además sanciones privativas de libertad 
injustas.

4. Conclusión 
La incorporación de la presunción de verdad del 
testimonio de niñas, niños y adolescentes, en la 
legislación boliviana, como un principio que guía 
la actividad jurisdiccional, contradice los estudios 
que se han llevado adelante desde la psicología 
del testimonio, y además resulta contradictoria e 
incoherente con el diseño de proceso penal asu-
mido por el Estado Boliviano, por lo que su in-
clusión supone riesgos de valoración subjetiva y 
arbitraria de la prueba testimonial de niñas, ni-
ños y adolescentes, además de la aplicación literal 
o heurística de la presunción, que en definitiva, 
incrementa los márgenes de error judicial, por lo 
que definitivamente considero que debe ser elimi-
nada del contexto normativo Boliviano.
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RESUMEN 
En este artículo se reflexiona el marco nor-
mativo constitucional del rol de defensa de 
las áreas protegidas por la Procuraduría Ge-
neral del Estado (PGE), el espíritu constitu-
yente para su creación, la constitucionaliza-
ción de las áreas protegidas y el rechazo de 
dos denuncias interpuestas por ex asambleís-
tas Constituyentes para que se abrogue el 
Decreto Supremo que ordena la exploración 
y explotación de estas áreas.
Este artículo pretende que el lector conozca 
que la PGE no está cumpliendo su rol de de-
fender las áreas protegidas, que estas son pa-
trimonio natural y cultural del Estado y bien 
común de los bolivianos, siendo el Pueblo, el 
único que puede autorizar el ingresar a éstas 
porque ningún gobernante de turno es dueño 
de nuestras áreas protegidas y quien vulnere 
el régimen de recursos naturales comete deli-
to de traición de la patria. 
Para este artículo se empleó el método de sis-
tematización que permitió integrar, entrela-
zar varios elementos: se realizó una reflexión 
sobre el espíritu constituyente basado en la 
propuesta de Constitución del Pacto de Uni-
dad conformado por las organizaciones socia-
les de Bolivia que demandaron a la Asamblea 
Constituyente la protección a los recursos 
naturales, y fue una de las razones porque 
se creó la Procuraduría General del Estado y 
por qué se constitucionalizó como patrimonio 
las áreas protegidas, complementándose con 

denuncias de ex asambleístas Constituyentes 
que buscaban la defensa de éstas áreas, que 
al ser rechazadas, se demuestra que los man-
datos de la Constitución no se cumplen.

Palabras clave: 
Áreas protegidas, procuraduría, patrimonio 
natural y cultural, bien común.

ABSTRACT
This article reflects on the constitutional re-
gulatory framework of the role of defense of 
protected areas by the State Attorney Ge-
neral’s Office (PGE), the constituent spirit 
for its creation, the constitutionalization of 
protected areas and the rejection of two com-
plaints filed by former assembly members 
Constituents to repeal the Supreme Decree 
that orders the exploration and exploitation 
of these areas.
This article intends for the reader to know 
that the PGE is not fulfilling its role of de-
fending protected areas, that these are the 
natural and cultural heritage of the State 
and the common good of Bolivians, with the 
People being the only one who can autho-
rize entry to them. because no current go-
vernor is the owner of our protected areas 
and whoever violates the natural resources 
regime commits the crime of treason.
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For this article, the systematization method was 
used that allowed the integration and interwea-
ving of several elements: a reflection was made 
on the constituent spirit based on the proposed 
Constitution of the Pact of Unity formed by the 
Bolivian social organizations that demanded pro-
tection from the Constituent Assembly. to natu-
ral resources, and it was one of the reasons why 
the State Attorney General’s Office was created 
and why protected areas were constitutionalized 
as heritage, complemented by complaints from 
former Constituent Assembly members who sou-
ght to defend these areas, which when rejected, 
it is shown that the mandates of the Constitution 
are not fulfilled.

Key words
Protected areas, attorney general’s office, na-
tural and cultural heritage, common good

1. INTRODUCCIÓN
Al haberse constitucionalizado que la propiedad 
de los recursos naturales y de manera puntual las 
áreas protegidas es de todos los bolivianos, nin-
guna ley y menos decreto alguno en nombre de 
“extrema pobreza” puede ordenar la exploración 
y explotación, aprovechamiento de las mismas, 
por más que en sus fundamentos utilicen el dis-
curso de la pobreza para disfrazar la intenciona-
lidad de favorecer a agroindustriales, en especial 
ganaderos exportadores de carne para garantizar 
la soberanía alimentaria china o como en el caso 
de la exploración y explotación de las áreas pro-
tegidas por fines extractivistas, puede estar por 
encima del mandato constitucional de conservar, 
proteger los recursos naturales y el medio am-
biente. 

Es por ello que, en el preámbulo de la Constitu-
ción Política del Estado se señala:

“El pueblo boliviano, inspirado en las luchas po-
pulares de liberación en las marchas indígenas por 
el territorio, la vida y la dignidad en las luchas 
por la tierra y territorio, las mujeres y hombres 

que fuimos parte de la Asamblea Constituyente 
por el poder del Pueblo, asumimos el reto históri-
co de construir colectivamente el estado unitario 
social de derecho plurinacional comunitario con 
autonomías, que “promueva y garantice el apro-
vechamiento responsable de los recursos natura-
les”. La Asamblea Constituyente tenía mandatos 
claros e inequívocos de defensa de la soberanía y 
de la riqueza nacional, de constitucionalizar “el 
respeto y la protección de la naturaleza y de sus 
riquezas naturales, que durante milenios los po-
bladores de estas tierras practicaron y que nos 
legaron tierras vírgenes, fecundas, sin contami-
naciones y que hoy en día representan nuestras 
riquezas naturales”. (Asamblea Constituyente & 
Congreso, 2009)

De ahí que los decretos supremos 2366  que orde-
na la exploración y explotación de todas las áreas 
protegidas (Evo Morales y Ministros , 2015),  
3973 (Evo Morales y Ministros, 2019) éste último 
fue abrogado por la ex Presidenta Añez mediante 
el Decreto Supremo Nº 4333, porque autorizaba 
los desmontes y quemas “controladas” en los bos-
ques de Santa Cruz y Beni (Jeanine Añez Chavez 
y Ministros, 2020), como la Ley 741 que autoriza 
el desmonte de hasta veinte hectáreas (20 ha) en 
pequeñas propiedades, propiedades comunitarias 
o colectivas en proceso de saneamiento o titula-
das, y asentamientos humanos (Asamblea Legis-
lativa Plurinacional, 2015), vulneran el régimen 
de recursos naturales y son certificados de defun-
ción para nuestro patrimonio natural y nuestro 
medio ambiente y acá pese a que los arts. 108 y  
34 de la CPE  nos permite tener la legitimación 
activa para denunciar ante autoridad competente 
cuando se vulneran el régimen de los recursos 
naturales con el fin de defenderlos, exigiendo 
que asuman su rol de abogado del Estado, que 
por mandato constitucional debe defender los 
recursos naturales a denuncias o de oficio, razón 
de su existencia en la Constitución Política del 
Estado, y en particular las áreas protegidas por 
ser patrimonio natural y cultural de las bolivianas 
y de los bolivianos, pero que, por la politización 
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en su nombramiento por el gobierno, es un 
servidor del Presidente de turno y no un servidor 
público, nombramiento que debió ser realizado 
por la Asamblea Legislativa Plurinacional, pero 
que en el Congreso, modificaron la voluntad 
Constituyente.

Para este estudio se realizó una reflexión sobre el 
espíritu constituyente, la interpretación del texto 
literal de lo que son las áreas protegidas y la Pro-
curaduría, análisis de las denuncias presentadas 
como ex asambleístas Constituyentes que cum-
pliendo el mandato del artículo 34 de la CPE, 
se presentó en dos oportunidades denuncias para 
que se abrogue el DS 2366 pero fueron rechaza-
das por la Procuraduría General del Estado, por-

que defienden los intereses del que los designan y 
no los intereses del Estado. 

La sistematización fue el método empleado, por-
que de manera integradora, se han entrelazado 
varios elementos que han interactuado para com-
binar la interpretación normativa constitucional, 
analizar el espíritu constituyente con relación a la 
Procuraduría y lo que son las áreas protegidas, y 
completar con la experiencia a través de acciones 
que se realizaron como ex asambleístas Consti-
tuyentes, que demuestra que la Constitución no 
se cumple, por los llamados a respetarla, como 
conclusión del presente artículo.

2. RÉGIMEN DE RECURSOS NATURALES: ÁREAS PROTE-
GIDAS EN LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO

Hace 30 años exactamente que la voz de un Pueblo 
se expresa a través de la Marcha Indígena por 
el Territorio, la Vida y la Dignidad, mostrando 
que los pueblos indígenas existen y proponen 
una Asamblea Nacional Constituyente para 
que en el nuevo pacto social se rediseñe el país; 
luego de marchas de todo un pueblo exigiendo 
la recuperación de los derechos de los bolivianos 
sobre sus recursos, es que el 2004 se modifica la 
Constitución Política del Estado incorporando la 
Asamblea Constituyente. 

Asamblea que tenía mandatos claros e inequívo-
cos de defensa de la soberanía y de la riqueza 
nacional, “el respeto y la protección de la natu-
raleza y de sus riquezas naturales, que durante 
milenios los pobladores de estas tierras practica-
ron y que nos legaron tierras vírgenes, fecundas 
sin contaminaciones y que hoy en día representan 
nuestras riquezas naturales”:

Medio ambiente, recursos naturales, tierra y te-
rritorio.  Este tema reviste doble importancia: de 
un lado, el territorio ha sido columna vertebral 
en la demanda de derechos; su carácter integral 
ha sido planteado por las organizaciones como 

la base para la pervivencia y bienestar de sus 
pueblos, en el orden social, económico y cultural; 
de otro lado, en la dimensión política, dado que 
las luchas previas que dieron lugar a la demanda 
por convocatoria y realización de una Asamblea 
Constituyente tuvieron como eje central la tierra, 
territorio y recursos naturales. Los pueblos indí-
genas de tierras bajas, cuando emergieron como 
actor político, lo hicieron bajo el planteamiento 
del territorio, desde distintas perspectivas:

 { Como derecho colectivo. Este inclu-
ye elementos como el derecho a la 
propiedad colectiva de la tierra y el 
territorio; debe ser inembargable, im-
prescriptible, indivisible, inenajena-
ble e irreversible. Esto significa que el 
derecho al territorio e integral y que 
está fuera del comercio, así se man-
tiene para las generaciones presente 
y futuras. 

 { La propiedad y dominio sobre los re-
cursos naturales no renovables corres-
ponde al pueblo boliviano. El titular 
de estos derechos son las naciones y 



PROCURADURÍA NO DEFIENDE LAS ÁREAS PROTEGIDAS,  
PESE A SER PATRIMONIO DEL ESTADO 

TJ59 Tribuna JurídicaRevista Científica, Vol.2  Nro.2, agosto 2021, ISSN: 2707-4153

1 2 3 4 5  6 7 8

pueblos indígenas originarios y su ad-
ministración corresponde al Estado 
Plurinacional, conservando ellas su 
derecho a la participación en la ges-
tión y beneficios. 

 { La propiedad de los recursos natu-
rales renovables. Los recursos natu-
rales renovables les pertenecen a las 
naciones pueblos indígenas origina-
rios, campesinos, comunidades in-
terculturales y afrodescendientes. Su 
gestión y administración se realizaría 
en coordinación con el Estado pluri-
nacional. (Valencia García & Zurita, 
s.f., pág. 157)

Los pueblos indígenas de tierras bajas durante 
décadas, demandaron que a través de la Asam-
blea Constituyente se establezca un modelo de 
gestión de recursos naturales a través del cual el 
pueblo boliviano recupere la soberanía de decidir 
sobre su destino y beneficio. (Valencia García & 
Zurita, s.f., pág. 157), señalando lo siguiente:

“…, el territorio ha sido columna vertebral en 
la demanda de derechos; su carácter integral 
ha sido planteado por las organizaciones como 
la base para la pervivencia y bienestar de sus 
pueblos, en el orden social, económico y cultural; 
de otro lado, en la dimensión política, dado que 
las luchas previas que dieron lugar a la demanda 
por convocatoria y realización de una Asamblea 
Constituyente tuvieron como eje central la tierra, 
territorio y recursos naturales. Los pueblos indí-
genas de tierras bajas, cuando emergieron como 
actor político, lo hicieron bajo el planteamiento 
del territorio, desde distintas perspectivas:

 { Como derecho colectivo. Este inclu-
ye elementos como el derecho a la 
propiedad colectiva de la tierra y el 
territorio; debe ser inembargable, im-
prescriptible, indivisible, inenajena-
ble e irreversible. Esto significa que el 
derecho al territorio e integral y que 
está fuera del comercio, así se man-

tiene para las generaciones presente 
y futuras.

 { La propiedad y dominio sobre los re-
cursos naturales no renovables corres-
ponde al pueblo boliviano. El titular 
de estos derechos son las naciones y 
pueblos indígenas originarios y su ad-
ministración corresponde al Estado 
Plurinacional, conservando ellas su 
derecho a la participación en la ges-
tión y beneficios.

 { La propiedad de los recursos natura-
les renovables. Los recursos naturales 
renovables les pertenecen a las na-
ciones pueblos indígenas originarios, 
campesinos, comunidades intercultu-
rales y afrodescendientes. Su gestión 
y administración se realizaría en coor-
dinación con el Estado plurinacional”. 

El Pacto de Unidad planteó una propuesta inte-
gral sobre la materia, en el entendido de que un 
régimen de recursos naturales garantizaba la au-
tonomía de principios orientadores, filosofía pro-
pia y el respeto a la dimensión y la importancia 
que estos revisten para los pueblos indígenas y 
el conjunto de la nación; en la tradición jurídica 
boliviana, las normas predominantes han sido fa-
vorables a la dimensión económica, desligado de 
elementos sociales, espirituales y otros.

El Pacto de Unidad y el Proceso de Construc-
ción de una Propuesta de Constitución Política 
del Estado (Organizaciones matrices del Pacto de 
Unidad, 2010, pág. 19)

La Marcha Indígena por el Territorio y la Digni-
dad de 1990 transformó el imaginario y escenario 
tanto “público como político tradicional; grupos 
indígenas de tierras altas y tierras bajas se en-
contraron para marchar juntos hacia La Paz. La 
demanda territorial y la obtención de siete te-
rritorios indígenas por decreto presidencial posi-
cionaron el planteamiento de las organizaciones 
indígenas y originarias en defensa de la tierra y 
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el territorio (Postero 2005). Dos años después, el 
Congreso Ordinario de la CSUTCB (Confedera-
ción Sindical Única de Trabajadores Campesinos 
de Bolivia), al calor de los debates y acciones por 
los 500 años de la conquista de América, decide 
instalar la Asamblea de Nacionalidades Origi-
narias con el objetivo explícito de recuperar la 
tierra y el territorio usurpados a los pueblos in-
dígenas y originarios. Los testimonios de aquella 
época dicen explícitamente: “Que nos devuelvan 
lo que es nuestro”; “que nos devuelvan nuestro te-
rritorio”; “que se vayan los que se han apropiado 
de la tierra y de los recursos naturales”; “tenemos 
que luchar por nuestro territorio para garantizar 
el futuro de nuestros hijos en nuestras propias 
comunidades”.

Ahora se trata de hacer un balance para analizar 
de qué manera, en el nuevo texto, se logró trans-
formar o reproducir el modelo actual. La inten-
cionalidad política principal era romper la lógica 
de los modelos de gestión promovidos por el Es-
tado, fundamentados en lo económico privatista, 
y dirigidos por instancias administrativas que es-
capaban al control constitucional y de cualquier 
otro poder del Estado. 

El Pacto de Unidad planteó una propuesta inte-
gral sobre la materia, en el entendido de que un 
régimen de recursos naturales garantizaba la au-
tonomía de principios orientadores, filosofía pro-
pia y el respeto a la dimensión y la importancia 
que estos revisten para los pueblos indígenas y 
el conjunto de la nación; en la tradición jurídica 
boliviana, las normas predominantes han sido fa-
vorables a la dimensión económica, desligado de 
elementos sociales, espirituales y otros. La AC 
dividió el abordaje de este tema en 6 comisiones, 
cuyos informes de mayorías se compatibilizaron, 
dando lugar al título II Medio ambiente, recur-
sos naturales, tierra y territorio (Parte II de la 
NCPE), que definió una serie de disposiciones 
generales aplicables a todos los recursos, y que 
luego, en capítulos independientes, dispuso con-
tenidos diferenciados, como se analizará en este 
acápite. Comisiones de la AC que abordaron te-

mas relacionados con tierra, territorio y recursos 
naturales.  

El mandato para la Asamblea Constituyente  con 
relación a la fórmula de propiedad de los recursos 
naturales era la siguiente: dominio y propiedad 
para el pueblo; administración para el Estado 
y uso y aprovechamiento para indígenas en sus 
territorios o concesiones privadas. Lo importan-
te era posicionar al pueblo como propietario en 
lugar del Estado. Con ese cambio, se buscaba 
“evitar lo que había pasado con administraciones 
públicas que privatizaron las riquezas nacionales, 
como Sánchez de Lozada que por decreto regla-
mentario entregó los campos petroleros a empre-
sas privadas y esto derivó en la pérdida del con-
trol del excedente económico, la externalización 
de las riquezas, la reproducción de la pobreza 
y el debilitamiento de la soberanía económica y 
política del país”. 

Fórmula, que fue ampliamente debatida, porque 
a juicio de los pueblos indígenas implicaba salirse 
de lo acordado por el Pacto de Unidad, que con-
sistía en que los derechos indígenas irían primero 
y no en un segundo plano como había quedado 
luego de que se reconoció la propiedad de los re-
cursos para todo el pueblo, quedando para los 
indígenas sólo el reconocimiento del uso exclusi-
vo de los recursos naturales. De manera que los 
indígenas sólo tienen el reconocimiento del uso, 
más no de la propiedad de los recursos naturales, 
todos los bolivianos y bolivianas tenemos la pro-
piedad de éstos, y el Estado sólo los administra 
en función al interés colectivo.

La Constitución que ha sido impulsada por la 
acción social, y redactada por primera vez por 
una Asamblea Constituyente exclusivamente for-
mada para ello, refrendada por voto popular en 
referéndum para su puesta en vigencia reconoce 
y faculta ejercitar las acciones legales en defensa 
de las áreas protegidas, por ende, el derecho al 
medio ambiente y a los recursos naturales, por-
que son el pulmón de los bolivianos y bolivianas. 

Ahora bien, un área protegida es concebida como 
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un espacio físico destinado a la conservación de 
los recursos naturales, tanto renovables como no 
renovables, para preservar el equilibrio del eco-
sistema, así como la biodiversidad. La protección 
se realiza en bien de los propios pobladores de 
la zona y de todos los habitantes del país, por lo 
que se considera como una obligación de todos 
el llevarla a cabo, sean pobladores de la región 
o foráneos, autoridades o población civil. Es por 
ello, que precautelando las áreas protegidas éstas 
han sido constitucionalizadas en el artículo 385.I 
de la CPE estableciendo que éstas “constituyen 
un bien común y forman parte del patrimonio na-
tural y cultural del país; cumplen funciones am-
bientales, culturales, sociales y económicas para 
el desarrollo sustentable”.  

A partir de dicho mandato la responsabilidad de 
la conservación del área protegida no es sólo por 
el hecho de vivir en la zona sino que ésta se ex-
tiende como responsabilidad de todos los bolivia-
nos y bolivianas y más aún del Estado a través 
de todos sus niveles de gobierno y a través de 
todas sus instituciones de control y defensa del 
patrimonio natural y cultural de los bolivianos, 
de ahí que en un área protegida, los recursos se 
pueden usar sólo para el consumo y satisfacción 
de las necesidades de los pobladores, donde no se 
puede ni explorar menos explotar con otros fines.

El haberse constitucionalizado a las áreas prote-
gidas como un bien común de todos los bolivia-
nos y bolivianas, así como patrimonio natural y 
cultural, ninguna autoridad, como fue en el pa-
sado, pueden limitar sus funciones ambientales, 
culturales, sociales y económicas, mismas que en 
especial la última no se puede entender sino va 
ligada a las otras, el querer a nombre de “extre-
ma pobreza” ordenar la exploración y aprovecha-
miento de las mismas es inconstitucional.

Sólo a través de una reforma total de la Cons-
titución Política del Estado, porque se trata de 
la afectación a sus bases fundamentales, a tra-
vés de una Asamblea Constituyente Originaria, 
plenipotenciarias, activada por voluntad popular 
mediante referendo y aprobada mediante referen-
do aprobatorio, los bolivianos y bolivianas po-
dríamos  en un futuro autorizar trabajos de ex-
ploración petrolera e incluso minera en las áreas 
protegidas, mientras tanto ninguna Ley y menos 
decreto alguno, puede desconocer el mandato 
constitucional referido, si se hiciera ello, sería ir 
contra la lucha y la voluntad soberana de  todo 
un pueblo, que dio su vida por la defensa de los 
recursos naturales, pues las áreas protegidas son 
tan vitales como lo son los órganos en nuestro 
cuerpo, por ello éstas deben mantenerse sanas e 
íntegras. 

3. LA PROCURADURÍA GENERAL DE ESTADO, TIENE 
COMO FUNCIÓN DEFENDER EL PATRIMONIO DEL  
ESTADO

Por voluntad del Pueblo Soberano, se incorpora 
en la Asamblea Constituyente en el texto cons-
titucional a la Procuraduría General del Estado 
(Asamblea Constituyente, 2007), porque se can-
só de tanto atropello por las autoridades de tur-
no, que por ser electos pretendían ser dueños de 
nuestros recursos naturales, hacían y deshacían 
con los mismos, de ahí que se crea esta supra 
institución para que defienda los intereses patri-
moniales de las bolivianas y bolivianos; con total 
autonomía administrativa del Órgano Ejecuti-

vo en todos los niveles de Gobierno aunque el 
Procurador sea designado por el Presidente y no 
mediante concurso de méritos, tiene el deber de 
defender los intereses patrimoniales del Estado.

El Pacto de Unidad, definió que, la designación 
del abogado defensor del Estado, tenía que ser 
por el cuerpo colegiado que representa a cada 
uno de las y los bolivianos, la Asamblea Legisla-
tiva Plurinacional: “El Procurador o Procuradora 
General de la Nación será nominado o nominada 
por la Asamblea Plurinacional para un período 
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de cuatro años, de terna integrada por candi-
datos del presidente, del Tribunal Supremo de 
Justicia y el Consejo de Secretarios de Estado”. 
(Organizaciones matrices del Pacto de Unidad, 
2010, pág. 193) propuesta que fue respetada en 
la Comisión de Justicia de la Asamblea Consti-
tuyente.

Por mandato Constitucional del artículo 229 de 
la CPE “La Procuraduría General del Estado es 
la institución de representación jurídica pública 
que tiene como atribución promover, defender y 
precautelar los intereses del Estado” desarrollan-
do sus funciones en tres importantísimas áreas 
del interés público que son: Inversiones, Medio 
Ambiente y Derechos Humanos”.

Lo citado nos permite señalar que la Procuradu-
ría General del Estado por mandato constitucio-
nal tiene el deber de defender el patrimonio del 
Estado, por lo tanto, las áreas protegidas que son 
patrimonio natural y cultural de todos los boli-
vianos y bolivianas, buscan la protección de un 
medio ambiente sano, por ende, la Procuraduría 
General del Estado, debe atender la presente de-
nuncia en el marco de lo establecido en la Cons-
titución y la Ley N° 64.

El rol de la Procuraduría General del Estado, 
conforme lo establece la jurisprudencia del Tri-
bunal Constitucional es el siguiente: 

“En efecto, por el tenor del art. 229 de la CPE, 
se instituye que la Procuraduría General del Es-
tado, es la institución de representación jurídica 
pública, cuyas atribuciones son las de promover, 
defender y precautelar los intereses del Estado, 
siendo estos roles el objeto orgánico de esta en-
tidad; en ese contexto y en una interpretación 
sistémica, debe establecerse que los medios para 
conseguir este objeto funcional, están dados por 
las funciones propias de este órgano, disciplina-
das en el art. 231 de la CPE, las cuales siguiendo 
una taxonomía acorde y armonizable con el obje-
to orgánico de la entidad, podrían catalogarse en 
dos esenciales: a) el ejercicio de la representación 
del Estado, cuya gran manifestación se plasma en 

el rol de parte procesal atribuida a la Procuradu-
ría General del Estado; y, b) el ejercicio de roles 
de supervisión. 

En una interpretación teleológica, debe señalarse 
que la finalidad del diseño de la Procuraduría 
General del Estado, en armonía con las pautas 
axiomáticas y los fines esenciales del Estado Plu-
rinacional de Bolivia y de acuerdo a los criterios 
antes precisados, es asegurar la defensa de los 
intereses del Estado, a través de una eficaz repre-
sentación; por tanto, es imperante precisar que 
a la luz de teoría del Derecho y por mandato 
constitucional, de acuerdo al objeto orgánico de 
la Procuraduría General del Estado, en el campo 
de la representación procesal, la función consti-
tuyente, asignó una representación procesal a la 
Procuraduría General del Estado, órgano públi-
co que tiene la aptitud legal para el ejercicio de 
dicha representación de forma directa, supuesto 
fáctico en virtud del cual, esta entidad, al tener 
como misión esencial la defensa de los intereses 
del Estado, está legitimada activamente para ser 
parte procesal en causas o controversias de índo-
le jurisdiccional o administrativo y en el ámbito 
interno o internacional. En ese marco, interpre-
tando sistémicamente los arts. 229 y 231 de la 
CPE, cuando sean las entidades públicas las que 
ejerzan directamente la representación de las en-
tidades públicas y por ende sean estas parte pro-
cesal en causas jurisdiccionales o administrativas, 
el rol de la Procuraduría General del Estado, será 
el de supervisar a las unidades jurídicas de la 
administración pública en cuanto a su actuación 
procesal, entendimiento que además bajo un cri-
terio de interpretación “desde y conforme a la 
Constitución”, armoniza los mandatos insertos en 
los arts. 8 de la Ley 64, así como los arts. 5 y 6 
del DS 788 de 5 de febrero de 2011.

Ahora bien, esta representación procesal direc-
ta atribuida por la función constituyente a la 
Procuraduría General del Estado, no solamente 
comprende a causas jurisdiccionales o adminis-
trativas, sino también a acciones de defensa que 
deban ser activadas para el ejercicio del control 
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de constitucionalidad en relación a decisiones ju-
risdiccionales o actos administrativos, emergen-
tes de causas en las cuales se ejerció la represen-
tación directa del Estado, postulado acorde con 
el tenor literal de la última parte del art. 231.2 de 
la CPE.. (Tribunal Constitucional Plurinacional, 
pág. SCP 353/2012)

De ahí que, con relación a las áreas protegidas, 
se fue claro en la Constituyente, que “constituyen 
un bien común y forma parte del patrimonio na-
tural y cultural del país. (Art. 385.I de la CPE), 
estableciendo la institución de defensa, dándole el 
poder al Procurador o la Procuradora que tiene 

4. NEGATIVA DE DEFENSA DEL PATRIMONIO NATURAL Y 
CULTURAL POR PARTE DE LA PROCURADURÍA  
CONTRA DECRETO SUPREMO QUE ORDENA EXPLO-
RAR Y EXPLOTAR NUESTRAS ÁREAS PROTEGIDAS

del patrimonio natural y cultural del país; porque 
cumplen funciones ambientales, culturales, socia-
les y económicas para el desarrollo sustentable. 
(Artículo 385.I de la CPE).

Otro hecho que determina el Decreto es el apro-
vechamiento de los recursos hidrocarburiferos en 
áreas protegidas y para ello permite desarrollo de 
actividades hidrocarburiferas de exploración en 
las diferentes zonas y categorías de áreas protegi-
das, como si fuera el bien de los gobernantes de 
turno, cuando éstas son un bien común que forma 
parte de patrimonio natural y cultural de cada 
boliviano y boliviana.

En resumen, el Decreto si bien pretende disfrazar 
la intencionalidad, señalando que se quiere com-
batir la extrema pobreza, justificación de “extre-
ma pobreza” con un entendimiento muy amplio, 
nacido de una concepción occidental, aspecto que 
el  Gobierno del ex presidente, se ha apartado de 
su concepción discursiva, pues estuvo como los an-
teriores gobiernos, con la gran diferencia, que éste 
organizaba grandes eventos de respeto a la Madre 
Tierra, y se enarbolaba internacionalmente de ser 

el deber de defender el patrimonio del pueblo bo-
liviano y no a los mandatarios de turno. Por ello, 
es que la Procuraduría General del Estado tiene 
como atribución promover, defender y precaute-
lar los intereses del Estado (Art. 229 de la CPE) 
y es su función defender judicial y extrajudicial-
mente los intereses del Estado (…) en resguardo 
de la soberanía, de los bienes, del patrimonio  e 
intereses del Estado (Art. 8 de la Ley 64) (Asam-
blea Legislativa Plurinacional , 2010) por lo tanto 
es su deber y su función asumir la defensa judicial 
y extrajudicial de las áreas protegidas, porque 
son patrimonio del país.

El Decreto Supremo 2366 de 20 de mayo de 2015 
(Evo Morales y Ministros , 2015) tiene por objeto 
establecer las medidas para el aprovechamiento 
de los recursos hidrocarburíferos en todo el terri-
torio nacional, en el marco de su carácter consti-
tucional, estratégico y de interés público para el 
desarrollo del país; vinculado a la reducción de 
la extrema pobreza en comunidades que habitan 
las áreas protegidas y la gestión integral de los 
sistemas de vida. 

Este Decreto autoriza el desarrollo de actividades 
hidrocarburíferas en todas las áreas protegidas 
del país bajo el argumento de la reducción de la 
extrema pobreza, permitiendo el “desarrollo de 
actividades hidrocarburíferas de exploración en 
las diferentes zonas y categorías de áreas prote-
gidas”.

Dicho decreto vulnera el régimen de recursos na-
turales de la Constitución Política del Estado que 
establece que: “los recursos naturales son de pro-
piedad y dominio directo, invisible e imprescrip-
tible del pueblo boliviano” y dispuso que las áreas 
protegidas son un bien común y forman parte 
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defensor y respetuoso del ambiente, cuestionando 
al extractivismo de los gobiernos anteriores, con 
un discurso hipócrita a nivel internacional. En 
resumen la decisión gubernamental asumida en el 
Decreto Supremo 2366, abre las áreas protegidas 
a la actividad hidrocarburífera sin respeto alguno 
al artículo 381.I de la CPE, “legaliza” el trastoca-
miento de las áreas protegidas, riqueza natural y 
patrimonio de los bolivianos, en áreas destinadas 
al extractivismo y casi de inmediato iniciaron las 
negociaciones con las empresas transnacionales 
para suscribir contratos sobre áreas de la nueva 
frontera petrolera, de los cuales cinco afectan a 
Áreas Protegidas Nacionales.

Lo alarmante es que a partir de este decreto se 
modifica radicalmente la estructura del área pro-
tegida, por decir lo menos, pues según la norma 
el descubrimiento de un yacimiento, con caracte-
rísticas de comercialización dentro de cualquier 
Área Protegida, permite a la empresa demandar 
ante el SERNAP la reconfiguración de las carac-
terísticas internas del parque, vale decir que por 
ejemplo, en el caso de una zonificación (protección 
irrestricta, uso moderado, recuperación natural, 
uso intensivo no extractivo y otros) a demanda 
de las petroleras interesadas, el área protegida y 
su zonificación sería replanteada, constituyendo 
un riesgo mayor para la zona protegida y el eco 
sistema natural de las áreas conforme a los crite-
rios de explotación y no sobre criterios de conser-
vación y protección. Dicho de otra forma, el DS 
2366 es un certificado de defunción  para nuestro 
patrimonio Natural.

Asumimos que el Vivir Bien es un principio trans-
versalizado en la Constitución Política del Estado 
y justamente su esencia es en ver a un Estado 
que no sea depredador de la naturaleza, aprove-
che de manera sustentable los recursos naturales 
y la biodiversidad manteniendo el equilibrio del 
medio ambiente, para que todos los bolivianos 
y bolivianas en el marco de nuestro derecho a 
un habitad adecuado, dignifiquemos nuestra vida 
familiar y comunitaria, en condiciones ambienta-
les y materiales que permitan la satisfacción de 

necesidades vitales y de supervivencia no sólo de 
nuestra especie, sino de la flora y la fauna que 
está en proceso de extinción en las áreas pro-
tegidas, por lo que es un derecho que debe ser 
garantizado primero por el Estado y luego por 
los particulares. 

Por todo lo expuesto, la defensa de las áreas 
protegidas, como patrimonio de los bolivianos 
y las bolivianos es el deber de todos exigir que 
los servidores públicos del órgano ejecutivo del 
nivel central respeten, exigiendo la abrogación 
del Decreto Supremo 2366 y suspendiendo defi-
nitivamente todas las actividades de exploración 
hidrocarburífera porque nuestras áreas protegi-
das serán contaminadas, destrozadas, generando 
formas salvajes de contaminación y destrozo del 
medio ambiente, vulnerando nuestro derecho a 
un habitad para nosotros y para las generaciones 
venideras porque permite el desarrollo de acti-
vidades hidrocarburíferas de exploración en las 
diferentes zonas y categorías de áreas protegi-
das, decreto que vulnera el mandato del Pueblo 
Constituyente, que pidió Asamblea Constituyen-
te para proteger las áreas protegidas, para que 
los recursos naturales sean de los bolivianos y 
bolivianas y no del “Estado” porque a nombre 
de “Estado” todos los Presidentes hicieron lo que 
quisieron con nuestra madre tierra.

Es por ello que la Asamblea Constituyente cons-
titucionaliza que es deber de todo boliviano y 
boliviana proteger y defender los recursos natu-
rales y un medio ambiente adecuado ( Art. 108 
numerales15 y16 de la CPE), que es función del 
Estado a través del poder público (Art. 12.I de la 
CPE) promover y garantizar el aprovechamiento 
responsable y planificado de los recursos natura-
les con la conservación del medio ambiente (Art. 
9 numeral 6 de la CPE), que comete traición a 
la patria quien viole el régimen de los recursos 
naturales (Art. 124.I numeral 2 de la CPE), y 
que los recursos naturales son de propiedad y 
dominio directo, indivisible, imprescriptible del 
pueblo boliviano (Art. 349.I de la CPE), no de 
los gobernantes de turno.
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Pero en Bolivia, lastimosamente la Constitución, 
es pisoteada por todos los gobiernos de turno, de-
mostrar ello, como prueba dos notas que se hicie-
ron en diferentes años y a la cabeza de diferentes 
partidos políticos en función de Gobierno:

En el marco de la Constitución Política del Esta-
do (Asamblea Constituyente & Congreso, 2009) 
y la Ley N° 64 “Ley de la Procuraduría General 
del Estado” (Asamblea Legislativa Plurinacional 
, 2010) y la Resolución Procuradurial N°  113 -12 
que pone en el Reglamento de Tratamiento de 
Denuncias y Reclamos (Procuraduría General del 
Estado, 2012), el 18 de noviembre de 2015, me-
diante nota remitida al representante del Procu-
rador General del Estado en el Departamento de 
Tarija, se solicitó la defensa de las áreas protegi-
das de Tariquía y Aguarague por ser patrimonio 
de todos los bolivianos y bolivianas ante la vi-
gencia del Decreto Supremo 2366 del Presidente 
Evo Morales Ayma que autoriza “el desarrollo de 
actividades hidrocarburíferas de exploración en 
las diferentes zonas y categorías de áreas protegi-
das” (Alfaro & Calvimontes , 2016). 

Pero por razones de “puro formalismo” el repre-
sentante departamental del Procurador General 
del Estado en Tarija, rechazó la solicitud de de-
fensa, en la que se denuncia que el Decreto Su-
premo 2366 que las exploraciones y explotaciones 
causarán daños medioambientales graves al de-
partamento; cuando era su deber realizar el tra-
tamiento de la solicitud de defensa, razón por la 
que se publicó en una página web https://secure.
avaaz.org la nota indicada para que se aúnen es-
fuerzos y sea una petición colectiva pero no llegó 
ni a las 200 firmas. (Calvimontes Calvimontes M. 
, 2015)

A los 4 años, con la esperanza que, al cambiar el 
Gobierno, el 26 de noviembre de 2019, a los pocos 
días de que asumió el gobierno Jeanine Añez, se 
presentó el memorial solicitando al nuevo Pro-
curador General del Estado que asuma la defen-
sa de las áreas protegidas y abrogue el Decreto 
Supremo N° 2366 que ordena la exploración y 

explotación de todas las áreas protegidas porque 
es el decreto que permite la suscripción de los 
contratos y el ingreso de la petrolera a Tariquía. 
Copia del memorial fue presentado al Comité Cí-
vico, al ex Ministro de Hidrocarburos, a la Mi-
nistra de Medio Ambiente del Gobierno de Añez, 
pero jamás respondieron, les pedí que se sumen a 
mi solicitud de defensa, y pese a que el Procura-
dor era de su misma línea política, jamás dijeron 
nada, peor la Procuraduría, ni respuesta dio en 
más de un año.

En los hechos han gobernado con Añez, y no 
hicieron lo que debieron hacer, no abrogaron 
el D.S. 2366 teniendo la posibilidad de hacerlo 
porque no estaba el MAS-IPSP gobernando, no 
necesitaban más que voluntad de defender nues-
tras áreas protegidas (Calvimontes Calvimontes 
M. L., Tariquía, nuestra área protegida, por nin-
gún político fue defendida, 2021). Como ganó el 
MAS-IPSP, lo primero que hizo el nuevo Pro-
curador del Estado, ex asesor de Evo Morales, 
rechazó la solicitud de defensa de las áreas prote-
gidas señalando que no “es posible atender su de-
nuncia” (nota PGE-DESP-SPDRLE-DGDDHMA 
No 001852) (Calvimontes, 2020), respuesta que 
era lógica en razón que quien había promulgado 
el Decreto Supremo fue Morales, su ex cliente, 
y porque además de la abrogación se pedía que 
se inicie proceso penal por traición a la patria al 
ex presidente y a los ex ministros. (Calvimontes 
Calvimontes M. L., Procuraduría Allana camino 
a explotación gasífera en Tariquia, 2020)

5. CONCLUSIÓN
Por lo expuesto, y en concordancia con la Cons-
titución Política del Estado y la Ley N° 64 “Ley 
de la Procuraduría General del Estado” y la Re-
solución Procuradurial N°  113 -12 que pone en el 
Reglamento de Tratamiento de Denuncias y Re-
clamos, en dos oportunidades en los años 2015 y 
2019, ejerciendo el deber de denunciar contra vul-
neración al régimen de recursos naturales como 
ex asambleísta Constituyente se presentaron dos 

https://secure.avaaz.org
https://secure.avaaz.org
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denuncias ante la Procuraduría General del Es-
tado pero en ambas oportunidades, las denuncias 
fueron rechazadas, con diferentes argumentos, sin 
siquiera haber cumplido el tratamiento estableci-
do en el respectivo Reglamento.

Esto demuestra que la Procuraduría no cumple 
su mandato constitucional de defender el patri-
monio natural y cultural del Estado que son las 
áreas protegidas, pese a ser bien común de todos 
los bolivianos y bolivianas, convirtiéndose en fie-
les servidores del Presidente y no servidores pú-
blicos, vulnerando dicha designación el mandato 
del Pacto de Unidad, que propuso que esta auto-
ridad sea nominado o nominada por la Asamblea 
Plurinacional para un período de cuatro años, de 
terna integrada por candidatos del Presidente, 
del Tribunal Supremo de Justicia y el Consejo 
de Secretarios de Estado y no por el gobernante 
de turno (Organizaciones matrices del Pacto de 
Unidad, 2010, pág. 193), como lastimosamente se 
aprobó porque muchos Constituyentes obedecían 
a lo que el ex Vicepresidente, disponía.

Se reflexionó en el presente artículo cómo en los 
Gobiernos, de Evo Morales Ayma, de Jeanine 
Añez, y de Arce, quienes designaron a los 
Procuradores, los primeros rechazaron la primera 
denuncia, el Procurador de Añez, ni siquiera 
respondió en más de un año de Gobierno, y el 

Gobierno de Arce, respondió señalando no tener 
competencia para ello, pese a que en la denuncia 
se demostró la vulneración del régimen de los 
recursos naturales por parte del ex Presidente 
Evo Morales Ayma y los ex ministros.

Se reflexionó que las áreas protegidas son bien 
común de todos los bolivianos y bolivianas y pa-
trimonio natural y cultural del Estado, y cómo 
el Decreto Supremo 2366 permite la exploración 
y la explotación de éstas en todo el país, y que 
por ello las denuncias buscaban que los Gobier-
nos abroguen el Decreto Supremo 2366 porque 
vulnera el régimen de recursos naturales y afec-
ta el medio ambiente, suspendiéndose de manera 
definitiva toda actividad exploratoria, y se inicie 
contra Juan Evo Morales Ayma y los ex Minis-
tros que firmaron el Decreto Supremo N° 2366 
proceso penal por traición a la patria conforme 
lo establecido en el artículo 124.I numeral 2 de 
la CPE.

Por lo que la Procuraduría General del Estado, 
allanó el camino a la explotación gasífera de Ta-
riquía al rechazarse por segunda vez, el memo-
rial que buscaba dejar sin efecto la exploración 
y explotación de hidrocarburos en Tariquía, no 
cumpliendo el mandato constitucional de defensa 
de los recursos naturales.
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Resumen
El presente artículo científico examina la Con-
vención Interamericana contra toda forma 
de discriminación e Intolerancia en Bolivia 
(A-69), acuerdo internacional suscrito por la 
Asamblea General de Estados Americanos el 
5 de junio del 2013 en La Antigua, Guatema-
la, firmado por Bolivia el 10 de marzo del 2015 
pero que no fue ratificado, surge las siguien-
tes interrogantes, ¿es de aplicación directa y 
obligatoria?, ¿puede ser considerado parte del 
Bloque de Constitucionalidad según art. 410 
de la Constitución Política del Estado?, de 
acuerdo a los fines que persigue el convenio 
internacional ¿qué casos de discriminación 
se refiere y qué derechos pueden verse 
afectados?, ¿es factible a que sea sometido a 
un análisis de inconstitucionalidad?, en este 
sentido de acuerdo a la metodología utilizada 
para la investigación que es la revisión 
de fuentes documentales, referente a la 
aplicabilidad de los convenios internacionales 
firmados pero no ratificados y a considerar 
su inconstitucionalidad, tomando como 
referencia la Convención de Viena, la 
Constitución Política del Estado y la Ley 
410, sobre la aplicabilidad del mencionado 
Convenio A-69, se llega a la conclusión de su 
no aplicabilidad y la necesidad del Control 
de Inconstitucionalidad.

Abstract
This scientific article examines the In-
ter-American Convention against all forms 
of discrimination and intolerance in Bolivia 
(A-69), an international agreement signed by 
the General Assembly of American States on 
June 5, 2013 in La Antigua, Guatemala sig-
ned by Bolivia on March 10 of 2015 but it 
was not ratified, the following questions ari-
se, is it of direct and obligatory application? 
It can be considered part of the Constitutio-
nality Block according to art. 410 of the Po-
litical Constitution of the State?, according 
to the purposes pursued by the international 
convention, to which cases of discrimination 
does it refer and which rights may be affec-
ted? Is it feasible for it to be subjected to 
an analysis of unconstitutionality? meaning 
according to the methodology used for the 
investigation, which is the review of docu-
mentary sources, referring to the applicabi-
lity of international conventions signed but 
not ratified and considering their unconsti-
tutionality, taking as reference the Vienna 
Convention, the Political Constitution of the 
State and the Law 410, on the applicability 
of the aforementioned Agreement A-69, con-
cludes that it is not applicable and the need 
for Unconstitutionality Control.

Palabras clave: Convenio, Discriminación,  
Intolerancia, Ratificación, Adhesión, Aplicabili-
dad, Control de Inconstitucionalidad.

Key Words: Convention, Discrimination, 
Intlerance, Ratification, Accession, Applicabili-
ty, Control of Unconstitutionality.
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1. Introducción 
El miércoles 5 de junio de 2013 se suscribe en 
La Antigua, Guatemala, la Convención Intera-
mericana Contra Toda Forma de Discriminación 
e Intolerancia (A-69), instrumento adoptado por 
la Asamblea General de la Organización de Es-
tados Americanos, convención con características 
similares a la Convención Interamericana contra 
el Racismo, la Discriminación Racial y Formas 
Conexas de Intolerancia (A-68). 

Ambos acuerdos se tratan de instrumentos de 
derechos humanos que reconocen la dignidad in-
herente de las personas y la igualdad entre los 
seres humanos, buscando prevenir, eliminar, pro-
hibir y sancionar los actos y manifestaciones de 
intolerancia, discriminación y racismo tanto en 
el ámbito de la vida pública como privada y que 
involucran al Estado en todos sus aspectos e, in-
clusive, a ser sujeto directo de observación tanto 
de la Comisión como de la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos, al no aplicar sus disposi-
ciones en el derecho interno de los estados miem-
bros. 

En este sentido, nuestro Estado Plurinacional de 
Bolivia, firma ambos convenios, juntamente con 
otros países que pertenecen a la OEA, pero la 
gran mayoría de los países, solo suscribieron con 
la firma pero no con la ratificación, ni con el 
pago del depósito de adhesión, es decir que es un 
convenio internacional que data del año 2013 y 
que no se encuentra adherido ni ratificado, que 
por alguna razón es que a la mayoría de los paí-

ses hasta la fecha que se escribe estas líneas, no 
asumieron dicho compromiso. 

De acuerdo con los datos obtenidos por el Re-
gistro de Tratados y Convenios suscritos por 
la OEA (OEA, 2009a), los países que firman la 
Convención Interamericana contra Toda Forma 
de Discriminación e Intolerancia (A-69) son: Ar-
gentina, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Costa 
Rica, Ecuador, Haití, Panamá, Perú y solo los 
países que firman y ratifican dicho convenio Mé-
xico y Uruguay, a esto nace la interrogante ¿Por 
qué solo dos países ratifican y se adhieren al Con-
venio A-69?, ¿es posible que este convenio pueda 
contener disposiciones que involucran más allá al 
derecho interno de los estados miembros?, en este 
sentido es que se realiza la presente investiga-
ción para determinar si lo que busca este conve-
nio vendría a afectar derechos fundamentales del 
derecho interno y que en este contexto ¿puede 
considerarse como un convenio con característi-
cas inconstitucionales?

Por lo que en el presente artículo primeramente 
se presentará una descripción general y caracte-
rísticas de lo que contiene el texto de dicha con-
vención, para luego analizar el carácter de la no 
obligatoriedad de su aplicación por la no adhe-
sión y no ratificación, los derechos fundamentales 
que podrían verse afectados dentro del derecho 
interno y si procede considerarlo como inconsti-
tucional en el Estado Plurinacional de Bolivia, 
es decir de someterse a un control de constitu-
cionalidad. 



TJ 71

― Gonzales Ibáñez Ximena Carola 

Tribuna Jurídica Revista Científica, Vol.2  Nro.2, agosto 2021, ISSN: 2707-4153

1 2 3 4 5  6 7 8

2. Descripción y características del texto de la Convención Intera-
mericana contra Toda Forma de Discriminación e Intolerancia 
(A-69) 

La Convención Interamericana Contra Toda For-
ma de Discriminación e Intolerancia (A-69), se 
encuentra compuesto de 5 Capítulos y 22 artícu-
los, de los cuales se resume: 

 { El Capítulo I con un solo artículo 
muy extenso y reiterativo, en cuan-
to a las definiciones de la discrimi-
nación, la no discriminación y la 
intolerancia, porque define de ma-
nera detallada a la discriminación, 
diferenciando dos clases de discri-
minación, puntualiza a lo que no se 
considera discriminación y define la 
intolerancia.  
La discriminación es definida como: 
“cualquier distinción, exclusión, res-
tricción o preferencia, en cualquier 
ámbito público o privado, que tenga 
el objetivo o el efecto de anular o 
limitar el reconocimiento, goce o 
ejercicio, en condiciones de igualdad, 
de uno o más derechos humanos o li-
bertades fundamentales consagrados 
en los instrumentos internacionales 
aplicables a los Estados Partes”.  
(tratados multilaterales interamerica-
nos A-69 discriminacionintolerancia.
pdf, s. f.).  
Posteriormente en el punto 2 y 3 
del Artículo 1 hace una diferencia 
conceptual de dos clases de Discrimi-
nación: La Discriminación Indirecta 
para aquella que se efectúa en una 
esfera pública o privada, refiriéndose 
a una disposición o práctica aparen-
temente neutra pero que es suscep-
tible de implicar una desventaja y la 
Discriminación Múltiple o Agravada 
para aquella que denota preferencia, 

distinción, exclusión o restricción 
basada de forma concomitante que 
tenga por objetivo o efecto anular 
o limitar, el reconocimiento, goce o 
ejercicio, en condiciones de igualdad, 
de uno o más derechos humanos y 
libertades fundamentales.  
Es clara la diferencia que el Conve-
nio hace para no considerar discri-
minación y se refiere para aquellas 
medidas especiales o acciones afir-
mativas siempre que no impliquen el 
mantenimiento de derechos separa-
dos para grupos distintos.  
Concluyendo el artículo 1 con la de-
finición de intolerancia para aquellos 
actos o manifestaciones que expresen 
el irrespeto, el rechazo o desprecio 
de la dignidad con convicciones u 
opiniones de los seres humanos por 
ser diferentes o contrarias, pudien-
do manifestarse como marginación 
y exclusión de la participación en 
cualquier ámbito de la vida pública 
o privada de grupos en condiciones 
de vulnerabilidad o como violencia 
contra ellos.  
Se pone de manifiesto que todas las 
definiciones mencionadas en el artí-
culo 1 de la Convención las relaciona 
con derechos humanos o libertades 
fundamentales consagrados en los 
instrumentos internacionales aplica-
bles a los Estados Partes. 

 { El Capítulo II sobre los Derechos 
Protegidos, que generaliza a todo ser 
humano y se puntualiza en el artículo 3:  
“Todo ser humano tiene derecho al 
reconocimiento, goce, ejercicio y pro-



ANÁLISIS A LA CONVENCIÓN INTERAMERICANA CONTRA TODA  
FORMA DE DISCRIMINACIÓN E INTOLERANCIA A-69 

TJ72 Tribuna JurídicaRevista Científica, Vol.2  Nro.2, agosto 2021, ISSN: 2707-4153

1 2 3 4 5  6 7 8

tección, en condiciones de igualdad, 
de todos los derechos humanos y li-
bertades fundamentales consagra-
dos en sus leyes nacionales y en los 
instrumentos internacionales apli-
cables a los Estados Partes, tanto 
a nivel individual como colectivo”. 
(tratados multilaterales interamerica-
nos A-69 discriminacion intolerancia.
pdf, s. f.). 

 { El Capítulo III sobre los Deberes del 
Estado, en el que incluye 15 actos que 
obligan a los Estados a adoptar por 
sobre todo para prevenir, prohibir, eli-
minar y sancionar actos de discrimi-
nación e intolerancia incluyendo una 
serie de actos concernientes al apoyo 
público y privado de actividades de 
discriminación, publicación, circula-
ción por cualquier medios de comu-
nicación, incluida internet cualquier 
material que defienda la discrimina-
ción y la intolerancia (en este acápite 
se denota una restricción a la liber-
tad de expresión), la violencia moti-
vada, actos que apruebe, justifique o 
defienda actos que constituya geno-
cidio, crímenes de lesa humanidad. 
Establece el compromiso de establecer 
políticas en especial, al compromiso 
de crear una “Institución Nacional” 
(Artículo 13) para dar seguimiento al 
cumplimiento de la convención, con 
el compromiso de promover la coope-
ración internacional para su cumpli-
miento. (Negrilla propia del presente 
artículo). 

 { El Capítulo IV establece los Meca-
nismos de Protección y Seguimiento 
de la Convención, en la que cualquier 
persona o grupo de personas puede 
presentar ante la Comisión Intera-
mericana de Derechos Humanos pe-

ticiones con denuncias o quejas por 
violación de la Convención por un 
Estado parte, más aún para aquellos 
Estados que realizaron la ratificación 
o adhesión, aplicándole todas las nor-
mas procedimentales de la Comisión 
en caso de cualquier incumplimien-
to, pudiendo inclusive generar con-
sultas para su efectiva aplicación, 
como así también la competencia de 
la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, establece la creación de 
un “Comité Interamericano para la 
Prevención y Eliminación del Racis-
mo, la Discriminación Racial y To-
das las Formas de Discriminación e 
Intolerancia” (Artículo 15 parágrafo 
IV) mediante la designación de un 
experto con funciones independien-
tes nombrado por cada Estado Par-
te para monitorear los compromisos 
asumidos en la Convención, constitu-
yéndose como foro de intercambio de 
ideas, examinar el progreso de las ac-
tividades de los Estados, establecién-
dose además una serie de requisitos 
de cumplimiento para las reuniones 
de dicho Comité. (Negrilla propia del 
presente artículo). 

 { El Capítulo V establece las Dis-
posiciones Generales, entre ellas las 
concernientes a la Interpretación con 
relación a la legislación interna de los 
Estados Partes, a la ratificación por 
parte de los Estados, los depósitos de 
adhesión ante la Secretaria General 
de la Organización de Estados Ame-
ricanos y lo referente a las Reservas. 
Este Capítulo también establece que 
la Convención entrará en vigor al 
trigésimo día a partir de la fecha en 
que se haya depositado el segundo 
instrumento de ratificación o adhesión 
en la OEA. (OEA & OEA, 2009a), 
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(tratados_multilaterales_interamericanos_A-69_discriminacion_intolerancia.pdf, s. f.).

3. Sobre la Firma, Ratificación y Adhesión del Convenio (A-69)  
y su aplicabilidad en los Estados miembros 

La Convención Interamericana contra Toda 
Forma de Discriminación e Intolerancia (A-
69), establece el momento en que empieza a 
entrar en vigor en cada Estado miembro de la 
OEA, señalando que dicha convención se en-
cuentra abierta a la firma y ratificación por 
parte de todos los Estados Miembros y que es-
tarán ante la posibilidad de adherirse a la Con-
vención y a su ratificación de acuerdo con los 
respectivos procedimientos constitucionales.  
( t ratados_mult i l a te ra l e s_interamer i ca -
nos_A-69_discriminacion_intolerancia.pdf, s. 
f.). 

Por lo que, para el caso del Estado Plurinacio-
nal de Bolivia, el artículo 158 numeral 14 de la 
C.P.E., estipula que es atribución de la Asamblea 
Legislativa Plurinacional aprobar los Tratados y 
Convenios internacionales. (Constitución Política 
del Estado (CPE) - Bolivia - InfoLeyes - Legis-
lación online, s. f.), pero que hasta la fecha de 
escribir estas líneas la Asamblea Legislativa aún 
no procedió a aprobar el mencionado Convenio 
A-69 por lo que no estaría plenamente vigente de 
su aplicación. 

Considerando la Convención de Viena sobre el 
carácter de la firma de los tratados como expre-
sión del consentimiento y obligarse en su cum-
plimiento en cuanto a la Ratificación y Adhe-
sión sostiene: “b) se entiende por “ratificación”, 
“aceptación”, “aprobación” y “adhesión”, según el 
caso, el acto internacional así denominado por el 
cual un Estado hace constar en el ámbito inter-
nacional su consentimiento en obligarse por un 
tratado”. 

En cuanto a la Adhesión la misma Convención 
de Viena expresa además sobre el carácter del 
depósito de ratificación del Tratado “16. Canje o 
depósito de los instrumentos de ratificación acep-

tación aprobación o adhesión. Salvo que el trata-
do disponga otra cosa los instrumentos de ratifi-
cación, aceptación, aprobación o adhesión harán 
constar con el consentimiento de un Estado en 
obligarse por un tratado al efectuarse: a) su canje 
entre los Estados contratantes: b) su depósito en 
poder del depositario”. 

En cuanto a la Entrada en Vigor del Tratado la 
Convención de Viena también expresa que “24. 
Entrada en vigor. 1. Un tratado entrará en vi-
gor de la manera y en la fecha que en él se dis-
ponga o que acuerden los Estados negociadores.” 
(v11n12_a02.pdf, s. f.). 

En Bolivia la Ley 401 sobre la Celebración de 
Tratados, del 18 de septiembre del 2013, esta-
blece en el artículo 6 “a) Adhesión. Acto por el 
cual el Estado Plurinacional de Bolivia expresa 
formalmente en el ámbito internacional, su con-
sentimiento en obligarse por un Tratado de cuya 
negociación, adopción, autenticación y firma no 
participó”, es decir que la Convención (A-69) se 
encuentra acorde lo establecido por la Ley nacio-
nal 401 y la Convención de Viena. 

La indicada Ley expresa también sobre la ratifi-
cación y adhesión de los tratados internacionales 
“i) Instrumento de Ratificación. Documento Legal 
que se emite cuando un Estado pretende ratifi-
car, aceptar, aprobar un Tratado o adherirse a él, 
según lo previsto en su texto. j) Instrumento de 
Adhesión. Documento mediante el cual, el Estado 
Plurinacional de Bolivia manifiesta su voluntad 
de comprometerse a lo acordado en un Tratado 
Internacional suscrito.”, y; sobre la ratificación 
“m) Ratificación. Acto por el cual la Asamblea 
Legislativa Plurinacional aprueba mediante Ley, 
la suscripción del Tratados“. Artículo 33. (CON-
SENTIMIENTO EN OBLIGARSE POR UN 
TRATADO MANIFESTADO MEDIANTE LA 



ANÁLISIS A LA CONVENCIÓN INTERAMERICANA CONTRA TODA  
FORMA DE DISCRIMINACIÓN E INTOLERANCIA A-69 

TJ74 Tribuna JurídicaRevista Científica, Vol.2  Nro.2, agosto 2021, ISSN: 2707-4153

1 2 3 4 5  6 7 8

RATIFICACIÓN). I. El consentimiento del Es-
tado Plurinacional de Bolivia en obligarse por un 
Tratado se manifestará mediante la ratificación:

  a) Cuando el Tratado disponga que dicho 
consentimiento debe manifestarse mediante el 
cumplimiento de requisitos constitucionales o le-
gales internos de cada Estado, entendiéndose que 
dichos requisitos incluirán su emisión o conste de 
otro modo. 

 b) Cuando el Tratado disponga que tal 
consentimiento debe manifestarse mediante la ra-
tificación

 c) Cuando conste de otro modo que los 
Estados negociadores han convenido que se exija 
la ratificación

 d) Cuando el representante del Estado 
haya firmado el Tratado a reserva de ratificación; 

 e) Cuando la intención del Estado de fir-
mar el Tratado a reserva de ratificación se infiera 
de los plenos poderes de su representante o se 
haya manifestado durante la negociación

 f) Cuando el Tratado disponga exencio-
nes, exclusiones, reducciones o beneficios tribu-
tarios. II. Todo Tratado será suscrito antes de 
someterse a ratificación ante la Asamblea Legis-
lativa Plurinacional, y posteriormente requerirá 
la emisión del instrumento de ratificación para 
su canje o envío ante la instancia designada como 
depositaria para tal efecto. Artículo 34. (CON-
SENTIMIENTO EN OBLIGARSE POR UN 
TRATADO MANIFESTADO MEDIANTE LA 
ADHESIÓN). El consentimiento del Estado Plu-
rinacional de Bolivia en obligarse por un Tratado 
de cuya celebración no participó, se manifesta-
rá mediante la adhesión cuando: a) El Tratado 
disponga expresamente que dicho consentimiento 
puede manifestarse mediante adhesión o conste 
de otro modo, o se infiera que los Estados ne-
gociadores acordaron que se puede manifestar 
mediante la adhesión”, el procedimiento de la 
adhesión establecido en la Ley 401 “Artículo 39. 
(PROCEDIMIENTO). I. Si por la materia ob-
jeto de un Tratado se requiere su ratificación, 

después del firmado, la Ministra o el Ministro de 
Relaciones Exteriores, gestionará la remisión del 
respectivo Anteproyecto de Ley de Ratificación 
a la Asamblea Legislativa Plurinacional, confor-
me al procedimiento establecido para el efecto en 
la norma de Organización del Órgano Ejecutivo. 
(Ayma, s. f.). 

Entonces se confirma que aparte de la firma del 
convenio (A-69) también debe cumplirse con los 
procedimientos formales de la Ratificación y la 
Adhesión a ese Tratado o Convención median-
te la aprobación formal de la Asamblea Legis-
lativa Plurinacional del Estado Boliviano, que 
para nuestro Estado Plurinacional con respecto 
a la Convención A-69, no se ha cumplido con las 
mencionadas etapas de aplicabilidad de acuerdos 
internacionales. 

Es decir que la Convención Interamericana con-
tra Toda Forma de Discriminación e Intolerancia 
(A-69), si se ajusta con los requisitos que la Con-
vención de Viena establece que para ser incorpo-
rado al derecho interno de nuestro Estado debe 
ser aprobado por la Asamblea Legislativa Pluri-
nacional, mediante la ratificación de la firma de 
la autoridad que suscribió dicho convenio inter-
nacional y segundo con la adhesión y ratificación 
mediante la cancelación el depósito correspon-
diente, que como se evidencia en la Tabla Oficial 
de los Países Miembros de la OEA, Bolivia no 
suscribió tales compromisos, por lo tanto no es 
un Estado obligado a aplicar tales disposiciones 
internacionales, ni puede considerarse que entre 
en vigor en todo el territorio nacional, porque 
no tiene efectos obligatorios de aplicación. (OEA, 
2009b) y (OEA & OEA, 2009b). 

Por lo que llama marcadamente la atención que 
desde el año 2013, año de aprobación de la Con-
vención (A-69), solamente 12 países firmaron el 
convenio y 2 ratificaron su aplicación en sus de-
rechos internos como lo es México (2019) y Uru-
guay (2018). (OEA, 2009a) 

Es en este sentido uno de los motivos funda-
dos para realizar la presente investigación es la 
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disyuntiva de verificar porqué solo dos países se 
adhieren al Convenio A-69 en el periodo de los 
últimos 8 años después de haber entrado en vigor 
para todos los Estados miembros de la OEA en 
el año 2013. 

La Constitución Política del Estado, en su art. 
13 parágrafo IV establece que los derechos serán 
interpretados de conformidad con los Tratados 
internacionales ratificados por Bolivia “Los tra-
tados y convenios internacionales ratificados por 
la Asamblea Legislativa Plurinacional, que reco-
nocen los derechos humanos y que prohíben su li-
mitación en los Estados de Excepción prevalecen 
en el orden interno. Los derechos y deberes con-
sagrados en esta Constitución se interpretarán de 
conformidad con los Tratados internacionales de 
derechos humanos ratificados por Bolivia.”, por 
lo que en este sentido también reconocer que sean 
convenios o acuerdos internacionales ratificados 
por Bolivia. 

En la actualidad existe un proyecto de ley que se 
encuentra en trámite ante la Cámara de Senadores 
de Bolivia, Proyecto de Ley N° 381/2016-2017, 
de fecha 17 de enero de 2017, sobre ratificación 
de la firma de las Convenciones aprobadas 
por la Organización de Estados Americanos 
(OEA) “Convención Interamericana contra 

toda forma de discriminación e intolerancia” y 
“Convención Interamericana contra el racismo, 
la discriminación racial y formas conexas de 
intolerancia” , que sigue en análisis y consenso de 
diferentes sectores sociales debido al amplio velo 
de protección al derecho de no discriminación 
arbitraria que el Convenio A-69 plantea en 
forma total frente a ciertos actos que podrían ser 
considerados como discriminatorios, según como 
se plantea en el artículo 1.1 de la Convención A-69. 
https://web.senado.gob.bo/legislativa/proyec-
tos-ley/3812016-17 (Heras, 2017). 

Por lo que se concluye que ambos Convenios 
internacionales sobre discriminación e intolerancia 
no fueron ratificados por nuestro Estado 
Plurinacional por ende no se encuentra en la lista 
de países que la OEA estable, por lo tanto no tiene 
carácter obligatorio de aplicación en ninguno de 
los sectores, ni privado ni público, se considera 
que es una etapa de análisis y coordinación con 
sectores de la población en el que se debe también 
analizar no solo los derechos fundamentales, sino 
también los principios de constitucionalidad, 
los de soberanía e independencia de los Estados 
con su derecho interno frente a los del derecho 
internacional con la aplicación de convenios que 
pueden sobrepasar dichos principios de aplicación. 

4. Sobre las restricciones a derechos fundamentales frente a la into-
lerancia y la discriminación del Convenio A-69 

De acuerdo con las definiciones establecidas en el 
Convenio A-69, toma a la discriminación e intole-
rancia como una de las acciones más importantes, 
mediante las cuales restringe por el hecho que 
primero prevalece la discriminación y la intole-
rancia frente a los demás derechos. 

Artículo 1.1 “Discriminación es cualquier dis-
tinción, exclusión, restricción o preferencia, en 
cualquier ámbito público o privado, que tenga el 
objetivo o el efecto de anular o limitar el recono-
cimiento, goce o ejercicio, en condiciones de igual-
dad, de uno o más derechos humanos o libertades 

fundamentales consagrados en los instrumentos 
internacionales aplicables a los Estados Partes.”, 
“…puede estar basada en motivos de nacionali-
dad, edad, sexo, orientación sexual, identidad y 
expresión de género, idioma, religión, identidad 
cultural, opiniones políticas o de cualquier otra 
naturaleza, origen social, posición socioeconómi-
ca, nivel de educación, condición migratoria, de 
refugiado, repatriado, apátrida o desplazado in-
terno, discapacidad, característica genética, con-
dición de salud mental o física, incluyendo infec-
tocontagiosa, psíquica incapacitante o cualquier 
otra.”. 
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En cuanto a las obligaciones de los Estados es-
tablece en el Artículo 4 “Los Estados se compro-
meten a prevenir, eliminar, prohibir y sancionar, 
de acuerdo con sus normas constitucionales y con 
las disposiciones de esta Convención, todos los 
actos y manifestaciones de discriminación e into-
lerancia, incluyendo:…. ii La publicación, circu-
lación o diseminación, por cualquier forma y/o 
medio de comunicación, incluida la Internet, de 
cualquier material que: a) defienda, promueva o 
incite al odio, la discriminación y la intoleran-
cia; b) apruebe, justifique o defienda actos que 
constituyan o hayan constituido genocidio o crí-
menes de lesa humanidad, según se definen en el 
derecho internacional, o promueva o incite a la 
realización de tales actos.” (OEA & OEA, 2009c). 

De lo que se tiene que nacen restricciones a dere-
chos fundamentales de los que se puede enunciar 
como la libertad de expresión, la libertad religio-
sa y la libertad de enseñanza. (Heras, 2017) 

En cuanto al derecho fundamental de la libertad 
de expresión se denota una restricción a este de-
recho, considerando que nuestra Constitución Po-
lítica del Estado expresa en su art. 106 parágra-
fos II. “El Estado garantiza a las bolivianas y los 
bolivianos el derecho a la libertad de expresión, 
de opinión y de información, a la rectificación y 
a la réplica, y el derecho a emitir libremente las 
ideas por cualquier medio de difusión, sin censura 
previa.”, art. 21 Sobre los Derechos Civiles Punto 
3 y 5 a la libertad de pensamiento, espiritualidad, 
religión y culto, expresados en forma individual o 
colectiva, tanto en público como en privado, con 
fines lícitos.”, “A expresar y difundir libremente 
pensamientos u opiniones por cualquier medio de 
comunicación, de forma oral, escrita o visual, in-
dividual o colectiva.” (Constitución Política del 
Estado (CPE) - Bolivia - InfoLeyes - Legislación 
online, s. f.). 

Se tiene que la libertad de expresión es uno de los 
derechos más importantes del que puede gozar 
todo ciudadano que vive en un estado de dere-
cho hacia un estado de derecho constitucional, es 

en esencia la columna vertebral y factor impres-
cindible para la vigencia de todas las libertades 
ciudadanas, así como de los derechos humanos, 
en un marco de respeto a este principio es posi-
ble además vivir en democracia, logrando que los 
ciudadanos expresen sus sentimientos, opiniones, 
demandas, observaciones e inquietudes sobre to-
dos los ámbitos de la vida por cualquier medio de 
comunicación y difusión sin que por ello sea mo-
lestado, apresado o perseguido. («Fundamentos 
de la libertad de expresión», s. f.).  

Considerando la posición de la Comisión Intera-
mericana de Derechos Humanos, que defiende y 
pregona la libertad de expresión como un derecho 
propio de los pueblos que viven en democracia, se 
toma en cuenta que la indicada Comisión tiene 
una Relatoría especial que trata exclusivamente 
sobre la Libertad de Expresión, por lo que el de-
recho a la libertad de pensamiento y expresión, 
genera el papel fundamental en la consolidación y 
el desarrollo del sistema democrático. 

La Relatoría Especial para la Libertad de Expre-
sión es una oficina creada por la Comisión Inte-
ramericana de Derechos Humanos (CIDH) con el 
fin de estimular la defensa hemisférica del derecho 
a la libertad de pensamiento y expresión, consi-
derando su papel fundamental en la consolidación 
y el desarrollo del sistema democrático más aún, 
dentro de los países miembros de la Organización 
de Estados Americanos y en resguardo a los dere-
chos universales del hombre. (C, 2019) 

En este sentido también se entiende que en cuan-
to a las expresiones emitidas en razón de sexo o 
de orientación sexual, identidad y expresión de 
género que una persona pueda tener de acuerdo 
a la formación en valores y principios que desde 
la familia ha establecido como guía para sus hi-
jos, podría ser también considerado dentro de los 
marcos de la Convención A-69 como actos pri-
vados o públicos que genere la distinción, exclu-
sión, restricción o preferencia, (Artículo 1.1 de la 
Convención A-69) o cuando una disposición, un 
criterio o una práctica, aparentemente neutro es 
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susceptible de implicar una desventaja particular 
para las personas que pertenecen a un grupo es-
pecífico, cualquiera que fuere éste, podría poner 
de manifiesto el tratarse de actos de discrimina-
ción e intolerancia más aún, si estos derechos que 
se tienen a la formación e instrucción a los hijos 
dentro de las familias, se vería prácticamente li-
mitado puesto que sería tomado como discrimina-
ción e intolerancia frente a la restricción del dere-
cho a la formación bajo principios y valores en las 
familias. (Artículo 1.2 de la Convención A-69). 

El artículo 62 de la constitución política del Es-
tado considera el Derecho a las Familias y el 
64 parágrafo I señala el deber de los cónyuges 
o convivientes la formación integral de los hijos. 
(Constitución Política del Estado (CPE) - Bo-
livia - InfoLeyes - Legislación online, s. f.), por 
lo que se reconoce que es responsabilidad de los 
padres la formación de los hijos dentro del marco 
del derecho a las familias. 

Es posible sostener que el resguardo de estánda-
res muy altos de protección de un determinado 
derecho fundamental, sin un adecuado tratamien-
to de las situaciones reales de la vida en común 
y las posibles excepciones que su ejercicio podría 
tener, van en desmedro del sano equilibrio en la 
ponderación de derechos humanos que las socie-
dades democráticas actuales con tanto ahínco 
buscan, más aún si se quieren plantear en socie-
dades que se sostienen bajo principios de libertad, 
de estado de derecho, donde se pregona el respeto 
a los derechos fundamentales, y la libertad de 
expresión, el derecho de la formación de los hijos 

en las familias y la libertad religiosa son la base 
de todos los derechos ciudadanos. (Heras, 2017). 

Por lo tanto, es determinante identificar los dere-
chos fundamentales que estarían siendo restringi-
dos en el Convenio A-69, con relación al derecho 
a la no discriminación, a la intolerancia o frente 
al racismo. 

En este sentido también es necesario remarcar 
la excepción que puede establecer el art. 256 de 
la Constitución Política del Estado del Estado 
Plurinacional de Bolivia ante la regla del art. 410 
en cuanto a la aplicación de los tratados interna-
cionales, por ejemplo considerando a un grupo 
colectivo como lo es el grupo LGBTI que pueda 
verse afectado ante la discriminación y toda for-
ma de intolerancia como lo resguarda la “Con-
vención Interamericana Contra Toda Forma de 
Discriminación e Intolerancia A-69”, en este caso 
tendría que considerarse que se aplicaría la nor-
ma más favorable en cuanto a derechos huma-
nos se tratase, ante la Constitución, entonces se 
denota la prevalencia de derechos fundamentales 
que pueden verse restringidos y es relevante y 
necesario aplicar el principio de favorabilidad, el 
principio de progresividad y la supremacía de los 
derechos fundamentales, ante este tipo de trata-
dos es necesario realizarse una ponderación de 
valores, como los derechos de la familia, el interés 
superior  del niño, el tipo de familia que reco-
noce nuestra Constitución, los derechos sexuales 
reproductivos de los padres y madres, por lo que 
se evidencia que existe una controversia de bienes 
jurídicos superiores a ser restringidos.

5. Sobre el Control de Inconstitucionalidad 

Es elemental poner ante el crisol y armonizar 
dos principios que parecen opuestos, pero que al 
contrario pueden ser complementarios, como lo 
son los principios de supremacía constitucional 
y el principio de pacta sunt servanda y las Leyes 
Nº381 y Nº 401 que se le atribuye esa obligación 
de renegociar o denunciar el tratado internacio-

nal al órgano ejecutivo, al ser este quien dirige las 
relaciones internacionales, estas leyes determinan 
en los casos de tratados que ya fueron aprobados 
o ratificados, pero el tratamiento para aquellos 
tratados que solo se procedió a la firma y no a su 
adhesión, tiene otro tratamiento previo de deter-
minar si está acorde al bloque de constitucionali-
dad del Estado receptor. 
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El control de constitucionalidad en un Estado 
Constitucional de derecho, surge como conse-
cuencia de la aplicación del principio de supre-
macía constitucional, la Constitución Política del 
Estado es la norma suprema del ordenamiento ju-
rídico nacional, con carácter supremo, debido a la 
legitimidad democrática con la que cuenta, ade-
más de ser la fuente jurídica fundamental para la 
organización política y jurídica del Estado, igual-
mente es la institución idónea para determinar si 
un tratado internacional es o no compatible.

El Tribunal Constitucional es la institución lla-
mada a realizar el control posterior de constitu-
cionalidad de tratados internacionales, así como 
también de resolver sobre la constitucionalidad 
de los tratados internacionales vinculantes para 
Bolivia, que es el caso que debería adoptarse para 
el Convenio Internacional contra toda forma de 
discriminación e intolerancia A-69. 

En lo que respecta a los tratados internaciona-
les, la posibilidad de realizar un control previo 
de constitucionalidad, se encuentra expresamen-
te reconocida en la Constitución Boliviana del 
2009 en el numeral 9 del Artículo 202, realizar 
este control preventivo con relación a estos ins-
trumentos internacionales, resulta ser lo más con-
veniente para precautelar la jerarquía normati-
va y la supremacía constitucional, sin embargo, 
la posibilidad de que este control sea suficiente 
para cumplir con esa finalidad, resulta limitada. 
(Constitución Política del Estado (CPE) - Boli-
via - InfoLeyes - Legislación online, s. f.). 

En el entendido que, si cada tratado o convenio 
internacional persigue un fin específico de apli-
cabilidad de cumplimiento para los Estados fir-
mantes, los Estados también tienen su normativa 
que busca sus propias finalidades  sobre la base 
de una sola norma generalizadora que es la Cons-
titución. 

En este sentido se evidencia que si cada Estado 
sin excepción, cuenta con sus propias finalidades, 
las cuales se ven reflejadas en su norma suprema 
interna que es la Constitución Política del Esta-

do, por lo que la incompatibilidad de un tratado 
internacional respecto a la Constitución, genera 
una irregularidad en el desarrollo de sus fines, ese 
criterio del control de constitucionalidad sobre el 
fondo de los tratados internacionales, es igual-
mente necesario para la regularidad del Estado, 
además de realizar un contraste de lo dispuesto 
por el tratado con la norma constitucional. (Paz, 
s. f.) 

Pero, en resguardo del Principio de Soberanía de 
los Estados y en respeto a su derecho interno, es 
necesario que se aplique el control preventivo de 
inconstitucionalidad de los tratados o convenios 
antes de la ratificación, porque adherir normativa 
internacional a un Estado en el que no coinciden 
sus fines con el derecho internacional, se estaría 
frente a la violación de su soberanía y a la inte-
gridad de ese Estado. 

“Al respecto, Bazán (2003) indica lo siguiente: 
(…) De cualquier modo, en un sistema de control 
preventivo y potestativo, si existiera «duda fun-
dada» acerca de la posibilidad de lesión consti-
tucional, quedaría habilitada la competencia del 
tribunal competente para verificar la verosimi-
litud de aquel estado de duda y, en su caso, de 
descalificar el instrumento internacional si, como 
resultado de ese examen previo de constituciona-
lidad a cargo de dicho órgano, se constatara una 
efectiva colisión de su preceptiva con la Constitu-
ción Política. De ello se infiere que adscribimos al 
modelo de contralor previo de constitucionalidad, 
pero con el añadido de la modalidad obligato-
ria de ejercicio de dicha actividad fiscalizadora, 
que prefigura una mayor dosis de seguridad en 
beneficio del despliegue vivencial de los instru-
mentos internacionales una vez incorporados al 
ordenamiento jurídico interno correspondiente y 
luego de haber superado, sin sobresaltos, el for-
zoso tamiz preventivo al que fuera sometido para 
alejar el peligro de una contradicción con el texto 
de la Ley Fundamental. (p. 417)”, enunciado por 
(Paz, s. f.) 

Considerando que para el caso de la Convención 



TJ 79

― Gonzales Ibáñez Ximena Carola 

Tribuna Jurídica Revista Científica, Vol.2  Nro.2, agosto 2021, ISSN: 2707-4153

1 2 3 4 5  6 7 8

A-69 se trata de proteger derechos fundamentales 
al margen de los derechos establecidos como to-
dos los derechos humanos y libertades fundamen-
tales consagrados en sus leyes nacionales y en los 
instrumentos internacionales aplicables a los Es-
tados Partes, pero que vendrían a restringir otros 
del derecho interno: “Tal vez el principal problema 
de la Convención es que simplifica excesivamente 
la realidad, olvidando que la igualdad y la no 
discriminación no son los únicos bienes jurídicos 
protegidos, y que un lenguaje absoluto de protec-
ción de aquellas la hace inaplicable. A la inversa, 
sería útil que la Convención tomara en cuenta la 
necesidad práctica de conciliar o acomodar simul-
táneamente diversos bienes jurídicos, evitando de 
esta forma otorgar a la no discriminación una 
primacía automática sobre otros derechos funda-
mentales (en particular la libertad de expresión, 
la vida privada y la libertad religiosa). Del mismo 
modo, se debe evitar la consagración de prohi-
biciones totales y generales que simplemente no 
pueden cumplirse, tales como la interdicción de 
toda forma de discriminación privada, o la com-
pleta eliminación de los estereotipos.” («Análisis 
Crítico de la Convención Interamericana Contra 
Toda Forma de Discriminación e Intolerancia», 
s. f.). 

Al respecto, el control previo de constitucionali-
dad de tratados internacionales, incipientemente 
resultaría ser el mecanismo más acertado e idó-
neo para preservar la regularidad del ordena-
miento Jurídico interno de un Estado sometido 
a la Constitución. Esta suposición radica en el 
sentido de que al evitar que la norma internacio-
nal ingrese al ordenamiento jurídico del Estado 
y sea vinculante a nivel internacional, se logra 
velar por la regularidad normativa y la supre-
macía constitucional, además evitar lesionar la 
seguridad jurídica y el principio de pacta sunt 
servanda, como resultaría de un control correcti-
vo. (Paz, s. f.). 

En Bolivia se tiene la Ley contra el racismo que 
también manifiesta sus objetivos: “establecer me-
canismos y procedimientos para la prevención y 

sanción de actos de racismo y toda forma de dis-
criminación en el marco de la Constitución Po-
lítica del Estado y Tratados Internacionales de 
Derechos Humanos…” “… eliminar conductas de 
racismo y toda forma de discriminación y consoli-
dar políticas públicas de protección y prevención 
de delitos de racismo y toda forma de discrimina-
ción.” (LEY 045 ACTUALIZACION 2018 WEB.
pdf, s. f.). 

Por lo que en este caso el derecho interno ya 
tiene normado un tema específico concerniente 
a discriminación, racismo e intolerancia por lo 
que el derecho internacional no tendría razón de 
suplir lo que el derecho interno ha considerado 
previamente en su normativa, “Quizás la dificul-
tad de fondo es que la Convención es un tratado 
internacional, y como tal no es el primer llamado 
a resolver las materias que trata, sino que sólo 
debiera intervenir en forma supletoria al derecho 
interno”. («Análisis Crítico de la Convención In-
teramericana Contra Toda Forma de Discrimina-
ción e Intolerancia», s. f.) 

En ese entendido, el tratamiento constitucional 
de los tratados internacionales, requiere no solo 
el análisis de su validez interna, sino también se 
debe examinar la validez internacional que 120 
tienen estos instrumentos internacionales. En ese 
entendido, se debe velar por la seguridad del or-
denamiento jurídico interno del Estado, del mis-
mo modo que por la seguridad del orden jurídi-
co internacional. Se debe agregar que, el control 
preventivo de constitucionalidad de tratados in-
ternacionales, además de realizarse sobre instru-
mentos internacionales suscritos por el Estado, 
también se lo realiza sobre los tratados a los que 
el Estado desea adherirse. (Paz, s. f.). 

Puede agregarse que, el control preventivo de 
constitucionalidad de tratados internacionales, 
resulta ser una necesidad apremiante para la se-
guridad jurídica y la estabilidad en el manejo de 
las relaciones internacionales. Esta clase de con-
trol normativo que, debe ser realizado antes de 
realizar el depósito del instrumento de ratifica-
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ción, abarca aspectos materiales relacionados con 
la conformidad del texto del tratado internacio-
nal con la Constitución, e igualmente formal, re-
ferido al examen de regularidad del trámite sur-
tido en el procedimiento interno de celebración, 
incluida la Ley aprobatoria. En otros términos, 
el establecimiento de un control previo y auto-
mático de constitucionalidad ante la jurisdicción 
constitucional sobre absolutamente todos los tra-
tados internacionales y sin importar su materia 
o extensión, tiene la finalidad de cerrar de una 
vez por todas, las puertas a futuras demandas 
de inconstitucionalidad contra instrumentos in-
ternacionales, tal como fue definido por la Cons-
titución colombiana de 1991 (Ramelli, 2007, 22). 
En ese mismo argumento Bazán (2003) señala 
lo siguiente: (…) Por lo demás, sería igualmen-
te conveniente que se estableciera que el control 
de constitucionalidad de los tratados y convenios 
internacionales por parte del Tribunal sólo fuera 
operable preventiva y obligatoriamente, es decir, 
antes de su ratificación o aprobación, y que se 
proscribiera el ejercicio del control represivo o 
posterior de los instrumentos internacionales que 
se encuentren en vigor (…) (p. 453) (Paz, s. f.). 

Pero, como se mencionó anteriormente que la 
Convención A-69, estaría involucrándose en 
el derecho interno o doméstico de los países 
miembros, de ahí nace la interrogante ¿por 
qué la mayoría de los Estados solo firmaron el 
«Convenio Internacional Contra Toda Forma 
de discriminación e intolerancia» pero no lo 
ratificaron? (C, 2019). 

Sobre la materia, cabe señalar a modo de conclu-
sión que en fecha 7 de abril del 2017, varios se-
nadores del Estado Plurinacional de Bolivia acu-
dieron al Tribunal Constitucional Plurinacional, 
a presentar la “consulta de constitucionalidad de 
tratados y convenios (…) impetrando sobre la 
constitucionalidad del: «Convenio Internacional 
Contra Toda Forma De Discriminación E Intole-
rancia» y la «Convención Interamericana Contra 
El Racismo, La Discriminación Racial y Formas 

Conexas De Intolerancia»; por ser contrarios a 
las previsiones establecidas en los artículos 106, 
parágrafo VII (derecho a la libertad de expresión 
y opinión), articulo 4 (libertad de religión), arti-
culo 62 (derechos a las familias) y articulo 257, 
parágrafo ii (referido a la aprobación de tratados 
internacionales, mediante referendo vinculante)”. 
Expediente N° 18824-2017-38-CTC. Tribunal 
Constitucional Plurinacional, por lo que es muy 
importante que se haga un análisis detallado con 
el criterio de que se evite duplicar la normativa 
y por sobre todo se evidencia el fondo de la apli-
cabilidad del Convenio A-69, porque establecen 
compromisos para el Estado y responsabilidades 
ante la Comisión y Corte Interamericana de De-
rechos Humanos. (Heras, 2017). 

6. Metodología 
Para el presente artículo se ha utilizado el mé-
todo teórico concibiendo un proceso de análisis, 
síntesis e inducción y deducción, por lo que se 
ha realizado la búsqueda de información ya es-
crita sobre el tema reuniendo la información y 
generando una discusión crítica, con base en la 
duda concreta que ha nacido del ¿por qué solo 
dos países de la OEA ratificaron el Convenio 
A-69? el mayor número de documentos esenciales 
relacionados con la investigación fueron respon-
diendo a preguntas a lo largo de todo el estudio, 
permitiendo una valoración crítica, conociendo el 
estado actual del tema y arribar a conclusiones 
certeras.

Mediante la revisión de información de artículos 
científicos, la utilización de buscadores de infor-
mación en páginas oficiales de internet, permitió 
el examen y análisis mediante la aplicación del 
método inductivo, se ha partido de lo particular 
que es el Convenio A-69 “Convención Interame-
ricana Contra Toda Forma de Discriminación e 
Intolerancia” a lo general que es el análisis de la 
legislación nacional con relación a su aplicabili-
dad en otros países.  
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7. Conclusiones 
Del análisis efectuado sobre la base de las fuentes 
de información se llega a las siguientes conclu-
siones referentes al “Convención Interamericana 
Contra Toda Forma de Discriminación e Intole-
rancia A-69”: 

 { Al no ser ratificado ni adherido me-
diante la cancelación del depósito res-
pectivo ante la OEA, no es aplicable 
en el Estado Plurinacional de Bolivia, 
por lo tanto, no es vinculante ni de 
cumplimiento obligatorio. 

 { Se identifica la vulneración y restric-
ción de derechos fundamentales como 
lo son la libertad de expresión, la 
vida privada y la libertad de forma-
ción familiar. 

 { Es necesario que sea sujeto al Control 
de Inconstitucionalidad de conformi-
dad al art. 202 numeral 9 de la Cons-
titución Política del Estado Plurina-
cional de Bolivia. 
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RESUMEN              
Cuando se trata del relacionamiento de la 
normativa internacional e interna, en el orden 
jurídico internacional, hay normas expresas 
y una jurisprudencia uniforme respecto a la 
prevalencia de la norma de derecho interna-
cional ante un conflicto con una norma de 
derecho interno, cuando este conflicto debe 
ser resuelto por el orden jurídico internacio-
nal; esta situación varía en los órdenes jurídi-
cos nacionales, ya que hay constituciones que 
otorgan primacía al derecho internacional, 
otras no dicen al respecto, y constituciones 
como la de Bolivia, que dejan en claro la su-
premacía constitucional, el orden jerárquico 
normativo y la forma en que se integra la 
normativa internacional a la interna, confor-
me establecen los arts. 410, 256, 13 y 196 I 
de la Constitución Política del Estado Plu-
rinacional; asimismo la norma constitucional 
establece el control de constitucionalidad y 
convencionalidad a cargo del Tribunal Cons-
titucional Plurinacional. Por ello nos fijamos 
como objetivo general, analizar el relaciona-
miento de la normativa internacional y la 
normativa interna establecido en la Consti-
tución Política del Estado; la interpretación 
constitucional y el control de constitucionali-
dad y convencionalidad a cargo del Tribunal 
Constitucional, para lo que aplicamos el mé-

todo jurídico empleando técnicas de revisión 
documental que permiten precisar conceptos 
y realizar un estudio del texto constitucio-
nal vigente y sustentar, de esa forma, dicho 
relacionamiento y realzar el rol del Tribunal 
Constitucional como máximo intérprete de la 
Constitución.

Palabras clave:
 Relacionamiento, normativa internacional y 
normativa interna, control, Tribunal Consti-
tucional Plurinacional Bolivia.

ABSTRACT 
When it comes to the relationship of interna-
tional and internal regulations, in the inter-
national legal order, there are express norms 
and a uniform jurisprudence regarding the 
prevalence of the norm of international law in 
the face of a conflict with a norm of internal 
law, when this conflict must be resolved by 
the international legal order; This situation 
varies in national legal orders, since there are 
constitutions that give primacy to interna-
tional law, others do not say about it, and 
constitutions such as that of Bolivia, which 
make clear the constitutional supremacy, the 
normative hierarchical order and the way in 
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which international regulations are integra-
ted into internal regulations, as established 
by arts. 410, 256, 13 and 196 I of the Politi-
cal Constitution of the Plurinational State; 
likewise, the constitutional norm establishes 
the control of constitutionality and conven-
tionality by the Plurinational Constitutional 
Court. For this reason, we set ourselves as 
a general objective, to analyze the relations-
hip of international regulations and internal 
regulations established in the Political Cons-
titution of the State; the constitutional inter-
pretation and the control of constitutionality 
and conventionality by the Constitutional 
Court, for which we apply the legal method 
using documentary review techniques that 
allow us to specify concepts and carry out a 
study of the current constitutional text and 
support, in this way, said relationship and en-
hance the role of the Constitutional Court as 
the highest interpreter of the Constitution.

Keywords: 
Relationship, international regulations and 
internal regulations, control, Bolivia Plurina-
tional Constitutional Court.

1. INTRODUCCIÓN
Cuando nos referimos al relacionamiento de la 
normativa internacional e interna, necesariamen-
te nos remontamos a las viejas escuelas monista 
y dualista, cuyo debate, pese a su antigüedad, 
no pierde actualidad, ya que es ahora frecuente 
retomar este viejo debate para solucionar en los 
estrados judiciales los conflictos que se presentan 
en las distintas áreas del derecho y, en especial, 
en la jurisdicción constitucional. Si bien en el 
orden jurídico internacional hay normas expre-
sas y una jurisprudencia uniforme, respecto a la 
prevalencia de la norma de derecho internacional 
ante un conflicto con una norma de derecho inter-
no, cuando este conflicto debe ser resuelto por el 
orden jurídico internacional; situación que varía 
en los órdenes jurídicos nacionales, ya que hay 
constituciones que otorgan primacía al derecho 
internacional, otras mencionan al derecho inter-
nacional en la enumeración del derecho aplicable, 

pero sin establecer jerarquía, otras no dicen al 
respecto, y constituciones como la de Bolivia que 
nos dejan muy en claro la supremacía constitu-
cional y el orden jerárquico normativo conforme 
al mandato constitucional establecido en el art. 
410 de la Constitución Política del Estado Pluri-
nacional; y cuando sean tratados internacionales 
de derechos humanos que declaren derechos más 
favorables a los contenidos en la Constitución, el 
art. 256 refiere que se aplicarán de manera pre-
ferente a la Constitución, y que los derechos re-
conocidos en la Constitución serán interpretados 
de acuerdo a los tratados internacionales de dere-
chos humanos cuando éstos prevean normas más 
favorables; por su parte el art. 13 refiere que los 
tratados y convenios internacionales ratificados 
por la Asamblea Legislativa Plurinacional que 
reconocen los derechos humanos y que prohíben 
su limitación en los Estados de Excepción pre-
valecen en el orden interno, y que los derechos 
y deberes consagrados en esta Constitución se 
interpretarán de conformidad con los tratados 
internacionales de derechos humanos ratificados 
por Bolivia; por su parte el artículo 196.I. de la 
Constitución Política del Estado, establece que  
el Tribunal Constitucional Plurinacional vela por 
la supremacía de la Constitución, ejerce el con-
trol de constitucionalidad, y precautela el respe-
to y la vigencia de los derechos y las garantías 
constitucionales. El control de convencionalidad 
también está a cargo del Tribunal Constitucional, 
el que consiste en el sometimiento de las normas 
constitucionales, leyes y demás disposiciones que 
emanan del Órgano Ejecutivo a la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos (CADH), a 
las normas del Sistema Interamericano, y a la in-
terpretación que realiza la Corte Interamericana 
de esa normativa; debiendo verificarse en la reso-
lución de un caso concreto, si el derecho interno 
es compatible con el derecho internacional. No 
cabe duda que en nuestro ordenamiento jurídico, 
la supremacía constitucional es incuestionable; el 
rol del Tribunal Constitucional como guardián de 
la Constitución y su máximo intérprete, lo obliga 
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a ser infalible en sus fallos, que no tienen recurso 
ulterior.

Nos fijamos como objetivo general en este artí-
culo, analizar la normativa constitucional que re-
gula el relacionamiento de la normativa interna e 
internacional en Bolivia, los criterios de interpre-
tación constitucional, el control de constitucio-
nalidad y convencionalidad a cargo del Tribunal 
Constitucional Plurinacional,  y realzar el rol que 
tiene el Tribunal Constitucional como máximo in-

térprete de la Constitución; para ello, se iniciará 
con una descripción general del relacionamiento 
de la normativa internacional con la normativa 
interna en Bolivia, conforme a lo establecido por 
la Constitución Política del Estado, para luego 
referir a la interpretación constitucional y al 
control de constitucionalidad y convencionalidad 
a cargo del Tribunal Constitucional Plurinacional 
como máximo intérprete y guardián de la 
Constitución.

2. RELACIONAMIENTO DE LA NORMATIVA INTERNACIO-
NAL CON LA NORMATIVA INTERNA EN LA CONSTITU-
CIÓN POLÍTICA DEL ESTADO PLURINACIONAL

La relación existente entre la normativa inter-
nacional e interna, y el debate entre las viejas 
escuelas monista y dualista, es un tema que, pese 
a su antigüedad, no pierde actualidad, ya que es 
ahora frecuente retomar ese clásico debate para 
solucionar en los estrados judiciales los conflic-
tos que se presentan en las distintas áreas del 
derecho y, en especial, en la jurisdicción consti-
tucional. Esta discusión nos lleva a un cuestio-
namiento de carácter teórico respecto a que si el 
derecho internacional y las normas internas for-
man parte de un solo orden legal, o forman dos 
sistemas jurídicos distintos que existen en forma 
paralela, que sustentan las escuelas monista y 
dualista respectivamente; y asimismo nos lleva 
a un cuestionamiento de carácter práctico, res-
pecto a qué normas se aplican ante un conflicto 
entre normas de derecho internacional y normas 
de derecho interno ante un tribunal internacional 
o uno nacional, lo cual nos lleva a conocer el pro-
ceso de incorporación del derecho internacional 
al derecho interno.

Los monistas son aquellos que abogan por la 
existencia de un solo Derecho, para ellos tanto el 
derecho internacional como el doméstico, forman 
parte de un todo jerárquicamente ordenado. En 
la otra mano encontramos a los dualistas, quienes 
afirman que lo que pasa es que hay dos clases de 

Derecho: uno que rige las conductas nacionales 
en un territorio determinado y otro que regula 
la actuación de los Estados como miembros de la 
comunidad internacional. (Kalyvas and Kalyvas 
2005)

La concepción monista que defiende la primacía 
del derecho internacional, y la noción de sobera-
nía debe ser entendida con un poco de la relati-
vidad y dependiente de orden internacional (esta 
concepción fue desarrollada principalmente por 
la escuela de Viena, sobre todo por Hans Kelsen 
en su libro Teoría Pura del Derecho). La teoría 
dualista sostiene que el derecho internacional y 
el derecho interno son dos sistemas separados e 
independientes que no se confunden. De acuerdo 
con la teoría dualista, trata del derecho interna-
cional con las relaciones entre Estados, mientras 
que el derecho interno regula las relaciones entre 
particulares. Esta teoría considera también que el 
derecho interno depende de la voluntad unilateral 
del Estado, mientras que el derecho internacional 
depende de la voluntad común de varios Estados. 
Esta teoría conduce a la llamada «teoría de la 
incorporación», que dice que para que una norma 
internacional sea aplicada en el contexto inter-
no del Estado, es necesario que esta norma sea 
convertida en ley, habiendo así la incorporación 
al ordenamiento jurídico del Estado, teoría estu-
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diada primeramente por Heinrich Triepel (Gas-
paroto n.d.).

Para la doctrina monista, el derecho internacio-
nal es una concepción unitaria de todo el derecho, 
al cual se subordinan los ordenamientos jurídicos 
internos de los Estados con la incorporación au-
tomática de las normas internacionales al derecho 
interno. Todo el derecho es una unidad normativa 
jerárquica, y que dentro de esta jerarquía el dere-
cho internacional encuentra en jerarquía superior 
respecto del derecho interno, en tanto que, para 
la doctrina dualista, el derecho internacional pú-
blico y el derecho interno forman un solo sistema, 
pero son separados e independientes; tienen ám-
bitos de aplicación diferentes y sujetos diferentes. 
El derecho internacional se basa en la voluntad 
de varios Estados y el derecho interno en la so-
beranía Estatal. Estas viejas teorías, y el clásico 
debate entre la doctrina monista y dualista, hoy 
en día son motivo de discusiones, y su interpreta-
ción especialmente en la jurisdicción constitucio-
nal es muy importante en la vida de los Estados. 
Si bien en el orden jurídico internacional no cabe 
mayor discusión puesto que hay normas expre-
sas y una jurisprudencia uniforme, respecto a la 
prevalencia de la norma de derecho internacio-
nal ante un conflicto con una norma de derecho 
interno, cuando este conflicto debe ser resuelto 
por el orden jurídico internacional; situación que 
varía cuando el conflicto se da en la jurisdicción 
doméstica de los Estados, ya que hay constitu-
ciones que otorgan primacía al derecho interna-
cional, otras mencionan al derecho internacional 
en la enumeración del derecho aplicable, pero sin 
establecer jerarquía, otras no dicen al respecto, y 
constituciones como la de Bolivia que nos dejan 
muy en claro la supremacía constitucional y el 
orden jerárquico normativo conforme al mandato 
constitucional establecido en el los arts. 410 , 256, 
13 y 196 I de la Constitución Política del Estado 
Plurinacional. El derecho internacional no asu-
me una posición, ni dualista, ni monista cuando 
el conflicto se da en los órdenes internos de los 
Estados, y no establece la manera en que debe in-

corporarse la norma internacional a la normativa 
interna, dejando este asunto a la normativa do-
méstica de los Estados que, por lo general, regu-
lan este relacionamiento en sus constituciones; si 
el derecho internacional deja claramente estable-
cido que los Estados deben cumplir con las obli-
gaciones internacionales válidamente contraídas, 
si un Estado suscribe un tratado, debe aunque 
sea modificar su normativa interna para cumplir 
con ese compromiso internacional.

En Bolivia, la Constitución Política del Estado 
de 2009, es la norma suprema del ordenamiento 
jurídico y tiene como funciones esenciales, el es-
tablecer y conservar la unidad política del Esta-
do, para lo que se han instituido los órganos que 
permitan el cumplimiento de sus fines, estos son: 
el Órgano Ejecutivo, el Órgano Legislativo, el Ór-
gano Judicial y el Órgano Electoral; para hacer 
cumplir el orden constitucional, la Constitución 
requiere gozar de supremacía con relación a las 
demás normas que integran el ordenamiento jurí-
dico, tal es así que la Quinta Parte de la Consti-
tución consta de dos artículos únicamente, donde 
se establecen la jerarquía normativa en el art. 410 
y la reforma de la constitución en el art. 411. El 
art. 410 establece además de la supremacía cons-
titucional, la jerarquía normativa y el bloque de 
constitucionalidad; donde se refiere que todas las 
personas, naturales y jurídicas, así como los ór-
ganos públicos, funciones públicas e instituciones, 
se encuentran sometidos a la Constitución, por 
ser la norma suprema del ordenamiento jurídico 
boliviano y gozar de primacía frente a cualquier 
otra disposición normativa. Asimismo, refiere el 
bloque de constitucionalidad integrado por los 
Tratados y Convenios internacionales en materia 
de Derechos Humanos y las normas de Derecho 
Comunitario, ratificados por el país; y por último 
establece la jerarquía, de acuerdo a las competen-
cias de las entidades territoriales: 1. Constitución 
Política del Estado.2. Los tratados internaciona-
les.3. Las leyes nacionales, los estatutos autonó-
micos, las cartas orgánicas y el resto de legisla-
ción departamental, municipal e indígena.4. Los 
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decretos, reglamentos y demás resoluciones ema-
nadas de los órganos ejecutivos correspondientes. 
Sin embargo, este orden jerárquico es modificado 
por la misma Constitución que, en su art. 256, 
refiere que los tratados e instrumentos internacio-
nales en materia de derechos humanos que hayan 
sido firmados, ratificados o a los que se hubiera 
adherido el Estado, que declaren derechos más 
favorables a los contenidos en la Constitución, 
se aplicarán de manera preferente sobre ésta; y 
que los derechos reconocidos en la Constitución 
serán interpretados de acuerdo a los tratados in-
ternacionales de derechos humanos cuando éstos 
prevean normas más favorables. 

La supremacía constitucional significa que las 
normas constitucionales deben aplicarse con pre-
ferencia a cualquier otra norma; que todas las 
normas del ordenamiento jurídico deben interpre-
tarse conforme a la unidad de las normas consti-
tucionales, y no pueden ser contrarias a la Cons-
titución, ya que en este caso deben ser eliminadas 
del ordenamiento jurídico; asimismo se tiene que 
la jurisprudencia constitucional tiene preeminen-
cia sobre las fuentes ordinarias, así lo ha recono-
cido la Sentencia Constitucional 0031/2006 de 10 
de mayo de 2006 que sostiene: 

“El principio de supremacía constitucional signi-
fica que el orden jurídico y político del Estado 
está estructurado sobre la base del imperio de la 
Constitución Política del Estado que obliga por 
igual a todos, gobernantes y gobernados. Dentro 
del orden jurídico, la Constitución Política del 
Estado ocupa el primer lugar, constituyéndose en 
la fuente y fundamento de toda otra norma ju-
rídica, por lo que toda ley, decreto o resolución 
debe subordinarse a ella. Lógicamente, la propia 
Constitución Política del Estado debe prever me-
canismos e instituciones que garanticen su cum-
plimiento, sino su primacía quedaría como una 
declaración formal, porque siempre podría existir 
una autoridad u órgano de poder que incumpla 
sus preceptos…”

El orden jerárquico establecido en el art. 410 de 
la Constitución Política del Estado, define cuál 
será la normativa que debe ser aplicada con pre-
ferencia cuando existe contradicción, diferencias 
en su interpretación, u otro tipo de conflicto en 
leyes, decretos y demás resoluciones. Debe to-
marse en cuenta que las normas constitucionales 
son también los tratados internacionales sobre 
derechos humanos y las normas de derecho comu-
nitario, que forman una unidad normativa con la 
Constitución. 

En Bolivia, los tratados internacionales sobre de-
rechos humanos son normas de jerarquía cons-
titucional, siendo su supremacía el criterio que 
regula sus relaciones con las normas ordinarias 
del sistema jurídico, jerarquía que es modificada 
por mandato de la misma Constitución en su art. 
256, que establece que los tratados e instrumen-
tos de derechos humanos que hayan sido firma-
dos, ratificados o a los que se haya adherido el 
Estado, que declaren derechos más favorables a 
los contenidos en la Constitución, se aplicarán de 
manera preferente sobre ésta.

El bloque de constitucionalidad es una figura le-
gal que prevé que existen normas que sin formar 
parte del texto constitucional, deben conside-
rarse incorporadas al mismo, teniendo la misma 
jerarquía y validez que la Constitución; forman 
parte del bloque de constitucionalidad tratados y 
convenios internacionales en materia de derechos 
humanos ratificados, como son los Pactos de De-
rechos Civiles y Políticos y el Pacto Internacional 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
entre otros; y son normas de derecho comunitario 
ratificadas por Bolivia: la Asociación Latinoame-
ricana de Integración (ALADI),  la Comunidad 
Andina de Naciones (CAN); el Mercado Común 
del Sur (Mercosur). La Constitución Política del 
Estado, promulgada el 7 de febrero de 2009, a di-
ferencia de las anteriores constituciones, reconoce 
de manera categórica que las normas de derecho 
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comunitario integran el bloque de constituciona-
lidad, cuando refiere en su art. 410 párrafo II, 
que la Constitución es la norma suprema del or-
denamiento jurídico boliviano y goza de primacía 
frente a cualquier otra disposición normativa, y 
que el bloque de constitucionalidad está integra-
do por los tratados y convenios internacionales 
en materia de derechos humanos y las normas 
de derecho comunitario, ratificados por el país. 
El Tribunal Constitucional ante la necesidad de 
protección de los derechos humanos dimensiona 
los alcances del bloque de constitucionalidad en 
la sentencia constitucional 110/2010, donde am-
plía los alcances del bloque de constitucionalidad 
a las sentencias de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos. 

Además, en la integración de normas de derecho 
internacional a la normativa interna en el ámbi-
to de derechos humanos, a la luz del bloque de 
constitucionalidad, tiene relevancia la sentencia 
constitucional 617/2016-S2 donde se ha desarro-
llado la doctrina de la tutela reforzada en favor 
de grupos vulnerables que requieran una protec-
ción constitucional reforzada, cuando se advierte 
que el contenido de la demanda permite adecuar 
y reconducir a otra acción tutelar, ante la eviden-
te lesión de derechos, donde se establece:

En el contexto anterior, el grado de vulnerabili-
dad de las personas depende de distintos facto-
res, ya sean estos físicos, económicos, sociales y 
políticos, de ahí que surge la necesidad de iden-
tificar grupos en mayor grado de vulnerabilidad 
para adoptar medidas que mitiguen  los efectos 
de las lesiones a sus derechos fundamentales. Por 
lo tanto,  la reconducción o reconversión de las 
acciones constitucionales, está reservada única y 
exclusivamente para grupos que demanden  una 
protección constitucional reforzada; es decir, para 
personas con capacidades especiales o diferentes 
(discapacitados); para la minoridad (niños, niñas 
y adolescentes); para pueblos indígena originario 
campesinos, así como afrodescendientes; personas 
de la tercera edad o adultos mayores; mujeres en 
estado de gestación; y, personas con enfermedades 

graves o terminales. Debiendo tomarse en cuenta 
el presente razonamiento efectos de la reconduc-
ción o reconversión de acciones.(Anon n.d.)

Respecto a los derechos fundamentales y garan-
tías, el art. 13 de la Constitución Política del 
Estado refiere que los derechos reconocidos por 
la Constitución son inviolables, universales, in-
terdependientes, indivisibles y progresivos y que 
el Estado tiene el deber de promoverlos, proteger-
los y respetarlos; y que los derechos que procla-
ma esta Constitución no serán entendidos como 
negación de otros derechos no enunciados y que 
su clasificación no determina jerarquía alguna ni 
superioridad de unos derechos sobre otros. En 
cuanto a los tratados y convenios internacionales 
ratificados por la Asamblea Legislativa Plurina-
cional, que reconocen los derechos humanos y que 
prohíben su limitación en los Estados de Excep-
ción, prevalecen en el orden interno, y asimismo 
esta norma constitucional establece que los de-
rechos y deberes consagrados en la Constitución 
se interpretarán de conformidad con los Tratados 
internacionales de derechos humanos ratificados 
por Bolivia. 

Los derechos fundamentales quedarían en un 
mero enunciado si es que la norma constitucional 
no pondría a disposición los medios o instrumen-
tos para que los habitantes puedan  defender sus 
derechos frente a las autoridades, individuos o 
grupos sociales; por lo que las garantías consti-
tucionales, son en sentido jurídico, el conjunto 
de normas, métodos, mecanismos, e instrumentos 
de carácter procesal que la misma Constitución 
establece para asegurar la efectiva defensa de los 
derechos, y de esta manera reestablecer el orden 
constitucional. Estas garantías se encuentran re-
guladas en el art. 109 que refiere que todos los 
derechos reconocidos en la Constitución son di-
rectamente aplicables y gozan de iguales garan-
tías para su protección, y que los derechos y sus 
garantías sólo podrán ser regulados por la ley. 
Así se tiene que las acciones de defensa han sido 
instituidas para la tutela oportuna de los dere-
chos humanos ante la jurisdicción constitucional, 
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siendo éstas: la acción de libertad, la acción de 
amparo constitucional, la acción de protección de 
privacidad, la acción de cumplimiento y la acción 
popular. 

Para reclamar por normas que son consideradas 
inconstitucionales, que van en contra de derechos 
establecidos por la Constitución Política del Es-
tado, ésta regula el mecanismo de las  acciones 
de inconstitucionalidad, que  tienen  por  obje-
to declarar la inconstitucionalidad de toda norma 
jurídica incluida en una ley, decreto o cualquier 
género de resolución no judicial que sea contraria 
a la Constitución, acciones establecidas en el art. 
101 de la Ley del Tribunal Constitucional, siendo 

las mismas: la acción de inconstitucionalidad de 
carácter abstracto y la acción de inconstituciona-
lidad de carácter concreto vinculada a un proceso 
judicial o administrativo; es así que cuando ocu-
rre vulneración de los derechos reconocidos por 
la Constitución o por tratados y convenios inter-
nacionales de derechos humanos ratificados, los 
ciudadanos bolivianos podemos acudir a la juris-
dicción constitucional en su defensa, correspon-
diendo al Tribunal Constitucional como máximo  
intérprete y guardián de la Constitución, efectuar 
el control de constitucionalidad y  convencionali-
dad, precautelando el respeto y la vigencia de los 
derechos y las garantías constitucionales.

3. LA INTERPRETACIÓN CONSTITUCIONAL

En Bolivia, está claramente establecido en la 
Constitución Política del Estado de 2009, el re-
lacionamiento de la normativa internacional con 
la normativa interna y el lugar que ocupan los 
tratados y convenios internacionales en la jerar-
quía normativa interna; sin embargo de ello, al 
momento de su interpretación, sea por el Tribu-
nal Constitucional o por otra autoridad jurisdic-
cional, se requiere del procedimiento de la inter-
pretación, labor que cuando se trata del Tribunal 
Constitucional, en su rol de intérprete supremo 
de la Constitución, adquiere un valor especial, 
porque sus decisiones son vinculantes para todos 
los jueces y tribunales, y en algunos casos tiene 
efectos erga omnes o derogatorios de las leyes, lo 
cual le da a la jurisprudencia constitucional el va-
lor de una fuente del derecho, y al Tribunal Cons-
titucional Plurinacional un inmenso poder frente 
a los otros intérpretes de la Constitución, al ser el 
delegado del poder constituyente para interpretar 
la constitución, sus decisiones y sentencias son de 
carácter vinculante y de cumplimiento obligato-
rio, y contra ellas no cabe recurso ordinario ul-
terior alguno, por  esta razón es necesario que el 
Tribunal Constitucional sea infalible en sus fallos, 
para lo cual debe realizar una labor interpretati-
va velando por la supremacía constitucional, y 

precautelando el respeto y vigencia de los dere-
chos y garantías constitucionales. Los criterios de 
interpretación constitucional son variados, y para 
referirnos a estos, previamente diremos lo que se 
entiende por interpretación en general, según lo 
refiere el profesor Francisco Javier Díaz Revorio.

La interpretación en general, es un proceso que 
conduce a determinar el significado del significan-
te, el significado es un signo sensible y el signi-
ficado es una materia que se trata de transmitir 
con ese signo; se trata de un proceso comunica-
tivo, quien emite no es el dueño de la comunica-
ción, pues cada receptor lo va a interpretar de 
una manera diferente, la interpretación no consis-
te en descubrir la voluntad del emisor del mensa-
je, sino determinar el significado del significante 
(Díaz Revorio, 2021).

La interpretación constitucional, si bien tiene ca-
racterísticas propias, comparte los métodos de la 
interpretación jurídica; cuando damos lectura a 
una ley o a la Constitución, tratamos de conocer 
su significado, para esta labor, que la realiza un 
ciudadano común, o un juez, se recurre a los mé-
todos tradicionales de la interpretación del dere-
cho en general, los que son: el literal, el histórico, 
el teleológico y el sistemático. 
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Desde luego, la interpretación jurídica compar-
te con cualquier proceso interpretativo la fina-
lidad de tratar de determinar el significado de 
textos lingüísticos, pero presenta como nota 
específica el que los textos jurídicos contienen 
normas, de forma que el “significado” del enun-
ciado lingüístico es una norma jurídica, enten-
dida esta –sin que sea posible ahora un análisis 
más exhaustivo de este concepto- como manda-
to o prohibición dirigido a poderes públicos o 
a ciudadanos, y cuyo incumplimiento es objeto 
de una respuesta mediante una sanción jurídica  
(Díaz Revorio 2016).

En cambio, la Constitución tiene sus caracterís-
ticas propias, pues es la ley fundamental a la que 
están sometidos gobernantes y gobernados, en-
marca las actuaciones de todos los ciudadanos y 
las del legislador, y también se ha visto a través 
de la historia que las constituciones tienen un 
fuerte componente político, el mismo que influye 
también en su interpretación. Asimismo, al estar 
sustentada en principios y valores, y contener al 
mismo tiempo reglas, no es fácil tarea su inter-
pretación, ni la utilización de métodos, siendo un 
recurso en la interpretación constitucional los cri-
terios tradicionales. “Estos criterios o reglas tra-
dicionales fueron formulados por Savigny: criterio 
gramatical, sistemático, histórico y teleológico”.
(Corte de Justicia de la Nación Av Jost Marfa 
Pino and Centro n.d.).

Los Estados modernos se caracterizan por su or-
denamiento jurídico constitucionalizado, con so-
metimiento del poder político y órganos del Es-
tado, y demás leyes y resoluciones al mandato 
constitucional, en cuyo texto se tienen principios 
y valores que requieren de la interpretación cons-
titucional, no siendo suficientes los criterios tra-
dicionales de interpretación.

Además de los criterios tradicionales de interpre-
tación, el Profesor Francisco Javier Díaz Revorio 
refiere: La utilización del llamado criterio evo-
lutivo posee mayor trascendencia en la interpre-
tación constitucional, dado que la Constitución 

ha de tener una especial pretensión de perma-
nencia y estabilidad, como norma fundamental y 
suprema de un sistema político y social llamada 
a perdurar en el tiempo; y esta permanencia no 
sería posible si su interpretación no se realiza-
se teniendo en cuenta la realidad social a la que 
ha de aplicarse. Por ello se ha destacado la im-
portancia de una “interpretación evolutiva” del 
texto normativo supremo, que lo vaya adecuando 
a las cambiantes circunstancias sociales, políti-
cas, económicas..., si bien sin llegar a tergiversar 
o ignorar el significado literal de sus preceptos. 
(Díaz Revorio 2016).

Los criterios y métodos para la interpretación 
constitucional son variados, y es cada vez ma-
yor el número de constitucionalistas y estudios 
del derecho que se inclinan para esta difícil ta-
rea, por el método de la ponderación, que parece 
ser el más adecuado cuando se trata de interpre-
tar principios constitucionales. Los Estados que 
cuentan con Constituciones democráticas moder-
nas, por lo general establecen dos categorías de 
normas constitucionales: las primeras, son las que 
constituyen y organizan los poderes u órganos del 
Estado; las segundas, comprenden las normas que 
limitan al poder estatal y protegen a los ciudada-
nos mediante el reconocimiento de sus derechos 
fundamentales. El Estado ejerce el poder de go-
bernar, dirigir, dictar normas de conducta, etc. 
frente al cual el ciudadano se encuentra en una 
relación de subordinación y obediencia, ya que 
el Estado ejerce un poder de dominación irre-
sistible y tiene los mecanismos de coacción para 
que se cumplan sus mandatos; por eso es que en 
las Constituciones democráticas deben protegerse 
los derechos de los gobernados, poniendo límites 
a ese poder estatal mediante el reconocimiento 
constitucional de sus derechos. Podemos decir 
que un Estado garantiza los derechos fundamen-
tales de los gobernados, cuando estos no sienten 
temor si se les toca la puerta a las 7:00 a.m., 
abrirán la misma con la certeza de que alguien les 
está buscando por cualquier razón, y no sentirán 
temor de que le tocan la puerta para detenerlos; 
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la democracia se la vive día a día cuando los go-
bernados saben que los poderes del Estado están 
actuando en el marco de la Constitución.  

Para la efectiva protección de los derechos fun-
damentales de los ciudadanos se requiere realizar 
una ponderación entre los principios constitucio-
nales, labor que realiza el Tribunal Constitucio-
nal en el control de constitucionalidad de la ley, y 
también realizan esta labor los jueces ordinarios 
para resolver los asuntos de su competencia. La 
ponderación de principios jurídicos significa pre-
ferir un derecho fundamental sobre otro; y así se 
puede dar efectiva protección a los derechos fun-
damentales en caso de que uno entre en conflicto 
con el otro. Por esta razón, se dice que entre los 
criterios más adecuados cuando se da conflicto 
entre principios que se refieren a derechos fun-
damentales, es el de la ponderación, el mismo 
que ha sido hábilmente desarrollado por Robert 
Alexy en su obra: Derechos fundamentales, pon-
deración y racionalidad, quien refiere:

En el derecho constitucional alemán, la ponde-
ración es una parte que exige un principio más 
amplio; el de proporcionalidad. Éste se compone 
de tres partes: los subprincipios de adecuación, 
necesidad y proporcionalidad en sentido estricto; 
todos estos subprincipios expresan la idea de op-
timización. Los derechos fundamentales son man-
datos de optimización, como tales son normas de 
principio que ordenan la realización de algo en la 
más alta medida, relativamente a las posibilida-
des materiales y jurídicas. La ley de ponderación 
expresa que optimizar en relación con un princi-
pio colisionarte no consiste en otra cosa que pon-
derar. La ley de ponderación muestra que ésta 
puede descomponerse en tres pasos. En el prime-
ro debe constatarse el grado de incumplimiento o 
perjuicio de un principio. A él debe seguir en un 
segundo paso la comprobación de la importancia 
de la realización del principio contrario. En un 
tercer paso finalmente debe averiguarse si la im-
portancia de la realización del principio contrario 
justifica el perjuicio o incumplimiento del otro 
(Alexy n.d.).

También hay un nuevo criterio, que se consi-
dera por los doctrinarios del derecho un modo 
de consecuencia o corolario de la ponderación, 
se trata del principio de proporcionalidad, que 
es un criterio que permite determinar si la res-
tricción de un derecho-principio determinado es 
o no legítima, es decir, cuando una “afectación” 
a un derecho se convierte en una “vulneración” 
del mismo. Para que esa restricción, normal-
mente como consecuencia de la intervención le-
gislativa, sea legítima, ha de superar un triple 
test, que consiste en la idoneidad, necesidad y 
proporcionalidad de la medida; en todo caso, se 
aprecia así que la proporcionalidad puede enmar-
carse en un método de ponderación, pero hay 
claras diferencias entre ambas. La ponderación 
sirve para resolver conflictos entre principios 
constitucionales y sería un método o criterio; la 
proporcionalidad sirve más bien para valorar la 
constitucionalidad de leyes, normas o actos infra 
constitucionales, en la medida en que afectan o 
restringen derechos-principios constitucionales.  
(Díaz Revorio, 2016).

En Bolivia ocurre una situación peculiar, en 
cuanto a los criterios de interpretación que debe 
utilizar el Tribunal Constitucional Plurinacional, 
ya que el art. 196 II de la Constitución Política 
del Estado establece: en su función interpretati-
va, debe aplicar como criterio de interpretación, 
con preferencia, la voluntad del constituyente, de 
acuerdo con sus documentos, actas y resolucio-
nes, así como el tenor literal del texto; de este 
mandato constitucional, se puede deducir que im-
peran el método histórico y el literal, sin embar-
go, esto no impide que el Tribunal Constitucional 
pueda utilizar otros criterios y métodos de inter-
pretación para llegar a un resultado justo en su 
resoluciones, o restablecer derechos y garantías. 
El mismo Tribunal Constitucional en la senten-
cia constitucional 0137/2013 estableció que los 
métodos interpretativos señalados por la Consti-
tución no son excluyentes de otros métodos que 
puedan ser útiles de la doctrina constitucional, 
la jurisprudencia constitucional comparada, y de 
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los pronunciamientos de la Corte Interamerica-
na de Derechos Humanos. Asimismo, la sentencia 
constitucional 01/2020 emitida por el Tribunal 
Constitucional Plurinacional, hace referencia a 
los criterios de interpretación contenidos en la 
Constitución y en el Código Procesal Constitu-
cional, donde se resalta el principio de unidad 
de la Constitución, y  se  explica los alcances y 
contenido de  la voluntad del constituyente y así 
como la interpretación sistemática que habilita 
el Código Procesal Constitucional, donde además 

se refiere que la interpretación constitucional 
también debe obedecer a los principios, como el 
de unidad por el que la interpretación no pue-
de realizarse de forma aislada, y el de corrección 
funcional por el que la interpretación no debe in-
terferir el ámbito de las funciones asignadas por 
la Constitución a los órganos del poder público, 
también se hace referencia a otros métodos de 
interpretación y no deja de lado los principios, 
fines y funciones del Estado. 

4. EL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL PLURINACIONAL Y EL 
CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD Y DE CONVEN-
CIONALIDAD

En Bolivia, podemos decir que el modelo de con-
trol constitucional es el concentrado, se ha ins-
tituido un Tribunal Constitucional de carácter 
plurinacional, la Constitución Política del Estado 
de 2009 en su art. 196 I, establece que tiene una 
triple función, con alcances concretos, estas fun-
ciones son: velar por la supremacía de la Cons-
titución, a través del ejercicio del control consti-
tucional, para precautelar el respeto y vigencia 
de los derechos y garantías constitucionales de 
los ciudadanos. Las sentencias constitucionales 
1227/2012 y 2143/2012 entre otras, establecen 
que Bolivia adoptó en la nueva Constitución de 
2009, un sistema plural concentrado de control de 
constitucionalidad. Como lo refiere el constitu-
cionalista boliviano Alan Vargas Lima:

El modelo constitucional boliviano basado en 
el pluralismo, la interculturalidad y la descolo-
nización, tiene características específicas que lo 
diferencian de los demás modelos constituciona-
les. Se ha llegado a conformar un sistema plu-
ral de  constitucionalidad con bases notorias en 
el sistema jurisdiccional concentrado de control 
de constitucionalidad que estuvo vigente hasta 
antes de la aprobación del nuevo texto consti-
tucional, con un nuevo componente plural e in-
clusivo, cuyo objetivo es asegurar la vigencia 
del pluralismo como elemento fundante del Es-

tado, y con la finalidad de garantizar a través 
de la interpretación constitucional, el modelo de 
constitucionalismo fuerte basado en la justicia 
y la igualdad. El Tribunal Constitucional se en-
cuentra en la cúspide del sistema jurisdiccional 
plural de control de constitucionalidad y es el 
máximo garante, tanto del bloque de constitu-
cionalidad como de los derechos fundamentales.   
(Anon n.d.)

El Tribunal Constitucional ejerce el control de 
constitucionalidad plural en tres dimensiones: 
control del respeto a los derechos fundamentales 
y garantías constitucionales; control de compe-
tencias y control normativo de constitucionali-
dad; en cuanto al control de convencionalidad, de 
conformidad a los artículos 13 y 256 de la Consti-
tución, esta labor recae en el Tribunal Constitu-
cional Plurinacional, quien debe ejercer el control 
de convencionalidad en las causas sometidas a su 
conocimiento; este es el mecanismo por el que los 
Estados pueden concretar la obligación de garan-
tía de los derechos humanos en el ámbito interno, 
el mismo que se efectúa mediante la verificación 
de la conformidad de las normas y prácticas na-
cionales con la Convención Americana del Dere-
chos Humanos. 

El  control de constitucionalidad y el control de 
convencionalidad tienen objetivo diferente, el pri-
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mero busca dar primacía a la Constitución, en 
tanto que el segundo pretende asegurar la prima-
cía convencional. En Bolivia, el control de consti-
tucionalidad está a cargo del Tribunal Constitu-
cional Plurinacional, quien tiene el deber de velar 
por la supremacía de la Constitución Política del 
Estado, y precautelar el respeto y vigencia de los 
derechos y garantías constitucionales. El art. 196 
I de la CPE establece que el Tribunal Constitu-
cional, tiene tres tareas: velar por la supremacía 
de la Constitución, ejercer el control de constitu-
cionalidad, y precautelar el respeto y la vigencia 
de los derechos y las garantías constitucionales; y 
que, en su función interpretativa, aplicará como 
criterio de interpretación, con preferencia, la vo-
luntad del constituyente, de acuerdo con sus do-
cumentos, actas y resoluciones, así como el tenor 
literal del texto. Para desarrollar esta labor, el 
Tribunal Constitucional goza de independencia 
de los cuatro órganos que integran el poder pú-
blico, y tiene las competencias previstas por el 
art. 202 de la CPE y desarrolladas por la Ley 
del Tribunal Constitucional y el Código Procesal 
Constitucional.

El control de convencionalidad del Pacto de San 
José de Costa Rica, lo realiza la Corte Interame-
ricana de Derechos Humanos, en los casos someti-
dos a su jurisdicción, y siendo que Bolivia  aprobó 
y ratificó la Convención suscrita en San José de 
Costa Rica, el 22 de noviembre de 1969, mediante 
Ley N.º 1430, de 11 de febrero de 1993, ha asumi-
do el compromiso internacional de respetar y dar 
garantías para que sean respetados los derechos 
en ella reconocidos y tiene el deber de controlar 
su cumplimiento; labor que de conformidad a los 
artículos 13 y 256 de la Constitución, recae en 
el Tribunal Constitucional Plurinacional, quien 
debe ejercer el control de convencionalidad en las 
causas sometidas a su conocimiento; este es el 
mecanismo por el que los Estados pueden con-
cretar la obligación de garantía de los derechos 
humanos en el ámbito interno, el mismo que se 
efectúa mediante la verificación de la conformi-
dad de las normas y prácticas nacionales con la 

Convención Americana de Derechos Humanos. 

Además del control concentrado de “convencio-
nalidad” que realiza la CIDH como parte de su 
competencia, existe otro tipo de control de carác-
ter “difuso”, que debe realizarse por los jueces y 
órganos de administración de justicia nacionales 
o domésticos de los Estados que han suscrito o se 
han adherido a la CADH, y con mayor intensidad 
los que han aceptado la jurisdicción de la Corte 
IDH.(FErrEr Mac-GrEGor 2011).

En mérito al compromiso asumido en el ámbito 
internacional, los Estados signatarios de la Con-
vención tienen el deber de respetar y garantizar el 
ejercicio de los derechos y libertades en el ámbito 
interno, mediante sus mecanismos de control por 
los órganos de administración de justicia interna 
y a través de la verificación de la conformidad de 
las normas y prácticas nacionales, con la Con-
vención Americana de los Derechos Humanos. “El 
control de convencionalidad es consecuencia del 
deber de los Estados de tomar todas las medidas 
necesarias para que los tratados internacionales 
que han firmado se apliquen cabalmente”.(Car-
bonell n.d.) 

El control de convencionalidad es el sometimiento 
de las normas previstas por la Constitución en el 
orden interno, las leyes y disposiciones que ema-
nan del Órgano Ejecutivo, a una comparación 
con la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos (CADH) y a las normas que emanan 
del mismo como resoluciones, declaraciones y su 
jurisprudencia.

La fuerza normativa de la CADH, alcanza a la 
interpretación que de ella realice la Corte IDH 
(…).La interpretación emprendida por el tribu-
nal interamericano a las disposiciones, adquiere 
la misma eficacia que poseen estas, ya que en 
realidad las “normas convencionales” constituyen 
el resultado de la “interpretación convencional” 
que emprende la Corte IDH como órgano judicial 
autónomo cuyo objetivo es la aplicación e inter-
pretación del corpus juris interamericano (…).El 
resultado de la interpretación de la Convención 
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Americana, conforma la jurisprudencia de la mis-
ma; es decir constituyen normas que derivan de 
la CADH, de lo cual se obtiene que gocen de la 
misma eficacia (directa) que tiene que tiene di-
cho tratado internacional.(FErrEr Mac-GrEGor 
2011) 

Tanto el principio de constitucionalidad (art. 410 
de la CPE), como el de convencionalidad (arts. 
13 IV y 256 de la CPE); exigen a las autorida-
des interpretar las normas desde y conforme a la 
Constitución Política del Estado y las normas del 
bloque de constitucionalidad, precautelando el 
respeto de los derechos fundamentales y garantías 
constitucionales, por lo que esta interpretación 
de tratados y convenios internacionales, y en este 
caso de la CADH, no es discrecional.

El rol del Tribunal Constitucional Plurinacional 
como guardián de la Constitución es claro, y sien-
do que sus resoluciones no tienen recurso ulterior, 
en su delicada labor deben ser infalibles, pues el 
respeto de los derechos y garantías de los ciuda-
danos están en última instancia en manos de es-
tos Magistrados y Magistradas, elegidos mediante 
sufragio universal en Bolivia. 

5. CONCLUSIONES
El relacionamiento de la normativa internacional 
con la norma interna boliviana está claramente 
establecido en el art. 410 de la Constitución Po-
lítica del Estado, por el que los tratados y conve-
nios internacionales ratificados se encuentran en 
orden jerárquico por debajo de la Constitución y 
por encima de las leyes nacionales, los estatutos 
autonómicos, las cartas orgánicas y el resto de 
legislación departamental, municipal e indígena; 
así como de los decretos, reglamentos y demás 
resoluciones emanadas de los órganos ejecutivos 
correspondientes; asimismo, esta norma consti-
tucional establece que forman parte del bloque 
de constitucionalidad los tratados y convenios 
internacionales en materia de derechos humanos 
ratificados, los que sin formar parte del texto 
constitucional se consideran incorporados al tex-

to constitucional, teniendo la misma jerarquía y 
validez que la Constitución. Cuando los tratados 
y convenios internacionales de derechos humanos, 
ratificados o a los que se hubiere adherido Bo-
livia, declaren derechos más favorables que los 
contenidos en la Constitución, se aplicarán de 
manera preferente a la Constitución, conforme lo 
establece el art. 256 de la misma Constitución.

Respecto a la incorporación del derecho inter-
nacional a la normativa interna, el Tribunal 
Constitucional Plurinacional ha desarrollado ju-
risprudencia, como la contenida en la sentencia 
constitucional 110/2010-R por la que el Tribunal 
Constitucional Plurinacional, ante la necesidad 
de protección de los derechos humanos amplía los 
alcances del bloque de constitucionalidad a las 
sentencias de la Corte Interamericana de Dere-
chos Humanos, las que  forman parte del bloque 
de constitucionalidad y a partir del alcance del 
principio de supremacía constitucional que al-
canza a las normas que integran este bloque, y 
son fundamentadoras e informadoras de todo el 
orden jurídico interno. Asimismo, en el ámbito 
de derechos humanos, la sentencia constitucional 
617/2016-S2  ha desarrollado la doctrina de la 
tutela reforzada en favor de grupos vulnerables 
que requieran una protección constitucional  re-
forzada, cuando se advierte que el contenido de la 
demanda permite adecuar y reconducir a otra ac-
ción tutelar, ante la evidente lesión de derechos, 
donde se establece interpretación que se efectúa a 
la luz del bloque de constitucionalidad:

La interpretación constitucional en Bolivia ha 
sido confiada por el poder constituyente y cons-
tituido, a un solo órgano, el Tribunal Constitu-
cional Plurinacional, quien por mandato del art 
196 de la CPE debe velar por la supremacía de la 
Constitución, debiendo aplicar como criterio de 
interpretación, con preferencia, la voluntad del 
constituyente, de acuerdo con sus documentos, 
actas y resoluciones, así como el tenor literal del 
texto. Estos criterios de interpretación han sido 
ampliados por el Código Procesal Constitucional 
cuando refiere que la interpretación constitucio-
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nal también puede ser sistemática y según los 
fines establecidos en los principios constitucio-
nales. El Tribunal Constitucional Plurinacional, 
respecto de los criterios de interpretación para 
la norma constitucional, ha emitido la sentencia 
constitucional Nro. 01/2020, que hace referencia 
a la interpretación constitucional que realiza en 
Tribunal, donde se indica que los criterios de in-
terpretación están contenidos en la Constitución 
y en el Código Procesal Constitucional, donde se 
resalta el principio de unidad de la Constitución, 
y se explica los alcances y contenido de la volun-
tad del constituyente y así como la interpretación 
sistemática que habilita el Código Procesal Cons-
titucional, y se refiere que la interpretación cons-
titucional también debe obedecer a los principios 
de unidad, de corrección funcional, y también se 
refiere a otros métodos de interpretación y no 
deja de lado los principios, fines y funciones del 
Estado.

El control de constitucionalidad en Bolivia está a 
cargo del Tribunal Constitucional Plurinacional, 
quien debe velar por la supremacía de la Consti-
tución, ejercer el control de constitucionalidad, y 
precautelar el respeto y la vigencia de los dere-
chos y las garantías constitucionales, y para de-
sarrollar esta labor, goza de independencia de los 
cuatro órganos que integran el poder público. El 
control de convencionalidad del Pacto de San José 
de Costa Rica, lo realiza la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos, en los casos sometidos a 
su jurisdicción, y siendo que Bolivia   aprobó y 
ratificó la Convención, suscrita en San José de 
Costa Rica, el 22 de noviembre de 1969, mediante 
Ley N.º 1430, de 11 de febrero de 1993, ha asumi-
do el compromiso internacional de respetar y dar 

garantías para que sean respetados los derechos 
en ella reconocidos, y tiene el deber de controlar 
su cumplimiento; labor que recae en el Tribunal 
Constitucional Plurinacional, quien debe ejercer 
el control de convencionalidad en las causas so-
metidas a su conocimiento; este  es el mecanismo 
por el que los Estados pueden concretar la obli-
gación de garantía de los derechos humanos en el 
ámbito interno, el mismo que se efectúa mediante 
la verificación de la conformidad de las normas 
y prácticas nacionales con la Convención Ameri-
cana del Derechos Humanos, en el marco de sus 
estándares de aplicabilidad y de la jurisprudencia 
emitida por la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos. 

El Tribunal Constitucional Plurinacional como 
encargado del control de constitucionalidad y 
convencionalidad e intérprete supremo de la 
Constitución, adquiere un valor especial en el 
ordenamiento jurídico boliviano, porque sus de-
cisiones son vinculantes para todos los jueces y 
tribunales, y en algunos casos tiene efectos erga 
omnes o derogatorios de las leyes; en contra de 
sus resoluciones no cabe recurso ulterior, lo cual 
le da a la jurisprudencia constitucional el valor de 
una fuente del derecho, y al Tribunal Constitucio-
nal Plurinacional un inmenso poder frente a los 
otros intérpretes de la Constitución. Los ordena-
mientos jurídicos no suelen incorporar mecanis-
mos de control sobre el Tribunal Constitucional, 
por lo que sus resoluciones deben ser infalibles, 
pues el respeto de los derechos y garantías de los 
ciudadanos están en última instancia en manos 
de estos Magistrados y Magistradas, elegidos me-
diante sufragio universal en Bolivia.  
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Resumen:
Probablemente varios juristas bolivianos se han 
interesado en efectuar una relación histórica del 
camino que ha recorrido el “Proceso Contencio-
so Administrativo” con cuyo instrumento jurí-
dico se efectúa el Control de la Administración 
por los Órganos Jurisdiccionales, en gran parte 
de las legislaciones europeas y latinoamerica-
nas.
Por este motivo, el presente trabajo no obedece 
a efectuar una historia de dicho instituto, sino 
un análisis crítico de la pretendida construcción 
de esta institución jurídica en Bolivia que no 
ha evolucionado hasta un nivel necesario, para 
constituirse en instrumento idóneo en la defensa 
de los intereses del administrado ante el Poder 
de la Administración Pública y el Estado, como 
ocurrió y ocurre en los países de las regiones 
mencionadas. 
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Abstract
Probably several Bolivian jurists have been in-
terested in making a historical account of the 
path taken by the “Contentious Administrati-
ve Process” with whose legal instrument the 
Control of the Administration is carried out 
by the Jurisdictional Bodies, in a large part of 
the European and Latin American legislation.
For this reason, the present work is not in-
tended to carry out a history of said institu-
te, but rather a critical analysis of the alleged 
construction of this legal institution in Bolivia, 
which has not evolved to a necessary level, to 
become an ideal instrument in the defense of 
the interests of the administered before the 
Power of the Public Administration and the 
State, as it happened and it happens in the 
countries of the mentioned regions.
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administrativo, control de la administración 
pública por órganos jurisdiccionales, actos ad-
ministrativos, derechos de los administrados..
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1. ANTECEDENTES. 

No cabe duda de que los escenarios en los que se 
violentan los Derechos Humanos con mayor fre-
cuencia, son los espacios en los que se desenvuelve 
la Administración Pública, instancias en las que 
sus ejecutivos y funcionarios –en su calidad de 
servidores públicos-, toman decisiones, pronun-
cian resoluciones o realizan determinados actos 
administrativos, apartándose del ordenamiento 
jurídico vigente y en los que sus decisiones ad-
ministrativas ocasionan perjuicios económicos y 
morales, por acción u omisión, en el cumplimien-
to de determinados reglamentos e institutos jurí-
dicos establecidos.

Tampoco es extraño que esta situación que se 
ha vivido de manera permanente desde la apari-
ción del Estado, se perpetuará en el tiempo como 
una forma de organización social, al grado de que 
quienes detentan el ejercicio del poder público 
de manera circunstancial, abusan de ese poder, 
para someter a los administrados al sufrimiento, 
a través de la corrupción y la indignidad como 
su expresión más crítica. Una realidad que se ha 
experimentado en la antigüedad, perdurando a 
través del tiempo, en la edad media, en la edad 
moderna y posteriormente, en la edad contem-
poránea, aunque se hubieran pretendido superar 
con las Revolución Inglesa del siglo XVII, con la 
Revolución Norteamericana y Francesa del siglo 
XVIII y luego con las revoluciones sociales y so-
cialistas de los siglos XIX y XX, respectivamente. 

La Revolución Francesa cuyo aporte más impor-
tante y significativo para la Comunidad Inter-
nacional fue la Declaración de los Derechos del 
Hombre y del Ciudadano (ASAMBLEA NACIO-
NAL FRANCESA, 1789), en su art. 15, estable-
ció por primera vez, el derecho colectivo de la 
sociedad, enfatizando en la necesidad de “Pedir 
cuentas a todo Agente Público sobre su adminis-
tración”, postulado a partir del cual surgió la res-
ponsabilidad del Estado y de los funcionarios y/o 

servidores públicos por el ejercicio de la función 
pública y que se constituyó en el preámbulo para 
que el año 1790 se instituyera la jurisdicción ad-
ministrativa con la creación del Consejo de Esta-
do (Conceil d´Etat), órgano autónomo destinado 
a administrar justicia en materia administrativa 
(OSSORIO, 1995, pág. 220).

En este contexto, el Consejo de Estado Francés, 
se constituyó en el promotor del control de la 
legalidad a la Administración pública, primero 
como un sistema de justicia retenida, con la for-
mulación de propuestas de resolución que eran 
aceptadas o no por los órganos de administración 
competentes. Posteriormente, las facultades de 
revisión fueron delegadas por el Poder Ejecutivo, 
aplicándose con ello un sistema de justicia dele-
gado, en el que la independencia de los órganos 
de fiscalización de los actos administrativos se 
incrementó considerablemente.

Más tarde, en otros países como España, se llegó 
a atribuir a los Tribunales de Justicia la tarea de 
controlar los actos de la Administración Pública, 
constituidos bajo un Orden Jurisdiccional Inde-
pendiente.

Avanzado el siglo XIX y evolucionada la expe-
riencia de este instituto procesal, surge la dis-
cusión teórica respecto al contencioso, en el pro-
pósito de establecer si éste se constituye como 
un recurso, como una acción o un procedimiento. 
Una vez que se inicia como “revisión por el Poder 
Judicial de las resoluciones administrativas que 
emiten las entidades estatales” adquiere el carác-
ter de recurso. Posteriormente surge el criterio 
de acción, porque se lo concibe como un derecho 
del ciudadano para demandar a los órganos juris-
diccionales en busca de la tutela, de ese modo lo 
contencioso administrativo no se configura como 
un recurso, sino como una acción que les corres-
ponde ejercer a los ciudadanos para defender sus 
derechos e intereses afectados por la administra-
ción pública.



 EL PROCESO CONTENCIOSO EN BOLIVIA, UNA TAREA INCONCLUSA 

TJ101 Tribuna JurídicaRevista Científica, Vol.2  Nro.2, agosto 2021, ISSN: 2707-4153

1 2 3 4 5  6 7 8

Sin embargo, la acción como derecho y facultad 
del ciudadano o del administrado, para demandar 
la intervención del órgano jurisdiccional, no re-
sulta suficiente, en tanto a que una vez iniciada la 
demanda, se requieren regular los demás pasos a 
seguir. Y es que se considera importante estable-
cer el procedimiento, las formalidades y fases, así 
como el análisis de pruebas, para la obtención de 
una resolución o sentencia del Poder Judicial. De 
este modo, el proceso contencioso viene a cons-
tituirse en un procedimiento de carácter técni-

co jurídico, con el que se controla la actuación 
de la Administración pública, dejando sin efecto 
sus actos administrativos, o se los mantiene por 
encontrarlos ajustados a derecho, estableciéndose 
sanciones en caso de probarse daños y perjuicios 
al administrado. 

Mediante este proceso, se logró no solo avanzar 
en la finalidad de anular los actos administrati-
vos; sino permitir que los administrados tengan 
la facultad de pedir el reconocimiento y la decla-
ración de derechos.  

2. CARÁCTER DEL PROCESO CONTENCIOSO COMO INSTI-
TUTO JURÍDICO.

Como características de la Jurisdicción Conten-
cioso Administrativa en Bolivia, insuficientemen-
te implementada, poco conocida y recurrida por 
los juristas nacionales y administrados en gene-
ral, pueden mencionarse las siguientes:

2.1. Constituye una Jurisdicción Espe-
cializada dentro del Poder Judicial

Que la ejercen determinados tribunales y jueces y 
a la que se encuentran sometidas ciertas personas 
del Derecho Administrativo y que juzga deter-
minados actos de estas o relaciones jurídicas del 
Derecho Administrativo. A esta Jurisdicción no 
le corresponde conocer y resolver los procesos en 
general, ni están sometidos a ellos el conjunto de 
personas naturales y jurídicas, sino varios hechos 
y relaciones jurídicas que se generan entre la Ad-
ministración Pública y los administrados. 

2.2. Ejerce el Control de la Adminis-
tración

Esta Jurisdicción ha sido concebida y creada para 
controlar a la Administración Pública y a la Acti-
vidad Administrativa, entendiéndose a la Admi-
nistración desde un criterio material y orgánico. 

El criterio material, se refiere a la “Responsabi-
lidad de la Administración” es decir: a las con-
secuencias de una actividad administrativa, que 

pone mayor énfasis en la actuación que tienen 
los funcionarios públicos que ejercen la actividad 
administrativa que en los Agentes de la Adminis-
tración, entendiéndose que es más importante el 
proceso administrativo que las personas que lo 
administran.

El criterio orgánico, relacionado con los efectos 
de la jurisdicción contencioso administrativa, en 
la que se produce una clara diferenciación entre 
las personas jurídicas estatales, que se clasifican 
como personas de Derecho Público y personas de 
Derecho Privado. 

Mediante el control a la Administración Pública, 
esta Jurisdicción hace justicia y tiene la facultad 
de pronunciar los siguientes fallos o sentencias 
(decisorios o resoluciones): 

 { Declarar la nulidad de los actos ilegí-
timos o ilegales

 { Disponer el restablecimiento de las si-
tuaciones jurídicas infringidas

 { Conocer el restablecimiento de daños 
por lesión inferida

 { Conocer el reclamo por la producción 
de los servicios públicos
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2.3. Ejerce el control de la Actividad 
de los Entes Públicos

Compete a la Jurisdicción Contencioso Admi-
nistrativa, no solo conocer los procesos de nuli-
dad contra los actos administrativos de los entes 
de derecho público, cualquiera sea la naturale-

za de su objeto; sino conocer las demandas que 
por cualquier causa se intenten contra el Esta-
do Central, los Departamentos y Municipios, o 
cualquier institución autónoma, sujeto público o 
empresa, en la cual las entidades públicas territo-
riales, ejercen un control decisivo y permanente, 
en cuanto a dirección o administración.

2.4. Ejerce el Control de la Legalidad y Legitimidad

La Jurisdicción Contencioso Administrativa, tie-
ne por objeto controlar la legalidad y legitimidad 
de los actos de la Administración Pública del Es-
tado, a partir de las siguientes figuras:

 { El Control de Legalidad, se produ-
ce con la competencia que tienen los 
órganos de esta jurisdicción, para 
“anular los actos administrativos con-
trarios a derecho, inclusive por des-
viación de poder”. Esta jurisdicción 

controla los actos administrativos so-
metidos al principio de legalidad ad-
ministrativa.  

 { El Control de Legitimidad, se da no 
solo a los actos administrativos sino 
a los hechos, relaciones jurídico admi-
nistrativas y el conjunto de actuacio-
nes provenientes de la Administración 
Pública, sometidos a su control. Se 
entiende por la conformidad con el 
Orden Jurídico.

3. NATURALEZA JURÍDICA DEL PROCESO 

Este tema tiene que ver con la esencia misma del 
Instituto, es decir que este proceso tiene como ra-
zón de ser: “Garantizar la tutela judicial efectiva 
a derechos e intereses legítimos de los ciudadanos 
y eso es precisamente lo que le da a esta juris-

dicción su carácter subjetivo esencial, eliminando 
de raíz la vieja idea en torno a su naturaleza 
meramente revisora, pese a que tenga una refe-
rencia constitucional al respecto”.(LEDEZMA 
NARVAEZ, 2009) 

4. CONCEPTOS Y DEFINICIONES DEL PROCESO CONTEN-
CIOSO ADMINISTRATIVO

 { “El Contencioso Administrativo im-
porta la solución judicial al conflicto 
jurídico, que crea el acto de la au-
toridad administrativa, que vulnera 
derechos subjetivos o agrava inte-
reses legítimos de algún particular 
o de otra autoridad autárquica, por 
haberse infringido aquélla, de algún 
modo, la norma legal que regla su ac-
tividad y a la vez protege tales dere-
chos o intereses”. También se refiere a 

una definición moderna que establece 
que el contencioso administrativo es 
“un medio para dar satisfacción jurídi-
ca a las pretensiones de la administra-
ción y de los administrados afectados 
en sus derechos por el obrar público 
ilegitimo”. (Dromi Casas) 

 { El proceso contencioso administrati-
vo, es un verdadero proceso de conoci-
miento, cuya función esencial es la de 
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contralor de la juridicidad de la admi-
nistración pública y tiene atribucio-
nes para conocer en caso de contienda 
por actos o resoluciones de la admi-
nistración y de las entidades descen-
tralizadas y autónomas del Estado, 
así como en los casos de controversias 
derivadas de contratos y concesiones 
administrativas. (Calderon Morales, 
1966)

 { “Lo contencioso-administrativo es la 
contienda administrativa entablada 
ante la administración (pública, local 

o municipal) y los particulares, en la 
que se discute la eficacia jurídica-le-
gal de una resolución administrativa” 
(Nogueron Consuegra, 2013)

 { “El proceso contencioso administrati-
vo, constituye la vía jurisdiccional de 
control de los actos de la administra-
ción pública, en el que las partes, en 
igualdad de condiciones, ante autori-
dad imparcial, hacen prevalecer sus 
derechos y pretensiones, e impugnan 
las resoluciones judiciales”. (Martinez 
Bravo, 2010)

5. DENOMINACIONES JURÍDICAS DEL PROCESO CONTEN-
CIOSO ADMINISTRATIVO

Al Instituto de lo contencioso administrativo, se 
lo conoce también como recurso, acción, procedi-
miento, proceso y jurisdicción. Recurso, cuando 
se lo concibe como una revisión por el Poder u 
Órgano Judicial de la resolución administrativa 
que emite una Entidad Estatal; Acción, como un 
derecho de los ciudadanos de recurrir al Poder 
Judicial en busca de Tutela. Sin embargo, cuando 
se habla de Acción, es como referirse al inicio, 
y por ello resulta que el Procedimiento abarca 
las etapas o formalidades que siguen a la Acción 
materializada en una demanda; y con la idea del 
Procedimiento, nos quedamos con las formalida-
des y sus fases hasta obtener la decisión del Juez. 

El Proceso, por el contrario, nos conduce a la 
finalidad de este instituto que es lograr la solu-
ción de un conflicto de intereses entre la Admi-
nistración Pública y los particulares. Finalmen-
te, lo más acertado resulta la denominación de 
Jurisdicción, puesto que ella alude a la facultad 
que confiere la ley de administrar justicia en 
contra y también a favor de la Administración 
Pública cuando así corresponda. 

Acción que tiene por objeto la impugnación de 
resoluciones, normas o inactividades de un or-
ganismo administrativo. (Diccionario Panhispa-
nico del español Juridico, 2021)

6. DESARROLLO ALCANZADO EN LA COMUNIDAD INTER-
NACIONAL

La Jurisdicción Contencioso Administrativa tuvo 
su origen en la Revolución Francesa, sin embargo 
al ser un instituto jurídico procesal orientado a la 
defensa de los derechos del ciudadano y/o admi-
nistrado frente al abuso del Poder que se produce 
en el ámbito de la Administración Pública a nivel 
mundial; entre los siglos XIX y XXI, se ha exten-
dido, constitucionalizado e instituido en la mayor 
parte de los países de Europa y luego en América; 

habiendo alcanzado los avances más notables en 
los siguientes países.

Latinoamérica
México, dispone de La Ley Federal del Proce-
dimiento Contencioso Administrativo del 1° de 
diciembre de 2015, reguladora de estos juicios que 
se promueven ante el Tribunal Federal de Justicia 
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Fiscal y Administrativa, contra las resoluciones 
administrativas firmes y definitivas establecidas 
en la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Jus-
ticia Fiscal y Administrativa y contra los actos 
administrativos, decretos y acuerdos de carácter 
general, diversos a los reglamentos.

Este llamado procedimiento, prevé etapas de un 
proceso judicial de hecho, en que las partes deben 
probar sus pretensiones; abarca demanda, contes-
tación, medidas cautelares, eventual suspensión 
de la ejecución del acto administrativo impugna-
do, incidentes, el periodo probatorio, formulación 
de alegatos, sentencia, recurso de reclamación y 
de revisión.

Perú, mediante Ley regulatoria del Proceso Con-
tencioso Administrativo del 6 de diciembre de 
2001, ha establecido este Instituto procesal para 
realizar el control jurídico de las actuaciones de 
la Administración Pública, así como la efectiva 
tutela de los derechos e intereses de los adminis-
trados, gozando de reconocimiento judicial. Con 
este proceso, se impugnan los actos de la Admi-
nistración Pública, el silencio administrativo y las 
actuaciones materiales de la administración. La 
finalidad de este proceso es que el Juez declare la 
nulidad del acto administrativo, que reconozca el 
derecho del administrado, el cese de la actuación 
de la administración y determinar la indemniza-
ción por daños y perjuicios causados por el acto 
administrativo impugnado. Este proceso es diri-
gido en primera instancia por el Juez especializa-
do en lo Contencioso Administrativo; en segunda 
instancia por la Sala Superior en lo Contencioso 
Administrativo de la Corte Distrital y en la Corte 
Suprema cuando se interpone el recurso de Casa-
ción.  El plazo para interponer la demanda es de 
tres meses. En este proceso se faculta disponer 
medidas precautorias.

Colombia, en este país se dispone de la Ley del 
Código de Procedimiento Administrativo y Con-
tencioso Administrativo del 18 de enero de 2011; 
amplísimo instrumento que rige institutos tan 

importantes como: 

Procedimiento Administrativo
Ámbito de aplicación y Principios; derechos, debe-
res, prohibiciones, impedimentos y recusaciones;  
Derecho de Petición ante autoridades; Derecho 
de Petición ante Organizaciones y organizaciones 
privadas;  Procedimiento Administrativo Gene-
ral;  Mecanismos de Consulta Previa; Procedi-
miento Administrativo Sancionatorio;  Medios 
electrónicos en el Procedimiento Administrativo; 
Publicaciones, citaciones, comunicaciones y no-
tificaciones; recursos; Silencio Administrativo; 
Conclusión del Procedimiento; Revocación Direc-
ta de los Actos Administrativos; Procedimiento 
Administrativo de cobro Coactivo; Extensión de 
la Jurisprudencia del Consejo de Estado.

Organización de la Jurisdicción 
Contencioso Administrativa y de 
sus funciones Jurisdiccional y Con-
sultiva
Principios y Objeto; Organización: Integración, 
Consejo de Estado, Tribunales Administrativos, 
Jueces Administrativos, decisiones en la Jurisdic-
ción Contencioso Administrativa, impedimentos 
y recusaciones, medios de control, Distribución 
de competencias entre los órganos de esta juris-
dicción, determinación de competencias. 

Demanda y Proceso Conten-
cioso Administrativo

 Capacidad, representación y Derecho de Pos-
tulación, requisitos de procedibilidad, requisitos 
de la demanda, tramite de la demanda, Etapas 
del proceso y Competencias para su Instrucción, 
Sentencia, notificaciones, nulidades e incidentes, 
pruebas, intervención de terceros, medidas cau-
telares; recursos ordinarios y tramite; recursos 
extraordinarios de revisión y de unificación de 
jurisprudencia. 
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Extensión y Unificación de la Jurisprudencia
Extensión de la Jurisdicción del Consejo de Estado; Mecanismo eventual de revisión; Disposiciones 
Especiales para el Trámite y Decisión de las pretensiones de Contenido Electoral, Proceso Ejecutivo, 
El Ministerio Publico.

7. DESARROLLO ALCANZADO EN BOLIVIA. 

7.1. En el Régimen Constitucional
El proceso contencioso administrativo fue legis-
lado por primera vez en la Constitución de 1831 
(SANTA CRUZ, 1831), aunque de manera insu-
ficiente, toda vez que en su artículo 113 num. 
3 expresaba lo siguiente: “Conocer de las causas 
que resulten de los contratos o negociaciones del 
Poder Ejecutivo” dando a entender un conflicto 
entre el contratante que es el Estado y el contra-
tista (el empresario o particular). 

Posteriormente en las constituciones de 1843 a 
1871 no se establecieron entre las competencias 
de la Corte Suprema ni de las instancias inferio-
res, el conocimiento y trámite de este proceso. 
En la Constitución de 1878, se reincorpora este 
Instituto complementando las concesiones y las 
demandas contencioso administrativas que acla-
ran un poco más el alcance de esta norma. Las 
subsiguientes constituciones hasta la de 1967 en 
su Artículo 127.8, mantuvieron el texto como 
atribución de la Corte Suprema, tal como sigue: 
“Conocer las causas contenciosas que resulten de 
los contratos, negociaciones y concesiones del Po-
der Ejecutivo y de las demandas contencioso-ad-
ministrativas, a que dieren lugar las resoluciones 
del mismo”.

En la Actual Constitución promulgada en febre-
ro de 2009, no se establece como atribución del 

Tribunal Supremo de Justicia el conocimiento, 
trámite y resolución de las demandas contencioso 
administrativas ni contencioso tributarias, salvo 
la competencia del Tribunal Agrario Ambiental 
para “conocer y resolver los procesos contencio-
so administrativos, que resulten de los contratos, 
negociaciones, autorizaciones, otorgación, distri-
bución y redistribución de derechos, de aprove-
chamiento de recursos naturales renovables, y de 
los demás actos y resoluciones administrativas”.  

7.2. En la Legislación Ordinaria
En lo que se refiere a la legislación ordinaria, el 
Código del Procedimiento Civil promulgado el 6 
de agosto de 1975, (CÓDIGO CIVIL, 1975) en 
sus artículos 775-777 regulaba el proceso Conten-
cioso resultante de los Contratos, Negociaciones 
y Concesiones del Poder Ejecutivo, cuyo cono-
cimiento le correspondía a la Corte Suprema de 
Justicia. La demanda debía regirse por los requi-
sitos exigidos para el Proceso Ordinario, previs-
to en el artículo 327 del ya mencionado cuerpo 
normativo. El trámite y resolución debía suje-
tarse a lo previsto para los procesos ordinarios 
de puro derecho o, de hecho. La representación 
del Estado la debía ejercer el Ministro de Estado 
interviniente en el contrato y el Fiscal General de 
la República.

Este mismo Código establecía en su artículos 
778-781 El Proceso Contencioso Administrativo 
al que dieren lugar las Resoluciones del Poder 
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Ejecutivo; que procedía en los casos, que había 
oposición entre el interés público y el privado y 
cuando la persona que creyere lesionado o per-
judicado, su derecho privado, hubiere ocurrido 
previamente ante el Poder Ejecutivo reclamando 
expresamente el acto administrativo y agotando 
ante ese poder todos los recursos de revisión, mo-
dificación o revocatoria de la resolución que le 
hubiere afectado; su trámite se efectuaba en la 
vía ordinaria de puro derecho, dando a entender 
que la resolución debía dictarse en el plazo para 
dictar la sentencia en el ordinario de puro derecho 
en materia civil.  

En este Cuerpo Normativo, en sus artículos 782-
783, se prevenía el Proceso Contencioso contra 
Resoluciones del Poder Legislativo o de una de 
sus Cámaras; que afecte uno o más derechos con-
cretos, fueren civiles o políticos, podía interponer 
demanda ante la Corte Suprema de Justicia, en 
defensa de esos derechos, cumpliendo los requisi-
tos señalados en el artículo 327. Esta acción de-
bía dirigirse contra el Presidente del Congreso o 
contra el Presidente de la Cámara respectiva. El 
proceso debía tramitarse en la vía ordinaria de 
puro derecho y con el dictamen del Fiscal Gene-
ral que debía emitirse en el plazo de 40 días, se 
tenía que pronunciar sentencia en el mismo plazo. 
(MORALES GUILLÉN, 2008)

Un antecedente muy importante fue el Códi-
go Tributario aprobado mediante Ley No. 1340 
del 28 de mayo de 1992; que instituyó el Proce-
so Contencioso Tributario (GACETA BOLIVIA, 
Bolivia, Ley N° 1340 e3 28 de mayo de 1992, 
1992), para el conocimiento de las demandas que 
se interpongan con ocasión de los actos de la ad-
ministración o de los distintos entes de derecho 
público, por los cuales se determinen tributos en 
general, así como de las relaciones jurídicas emer-
gentes de la aplicación de decretos y normas tri-
butarias en general.  Este proceso se demandaba 
ante el Tribunal Fiscal de la Nación y la Corte 
Suprema de Justicia y contemplaba: Demanda, 
subsanación de la demanda, suspensión de la eje-
cución del acto impugnado, contestación, excep-

ciones procesales dilatorias ( falta de personería 
en el actor y en el demandante, litispendencia, 
obscuridad en la demanda y falta de competencia 
en el Tribunal); excepciones procesales perento-
rias (Vencimiento del plazo para la presentación 
de la demanda, cosa juzgada, reconocimiento de 
crédito sobre la obligación objeto de la demanda, 
acogimiento a la opción de recurso administrativo 
de revocatoria, incidentes, medidas precautorias, 
término probatorio, alegatos en conclusiones, sen-
tencia en primera instancia, recurso de apelación, 
recurso extraordinario de nulidad y recurso ex-
traordinario de compulsa.

Otro avance importante en materia Contencioso 
Administrativa, fue la Ley 1455 del 18 de febrero 
de 1993 de Organización Judicial; con esta Ley se 
desconcentró la Función Judicial hacia las Cortes 
Superiores de Distrito, instituyéndose los Jue-
ces en “Materia Administrativa, Coactiva Fiscal 
y Tributaria”, (GACETA BOLIVIA, 1993) con 
competencia para “Conocer y Decidir, en primera 
instancia, de los procesos contencioso-tributarios 
por demandas originadas en los actos que deter-
minen tributos y en general, de las relaciones ju-
rídicas emergentes de la aplicación de leyes tribu-
tarias”. También se reconoce la Competencia de 
las Salas Administrativas de las Cortes Superio-
res, “para conocer en grado de apelación las sen-
tencias y otras resoluciones dictadas en primera 
instancia por los Jueces de Partido en materia 
administrativa en las causas contencioso fiscales 
y contencioso-administrativas”.  Asimismo, facul-
taba a la Sala Social, de Minería y Administrati-
va de la Corte Suprema: “Conocer en recurso de 
nulidad o casación los autos de vista dictados por 
las Cortes superiores de Distrito en causas admi-
nistrativas, sociales, mineras, coactivas fiscales y 
tributarias”. 

Después, el 2 de agosto de 2003, promulgó la Ley 
2492 aprobatoria del Código Tributario Bolivia-
no, en el que se derogó el Proceso Contencioso 
Tributario (INFOLEYES, 2003) y se pone puso 
en vigencia el Proceso Contencioso Administra-
tivo. Esta Ley, como corresponde fue objeto de 
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un Recurso de Inconstitucionalidad y fruto del 
mismo se declaró en la Sentencia Constitucional 
0009/2004 del 28 de enero del mismo año, la in-
constitucionalidad de los Artículos 131 y 147 del 
mencionado Código, referidos al proceso Conten-
cioso Administrativo en materia Tributaria, alte-
rando en el fondo la naturaleza del contencioso 
que se requiere aplicar en materia Tributaria. 

Dicha Sentencia, señala la diferencia entre el Pro-
ceso Contencioso Administrativo y el Contencioso 
Tributario; puesto que con el primero se realiza el 
control de legalidad y con el segundo se efectúa 
una impugnación directa y controversial que ad-
mite los recursos procesales previstos. El Proceso 
Contencioso Administrativo establecido en el Có-
digo Tributario de 1992, difiere del Contencioso 
Tributario, en su naturaleza jurídica, su finalidad 
y objetivo y su configuración procesal. El Prime-
ro requiere el agotamiento de las instancias ad-
ministrativas y, el segundo, es una vía directa y 
alternativa a los procedimientos administrativo 
tributarios. Otra diferencia es que el primero se 
tramita como proceso ordinario de puro derecho 
y en única instancia, el segundo como proceso 
ordinario de hecho, admitiendo todos los recursos 
del sistema procesal.  

Entonces, el proceso contencioso administrativo 
diseñado como de puro derecho y con una sola 
instancia, no le asegura al contribuyente “el de-
bido proceso” como lo establece la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, que fija el 
derecho de las partes a recurrir del fallo ante Juez 
o Tribunal Superior. Garantía Judicial de dicha 
Convención que fue incorporada a nuestra legis-
lación, en la Ley 1430 del 11 de febrero de 1993 
(GACETA OFICIAL DE BOLIVIA N. 1., 1993). 

Posteriormente, con la Ley 212 del 23 de diciem-
bre de 2011, relativa a la Transición de los Tribu-
nales Supremo, Constitucional, Agroambiental y 
del Consejo de la Magistratura, quedó definida la 
competencia del Tribunal Supremo, para el cono-
cimiento y resolución de estos procesos, mientras 
sea regulada esta materia procesal mediante una 

Ley, estatuyendo esta Jurisdicción Especializada.

En diciembre de 2014, se promulga la Ley 620, 
de 29 de diciembre de 2014, que recoge criterios 
de naturaleza administrativa en las relaciones 
que dan lugar a estos procesos y también el in-
cremento considerable de la carga procesal; para 
descongestionar la carga procesal y mejorar las 
condiciones de acceso al Servicio de Justicia, para 
los administrados y ciudadanos en general. 

Los aspectos centrales que regula esta Ley, los 
señalamos a continuación:

 { Crea en la estructura del Tribunal Su-
premo de Justicia y en los Tribunales 
Departamentales de Justicia, Salas 
en Materia Contenciosa y Contencio-
sa Administrativa, estableciendo sus 
atribuciones. 

 { Discrimina la materia contenciosa 
de la contenciosa administrativa. La 
primera referida a las causas conten-
ciosas que resultaren de los contratos, 
negociaciones y concesiones del Go-
bierno Central, y demás instituciones 
públicas o privadas que cumplan roles 
de administración pública a nivel na-
cional. La segunda, relativa a conocer 
y resolver las demandas Contenciosas 
Administrativas del nivel nacional, 
que resultaren de la oposición entre el 
interés público y privado. 

 { Diferencia la materia contenciosa de 
la contenciosa administrativa en los 
niveles subnacionales. La primera, 
para conocer y resolver las causas 
contenciosas que resultaren de los 
contratos, negociaciones o concesio-
nes de los gobiernos autónomos de-
partamentales, municipales, indígena 
originario campesinos y regionales; 
universidades públicas, y demás insti-
tuciones públicas o privadas que cum-
plan roles de administración estatal 
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a nivel departamental. La segunda, 
para conocer y resolver las demandas 
contenciosas administrativas a nivel 
departamental, que resultaren de la 
oposición del interés público y priva-
do.

 { Fija el Procedimiento para la trami-
tación de los procesos contenciosos 
y contenciosos administrativos, apli-
cando los Artículos 775 al 781 del 
Código de Procedimiento Civil, hasta 
que sean regulados por Ley, como ju-
risdicción especializada.

 { Establece el Recurso de Casación 
como única instancia contra la reso-
lución que resuelva el proceso con-
tencioso, conforme a lo siguiente: 
1) En los procesos contenciosos tra-
mitados en las Salas Contenciosas y 
Contenciosas Administrativas  de los 
Tribunales Departamentales de Jus-
ticia, los Recursos de Casación serán 
resueltos por la Sala Contenciosa y 
Contenciosa Administrativa del Tri-
bunal Supremo de Justicia.2) En los 
procesos contenciosos tramitados en 
la Sala Contenciosa y Contenciosa 
Administrativa del Tribunal Supremo 
de Justicia, los Recursos de Casación 
serán resueltos por la Sala Plena de 
ese Tribunal.

 { Los procesos en trámite, archivados 
y los presentados con anterioridad a 
la vigencia de la referida Ley, conti-
nuarán conociendo la Sala Plena del 
Tribunal Supremo de Justicia y las 
Salas Plenas de los Tribunales Depar-
tamentales de Justicia, hasta su con-
clusión, conforme a normativa legal 
aplicable hasta antes de la promulga-
ción de la presente Ley.

 { El Plazo para la Reestructuración de 
las Salas en el Tribunal Supremo de 
Justicia y los Tribunales Departamen-
tales de Justicia, es de cuarenta y cin-
co días, a partir de la fecha.

De acuerdo con los tres primeros numerales, esta 
Ley ha surgido para solucionar el incremento 
considerable de la carga procesal, de la natura-
leza administrativa de las relaciones de las que 
emergen las controversias. También, se establece 
la diferencia entre la competencia Nacional y las 
departamentales, para descongestionar la Admi-
nistración de Justicia, que antes se concentraba 
en el Tribunal Supremo de Justicia antes Corte 
Suprema. Esta desconcentración se sustenta en 
los principios de Economía Procesal, acceso a la 
Justicia y jerarquía de las resoluciones judiciales. 
Por otra parte, determina la especialización en 
materia contenciosa de las salas Nacional y de-
partamentales que deben atender estos procesos. 
Esto permite que cuando los contratos, negocia-
ciones y concesiones se dan por ejemplo con un 
Ministerio del Órgano Ejecutivo Nacional, esta 
situación la conocerá la Sala pertinente del Tri-
bunal Supremo y si estas actuaciones fueron con 
las gobernaciones, alcaldías, universidades, etc., 
corresponderá conocer y decidir a las salas de los 
Tribunales Departamentales.

El Proceso Contencioso Administrativo ante el 
Tribunal Supremo de Justicia, se abre para efec-
tuar el “Control de Legalidad” que da lugar a un 
examen de las actuaciones de los órganos de la 
administración pública, para establecer si se ha 
producido vulneración de derechos y con ello 
fallar en el fondo. Este proceso se rige por las 
normas que regulan el proceso ordinario de puro 
derecho, por cuya razón no requiere de etapa pro-
batoria, y las actuaciones solo persiguen conocer 
los argumentos de la resolución impugnada, los 
fundamentos de la demanda y la contestación 
para dictar sentencia de Control de Legalidad.  

Este cuerpo normativo, es transitorio según pre-
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 { Bolivia cuenta con una Ley del Proce-
dimiento Administrativo para sustan-
ciar y resolver las controversias entre 
Administración Pública y administra-
dos en sede administrativa; con una 
Ley del Proceso Contencioso Admi-
nistrativo incompleta e insuficiente, 
que no abarca los elementos regulato-
rios indispensables.   

 { El Estado Boliviano y con él su po-
blación y los ciudadanos en general, 
no disponen aún de una Jurisdicción 
Especializada e independiente en ma-
teria Contencioso Administrativa, 
como lo son el Tribunal Constitucio-
nal o el Tribunal Agroambiental. Es-
pecializada en materia Contencioso 
Administrativa, como un sub órgano 
que conformaría el Órgano Judicial 
con Tribunales y Jueces especializa-
dos en materia de Derecho Adminis-
trativo y con formación en “lo conten-
cioso administrativo”. Independiente 
por la naturaleza muy particular de 
esta materia y de los procesos, cuya 
competencia le correspondería.

viene la ley del año 2010, en la que se anunció 
una jurisdicción especializada en estas materias, 
que es lo que no está desarrollado plenamente en 
esta Ley.

En este cuerpo normativo, se estableció la Orga-
nización de la Jurisdicción Contenciosa y Con-
tenciosa Administrativa en el plazo de cuarenta 
y cinco días, situación que no se concretó. Su 
propio contenido y carácter evidencia que no es 
una Ley Integral y suficiente para estructurar 
una Jurisdicción Contenciosa robusta y saludable 
para instituir una Acción o Proceso Contencioso 
Administrativo eficaz para la defensa de los dere-
chos e intereses del administrado.

8. CONCLUSIONES.

 { El Proceso Contencioso Adminis-
trativo o la Jurisdicción Contencio-
sa Administrativa, no se encuentran 
constitucionalizados o, mejor dicho, 
reconocidos en la Constitución como 
un Instituto Jurídico procesal amplio 
y genérico. 

9. PROPUESTAS PARA LOGRAR SU PLENA IMPLEMENTA-
CIÓN E INSTITUCIONALIZACIÓN EN BOLIVIA.

 { Constitucionalizar el Proceso Conten-
cioso Administrativo o la Jurisdicción 
Contencioso-Administrativa, median-
te su reconocimiento normativo en la 
Constitución que determine el alcan-
ce, la institucionalidad constitucional 
de la misma y el mandato perentorio 
para su creación y soporte financiero 
por el Estado.

 { Promulgar una Ley Especial o Códi-
go del Procedimiento Administrativo 
y del Proceso Contencioso Adminis-
trativo, donde se establezca su finali-

dad, el Derecho a la Petición ante las 
autoridades, la fase previa del Proce-
dimiento Administrativo en el ámbito 
de la Administración Pública, Proce-
dimiento Sancionatorio, recursos, si-
lencio administrativo, conclusión del 
Procedimiento Administrativo, culmi-
nando con la resolución Administra-
tiva pertinente. Proceso Contencioso 
Administrativo, definición amplia de 
las distintas causas que generan las 
demandas contenciosas, procedimien-
to detallado, medidas precautorias, 
medios de prueba y recursos.
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 { Implementación de la Jurisdicción 
Contenciosa Administrativa con los 
distintos órganos, tribunales, jueces 
unipersonales e instancias de la Jus-
ticia Contenciosa, formas de elección 
o designación de sus miembros; perfil 
profesional especializado en Derecho 
Administrativo de los miembros de 

los Tribunales o Jueces unipersonales 
miembros de los Órganos Jurisdiccio-
nales; Atribuciones y competencias 
de los órganos de Administración de 
Justicia Contenciosa Administrativa, 
en cuya clasificación se contemplen la 
más amplia diversidad de acciones.
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